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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NUMERO 12 DE 2007 
SENADO

por medio del cual se crea el Instituto Nacional de Estadística.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1º.  El artículo 78 de la Constitución Política, quedará así:

Artículo 78. La ley regulará el control de calidad de bienes y servicios 
ofrecidos y prestados a la comunidad, así como la información que debe su-
ministrarse al público en su comercialización. 

Serán responsables, de acuerdo con la ley, quienes en la producción y en la 
comercialización de bienes y servicios, atenten contra la salud, la seguridad y 
el adecuado aprovisionamiento a consumidores y usuarios. 

El Estado garantizará la participación de las organizaciones de consumi-
dores y usuarios en el estudio de las disposiciones que les conciernen. Para 
gozar de este derecho las organizaciones deben ser representativas y observar 
procedimientos democráticos internos.

El Instituto Nacional de Estadística, organismo de derecho público del 
orden nacional, con personería jurídica, autonomía administrativa, pa-
trimonial y técnica, de naturaleza especial,  tendrá la función de dirigir y 
regular el sistema nacional de estadística. La dirección y ejecución de las 
funciones del Instituto estará a cargo de una junta integrada por tres (3) 
expertos en manejo, análisis y publicación de estadísticas nacionales para 
períodos institucionales de diez años, escogidos por concurso público de 
acuerdo a la ley.  El director será nombrado por la junta directiva y será 
miembro de ella.  La ley regulará la organización y el funcionamiento del 
Instituto Nacional de Estadística. 

Parágrafo.  Los miembros de la Junta del Instituto Nacional de Esta-
dística deberán haber desempeñado, durante diez años, cargos relaciona-
dos con el desarrollo urbano y rural y con sistemas estadísticos nacionales 
públicos, y ejercer con buen crédito, por el mismo tiempo, cátedra e inves-

Artículo 2º.  El presente acto legislativo rige a partir de su promulgación.

EXPOSICION DE MOTIVOS
Como lo planteamos en el proyecto de acto legislativo equilibrio de po-

deres: “Condición esencial para la existencia de un Estado de Derecho es la 
desconcentración del poder, más conocida como la teoría de la división del 

quienes inspiraron a la Revolución Francesa y lograron limitar el poder de 
las monarquías absolutas. Del mismo modo, es ya un axioma en el Derecho 
Público la observación de Montesquieu según la cual la separación de los 

-
rrompe, el poder absoluto corrompe absolutamente. Por ello, la distribución 
de competencias entre las distintas ramas del poder público, debe realizarse 
directamente por la Constitución y de manera tal que en ella se establezca un 
sistema de pesos y contrapesos que impida que una de las ramas del poder 
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otras dos para concentrar en cambio y de manera real todo el manejo del 
Estado”.

Uno de los objetivos de la Constitución de 1991 fue restar la preponderan-
cia del Ejecutivo sobre el resto de las ramas del poder público. Preponderancia 
que había adquirido a través de las distintas reformas  que se introdujeron a la 
Constitución de 1886.  En otros términos, la Constituyente de 1991 optó por 
disminuir las atribuciones dadas al Presidente de la República y fortalecer a 
las otras ramas y órganos autónomos del Estado, para que el sistema de pesos 
y contrapesos se hiciera efectivo.

Es de especial preocupación en un  Estado democrático la objetividad, se-

relación con el suministro de datos estadísticos con fundamento en los cuales 
se diseñan las políticas públicas en los distintos aspectos que interesan a la 
sociedad. No es un secreto que el apoyo a tales cifras como el costo de vida, el 
empleo, la calidad de bienes y servicios, la educación, la base poblacional, la 
distribución laboral en el país, la producción agrícola y el comercio exterior, 
entre otras, sirven como fundamento en las decisiones que asume la Rama 

percepción ciudadana sobre la actividad de las autoridades públicas y juega un 
papel fundamental en relación a sus futuras decisiones electorales. 

El país requiere como autoridad del Sistema de Estadística, un ente to-
talmente  independiente y autónomo, de la naturaleza del Banco de la Re-
pública, que ha sido reconocido como una institución totalmente seria, con 
una actuación transparente, y donde se han visto resultados  acordes con la 
función, sincronizados con las demás entidades del Estado y sin ninguna clase 
de subordinación ni dependencia del gobierno de turno.  De la manera como 
se ha manejado la política cambiaria, monetaria y crediticia del país, es como 
se deben igualmente orientar el sistema de información y estadística de una 
democracia como la colombiana.  En ese propósito es importante que coinci-
damos todos las fuerzas políticas del país, tanto las del Gobierno como de la 
oposición.

La modernización del sistema metodológico de las encuestas es prioritaria, 
necesitamos garantizar a los colombianos el derecho fundamental a recibir 
información veraz e imparcial en materia económica, social y política. Imple-
mentar los principios y desarrollar los fundamentos formulados por la ONU
sobre los organismos de producción de datos estadísticos en Colombia debe 
ser una prioridad ante la coyuntura de este tema en nuestro país. 

proceso de investigación, recolección y procesamiento de la información es-
tadística nacional por parte del DANE perdiendo toda credibilidad. 

Las presiones de que son objeto los directores para reformular las cifras de-
-

te conocimiento en el manejo de las estadísticas, con lo cual habrá seriedad y 
absoluta independencia. 

Si el DANE no se independiza del Ejecutivo y se consolida como una enti-
dad eminentemente técnica, no habrá posibilidad de conocer lo que realmente 
sucede en el país.   La credibilidad de las políticas públicas está en juego.

Lo que el país necesita son resultados, cifras reales y no simplemente aco-
modadas a las necesidades de un gobierno de turno. La independencia de esta 
institución es una prioridad, que necesita de un gran debate,  no solo en el 
Congreso, sino también en la academia.

Debemos tener en cuenta, para el desarrollo de esta indispensable inicia-
tiva, la importancia de la información, el problema de los datos  estadísticos 
en varias latitudes, y los organismos de investigación estadística que existen 
y han existido en los diferentes Gobiernos durante los últimos veinte años. Lo 

los métodos y la recolección de datos estadísticos por parte de los especialistas 
en el tema a nivel mundial. 

Este trabajo de reforma y actualización internacional sobre lo que deben 
ser los organismos de recolección de datos estadísticos en los diferentes países 
y las características fundamentales de la relación entre el Gobierno, la socie-
dad civil y los demás Gobiernos  en cuanto al tema de los datos estadísticos 

por la Organización de las Naciones Unidas en su Comisión Estadística. Es 
indispensable que en Colombia se reconozcan los siguientes principios, fun-
damentos y objetivos en cuanto a manejo de estadísticas y se busque cumplir 
con ellos en el desarrollo normativo local. 

1

sistema de información de una sociedad democrática y proporcionan al Go-
bierno, a la economía y al público datos acerca de la situación económica, 

-

de comprobada utilidad práctica para que los ciudadanos puedan ejercer su 
derecho a mantenerse informados;

de estadística han de decidir, con arreglo a consideraciones estrictamente pro-

los métodos y procedimientos para la reunión, el procesamiento, el almacena-
miento, y la presentación de los datos estadísticos;

3. Para facilitar una interpretación correcta de los datos, los organismos de 

las fuentes, métodos y procedimientos de la estadística;
4. Los organismos de estadística tienen derecho a formular observaciones 

sobre interpretaciones erróneas y la utilización indebida de las estadísticas;
-

tes, ya sea encuestas estadísticas o registros administrativos. Los organismos 
de estadística han de seleccionar la fuente con respecto a la calidad, la oportu-
nidad, el costo y la carga que le impondrán;

6. Los datos que reúnan los organismos de estadística para la compilación 

-
cos;

7. Se han de dar a conocer al público las leyes, reglamentos y medidas que 
rigen la operación de los sistemas estadísticos;

8. La coordinación entre los organismos de estadística a nivel nacional es 

9. La utilización por los organismos de estadística de cada país de concep-
-

10. La cooperación bilateral y multilateral en la esfera de la estadística con-

La aplicación de estos principios debe estar sujeta a nuestro ordenamiento 
-

leza del Organismo que regula los Datos Estadísticos de forma clara y explí-
cita. El desarrollo de los principios consagrados por la ONU sobre el manejo 
de los datos estadísticos se  pueden cumplir de una forma óptima siguiendo 
los fundamentos2  de un organismo de estadística propuestos también por la 
ONU, que son a saber:

I. INDEPENDENCIA
La entidad que tenga a su cargo la función de brindar información útil y de 

excelente calidad a la ciudadanía en general y a aquellos encargados de la for-
mulación de las políticas públicas debe tener total independencia, y que sea re-
conocida como tal.  La objetividad y la exactitud son pilares fundamentales en 
el desarrollo de recolección y procesamiento de información; diferenciándose 
de los sectores del gobierno que formulen y apliquen las políticas, siendo im-

Entre las características de este fundamento, están: ser una AUTORIDAD 
para:

i) Tomar las decisiones de la función propia de recolección, análisis y eva-
luación  de datos;

Spanish.htm
2  Los cuatro fundamentos y el desarrollo de los mismos han sido tomados de la ONU, Departamento de Asuntos Económicos y Sociales.  

División de Estadística. Manual de organización estadística. Tercera Edición.  Publicación de las Naciones Unidas.  New York.  2004.



GACETA DEL CONGRESO  460 Jueves 20 de septiembre de 2007 Página 3

ii)  Seleccionar y promover a los funcionarios profesionales, técnicos y 
operativos;

iii) Recibir el reconocimiento por parte de las demás entidades del Estado 
como autoridad para publicar información estadística sin autorización previa;

iv)  Del jefe de estadística y de los funcionarios especializados para co-
mentar sobre las estadísticas que realicen otros organismos del gobierno u 
entidades privadas;

v) Adherirse a calendarios predeterminados para la publicación de impor-

-
líticos;

vi) Formular las políticas de divulgación que alienten la presentación al pú-
blico de los principales resultados obtenidos por los programas del organismo 
de estadística, a través de los medios de comunicación, la Internet y otros.

El funcionamiento de una institución de estadística depende de los objeti-

estadística se  debe encargar de determinar las prioridades.

Council de los Estados Unidos de América, se pueden tener en cuenta el:

ii) Minimizar la tarea de las personas que proporcionan las respuestas;
iii) Garantizar la exactitud, para lo cual se debe prestar la atención necesa-

tiempo, así como a la medición estadística de los errores de los datos;
iv) Garantizar la oportunidad, para lo cual es preciso ocuparse debidamente 

de importancia que se produzcan en los temas estudiados y difundir los datos 
tan pronto como sea posible una vez reunidos;

v) Garantizar la relevancia, para lo cual se requiere el interés de mejorar 
los datos que ayuden a los usuarios a satisfacer sus necesidades actuales en 
materia de toma de decisiones y análisis, así como anticipar sus futuras nece-
sidades de información, y

vi) Consolidar la credibilidad, para lo cual es preciso ser imparcial, tanto 
en la práctica como en apariencia, e independiente del poder político.

II. RELEVANCIA
Es fundamental establecer las prioridades de un organismo de estadística. 

Prioridades estudiadas con racionalidad y que sean predecibles los cambios de 
la política nacional. Una vez que un organismo de estadística ha establecido 

parecen cambiar los temas de la agenda política, por ello el jefe de estadística 

-
los con facilidad a pequeño s cambios de orientación política;

ii) Crear una reserva y desarrollar un Estado de preparación que permita 
abordar las situaciones imprevistas sin afectar el normal funcionamiento del 
organismo de estadística;

iii) Desarrollar políticas de recursos humanos cuyo objeto sea lograr que el 
personal de los organismos de estadística sea adaptable y pueda reorganizarse 

iv) Compartir información técnica e ideas con otros organismos de esta-
dística. Este tipo de cooperación puede fomentar el desarrollo de métodos 
innovadores de recopilación, análisis y difusión de datos;

v) El hecho de desarrollar esas capacidades proporciona al organismo 
enormes ventajas para adaptarse a los problemas que surgen de los cambios 
de prioridades.

III. CREDIBILIDAD
Los organismos de estadística deben ser sumamente rigurosos con respec-

to a las normas que deben satisfacer la obtención de datos, los métodos de 
procesamiento y la derivación de los resultados. La necesidad de inspirar un 
espíritu de calidad y de convencer a todos los usuarios de la calidad de los 

procedimientos de producción empleados tiene varias implicancias en materia 
organizativa.

IV. POLITICAS CON RESPECTO A LOS INFORMANTES
Para lograr los demás fundamentos, se deben tener en cuenta los siguientes 

puntos:
i) Utilizar instrumentos jurídicos para lograr el acatamiento o evitar la des-

obediencia;
-

ción;
iii) Asegurar que la información no se utilizará indebidamente, y
iv) Recurrir a los incentivos, práctica cada vez más frecuente en algunos 

países.
-

yor preocupación de los informantes. Los organismos que aún no logran per-
suadir a los informantes de que la información que aportan es totalmente con-

Como Bancada Liberal, estamos convencidos de la conveniencia institu-
cional de este proyecto y su oportunidad. Por tanto, invitamos a las bancadas 
de gobierno y oposición para que concertemos sobre esta base una reforma 
constitucional que cumpla el propósito de garantizar la seriedad e indepen-
dencia de la institución responsable de la planeación, levantamiento, procesa-

SENADO DE LA REPUBLICA
Secretaría General (art. 139 y ss Ley 5ª de 1992)

El día 18 del mes de septiembre del año 2007 se radicó en la plenaria del 
Senado el Proyecto de Acto Legislativo número 12 con todos y cada uno de 
los requisitos constitucionales y legales, por la Bancada Liberal.

El Secretario,
Emilio Otero Dajud.

SENADO DE LA REPUBLICA
Sección de Leyes

Bogotá, D. C., 18 de septiembre de 2007
Señora Presidenta:

-
mero 12 de 2007 Senado, por medio del cual se crea el Instituto Nacional de 
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Estadística, me permito pasar a su despacho el expediente de la mencionada 
iniciativa que fue presentada en el día de hoy ante Secretaría General. La ma-
teria de que trata el mencionado proyecto de acto legislativo, es competencia 
de la Comisión Primera Constitucional Permanente, de conformidad con las 
disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., 18 de septiembre de 2007

De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por repartido el 
proyecto de acto legislativo de la referencia a la Comisión Primera Constitu-

publicado en la Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
La Presidenta del honorable Senado de la República.

Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Otero Dajud.

P R O Y E C T O S  D E  L E Y
PROYECTO DE LEY NUMERO 131 DE 2007 SENADO

por medio de la cual se reconocen los Juegos Nacionales

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Reconózcanse los 
  como  base de los programas  culturales, recreativos  y depor-

tivos  que el Gobierno Nacional promoverá  en las  diferentes instituciones  
educativas,  Institutos  Nacionales  de Educación Media  (INEM)  e Institutos  
Técnicos Agropecuarios  (ITA), y su entorno comunitario para la integración 
deportiva y cultural interinstitucional.

Artículo 2°. Inclúyanse los Juegos Nacionales de la Confraternidad  INEN-
ITA  en los programas de fomento al deporte, al arte y la cultura de los dife-
rentes estamentos Nacionales y Territoriales, como un programa  recreativo,  
deportivo  y cultural  que el  Estado  debe fomentar  en los términos  del artí-
culo 52  de la Constitución  Política,  la Ley  de  la Cultura  y la Ley  General 
de  Educación.

Artículo 3°.  La  presente  ley  rige a partir de la fecha de su aprobación.

Jaime Dussán Calderón,

Senador  de la República.

EXPOSICION DE MOTIVOS

La Constitución Política Nacional establece con claridad una estrecha re-
lación entre el ejercicio del deporte y la formación integral de las personas. Al 
mismo tiempo, establece que el deporte y la recreación forman parte de la edu-
cación y constituyen gasto público social y que el Estado tiene la obligación 
de fomentar estas actividades (C. P., artículo 52). El fomento a las ciencias y 
en general a la cultura, ordena la Constitución, tiene que incluirse en los pla-
nes de desarrollo económico y social (C. P., artículo 71).

Mediante la Ley 181 de 1995 fue creado el Sistema Nacional de Deporte, 
la recreación, el aprovechamiento del tiempo libre, la educación extraesco-
lar y la educación física (artículo 2º). Dicho Sistema tiene que desarrollar su 
objeto a través de todas las modalidades del deporte (artículo 49), entre ellas 
el deporte social comunitario, el cual se realiza mediante la acción interinsti-
tucional y la participación comunitaria para el mejoramiento de la calidad de 
vida (artículo 16).

Los Juegos Nacionales de la Confraternidad, que realizan desde hace 26 
años los INEM y los ITA, son una de las manifestaciones más desarrolladas 
del deporte social comunitario en nuestro país. En estos juegos hay competen-
cias en las diversas disciplinas deportivas, con la participación de hombres y 
mujeres que hacen parte de diferentes estamentos de la comunidad educativa. 
Durante los últimos años a las jornadas deportivas y recreativas se les ha ve-
nido incorporando las expresiones artísticas de danza y música autóctona, así 
como un espacio para el intercambio de proyectos y la realización de confe-

Estas jornadas se realizan cada año en una ciudad diferente como sede. 
Tienen una cobertura nacional por cuanto involucran a la comunidad educati-

va de los veinte (20) INEM y los seis (6) ITAS distribuidos a lo largo y ancho 
de nuestra geografía y son el resultado de un proceso de consolidación de la 

ciudadanía, por iniciativa de los docentes y funcionarios de las instituciones 
educativas mencionadas. 

mismo tiempo, garantiza la más amplia participación de todas las institucio-
nes y grupos humanos. La Asamblea Nacional de Delegados es la máxima 
autoridad de los juegos, se conforma con un (1) delegado de cada institución 
y se reúne antes de cada versión anual. El INEM de la ciudad sede integra un 
Comité Organizador que se hace responsable del desarrollo de la respectiva 
jornada anual. Cada institución educativa participante está constituida como 
Club Deportivo con personería jurídica y adscrita a Coldeportes. 

El desarrollo periódico de estos juegos ha dependido fundamentalmente 
de la capacidad de autogestión de sus participantes, ya que no han tenido un 
adecuado reconocimiento por parte del Estado, lo que le ha impedido obtener 
el apoyo necesario para fomentar de la mejor manera esta expresión de orga-
nización y participación social en el desarrollo de nuestro país. Los juegos 
Nacionales de la Confraternidad INEM-ITA necesitan consolidar su institu-
cionalidad que bien han ganado durante estos 26 años de perseverancia, para 
fortalecerse y proyectarse.

empezaron a funcionar desde comienzos de los años 70 del siglo pasado, 
como instituciones de un modelo educativo que sin abandonar la formación 
humanística hace énfasis en la producción de conocimiento técnico, tecno-

comunidades en cada uno de los departamentos del país. 

Por su parte, los Institutos Técnicos Agropecuarios, ITA, son estableci-
mientos públicos de educación superior, especialmente dedicados a la forma-
ción y la proyección en las áreas rurales del país. Tanto los INEM como los 

del Ministerio de Educación Nacional.

Por las consideraciones anteriores, solicito al Congreso de la República 
proceder a dar trámite y aprobar el proyecto de ley por medio de la cual se 
reconocen los  y se dictan 
otras disposiciones. 

Jaime Dussán Calderón,

Senador de la República

SENADO DE LA REPUBLICA

Secretaría General (art. 139 y ss Ley 5ª de 1992)

El día 17 del mes de septiembre del año 2007 se radicó en este despacho 
el Proyecto de ley número 131 Senado, con todos y cada uno de los requisitos 
constitucionales y legales, por el honorable Senador Jaime Dussán Calde-
rón.

El Secretario,

Emilio Otero Dajud.
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SENADO DE LA REPUBLICA
Sección de Leyes

Bogotá, D. C., 17 de septiembre de 2007
Señora Presidenta:

2007 Senado, por medio de la cual se reconocen los Juegos Nacionales de la 
me permito pasar 

a su despacho el expediente de la mencionada iniciativa que fue presentada en 
el día de hoy ante Secretaría General. La materia de que trata el mencionado 
proyecto de ley, es competencia de la Comisión Séptima Constitucional Per-
manente, de conformidad con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., 17 de septiembre de 2007
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por repartido 

el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Séptima Constitucional y en-

en la Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
La Presidenta del honorable Senado de la República.

Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Otero Dajud.
* * *

PROYECTO DE LEY NUMERO 132 DE 2007 SENADO
por la cual se crea el Instituto Nacional de Estadísticas.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

CAPITULO I
Creación, objetivos, funciones generales, dirección e integración del 

sector
Artículo 1°. El Departamento Administrativo Nacional de Estadística 

continuará funcionando como Instituto Nacional de Estadística, que será un 
establecimiento público del orden nacional funcionalmente descentralizado 

que estará vinculado al Gobierno a través del Ministerio de Hacienda.
Artículo 2°. El Instituto Nacional de Estadística, como rector del Sistema 

Nacional de Información Estadística, regulará la producción y difusión de las 

e integración de los servicios estadísticos nacionales y territoriales de 
acuerdo con el principio de centralización normativa y descentralización 
administrativa.

Artículo 3°. Corresponderá al Instituto Nacional de Estadísticas, además 
de las funciones que determina el artículo 59 de la Ley 489 de 1998, las 
siguientes:

1. Coordinar, desarrollar y reglamentar el Sistema Nacional de Información 
Estadística.

2. Asegurar la veracidad e imparcialidad de la información estadística 
básica y estratégica del país. 

responsabilidad de producirlas y desarrollar o aprobar las metodologías para 
su elaboración. 

4. Diseñar las estrategias para la integración, desarrollo e implantación del 
Sistema Nacional de Información Estadística, reglamentar su funcionamiento 
y coordinar la actividad de sus integrantes. 

5. Dictar las normas técnicas que fueren convenientes para la producción, 
elaboración, análisis, uso y divulgación de la información estadística. 

6. Elaborar el Plan Estadístico Nacional, someterlo a la aprobación del 
Conpes y realizar su divulgación. 

7. Coordinar y asesorar la ejecución del Plan Estadístico Nacional y realizar 
su seguimiento y evaluación. 

económicos y las encuestas orientadas a la generación de las estadísticas 

toma de decisiones por parte del Gobierno Nacional y los entes territoriales. 
9. Generar las estadísticas de carácter estratégico y sus respectivas bases de 

datos, que le sean asignadas en el marco del Sistema Nacional de Información 
Estadística.

10. Avalar la información estadística generada por los demás integrantes 
del Sistema Nacional de Información Estadística, siempre y cuando cumplan 
con los requisitos de calidad establecidos. 

12. Promover, coordinar y asesorar, en el marco del Sistema Nacional de 
Información Estadística, la elaboración y ejecución de Planes Estadísticos 
Sectoriales y Territoriales. 

13. Fomentar la cultura estadística, promoviendo el desarrollo, divulgación 
y utilización de la información generada en el marco del Sistema a nivel 
nacional, sectorial y territorial. 

14. Promover el desarrollo del Sistema de Información Geoestadística y 
asegurar la actualización y mantenimiento del marco geoestadístico nacional. 

15. Establecer y desarrollar los indicadores de coyuntura necesarios para 

17. Difundir, respetando las normas de la reserva estadística, los resultados 
de las investigaciones que realice el Departamento en cumplimiento de sus 
funciones.

18. Las demás que le asigne la ley en cumplimiento de su misión. 
Artículo 4°. La Dirección Superior, Técnica y Administrativa del Instituto 

Nacional de Estadísticas, corresponderá al Director Nacional de Estadísticas, 
funcionario de libre designación del Presidente de la República, quien será el 
representante legal del instituto y que para todos los efectos legales tendrá la 
calidad de Jefe Superior del Servicio. 

El Director del Instituto será nombrado en la mitad del período Presidencial 
por un período de cuatro (4) años. 

La Dirección del Instituto Nacional de Estadística estará a cargo del 
Director, quien la ejercerá con la inmediata colaboración del Subdirector. 

Artículo 5°. Son atribuciones y deberes del Director las contenidas en el 
artículo 78 de la Ley 489 de 1998.

Artículo 6°. Corresponderá al Director determinar la estructura Interna del 

las Unidades de trabajo que estime conveniente determinando sus funciones 
y líneas de dependencia. Así mismo distribuirá al personal entre dichas 
divisiones administrativas, de acuerdo con las necesidades del servicio.

Artículo 7°. El Sector Público de Información Estadística estará integrado 
por el Instituto Nacional de Estadística y las entidades adscritas que se 
anuncian a continuación. El Instituto tendrá a su cargo la orientación del 
ejercicio de sus funciones y las de las entidades que conforman el sector, así 
como de su participación en la formulación de la política, en la elaboración de 
los programas sectoriales y en la ejecución de los mismos, sin perjuicio de las 
potestades de decisión que les correspondan.

Entidades adscritas: 
Establecimientos Públicos



Página 6 Jueves 20 de septiembre de 2007 GACETA DEL CONGRESO  460

Fondo Rotatorio del Departamento Administrativo Nacional de Estadística, 

CAPITULO II
Comisión Nacional de Estadística y Comité Consultivo Técnico de 

Estadística
Artículo 8°. Créase la Comisión Nacional de Estadística, organismo técnico 

adjunto al Director Nacional, compuesto por los siguientes miembros:
a) El Director Nacional de Estadística quien lo presidirá;

c) Un representante del Ministerio de Desarrollo;
d) Un representante del Banco de la República;
e) Un representante de la Dirección de Presupuesto del Ministerio de 

Hacienda;
f) Un representante de las Universidades;
g) Un representante de los trabajadores;
h) Un representante de las entidades empresariales;
i) Un representante del Congreso de la República.
Los representantes señalados en las letras f), g) y h) se designarán en la 

forma que determine el Reglamento y a propuesta del Consejo de Rectores, de 
la Central de Trabajadores.

Todos los miembros de la Comisión, excepto su Presidente, durarán dos 
años en su cargo, pudiendo ser designados por otros períodos iguales.

Artículo 9°. Los miembros de la Comisión Nacional de Estadísticas estarán 
afectos a las normas sobre secreto estadístico.

Artículo 10. Serán atribuciones de la Comisión Nacional de Estadísticas:
a) Aprobar anualmente el Plan Nacional de Recopilación Estadística, antes 

de su presentación al Presidente de la República;
b) Proponer al Instituto las orientaciones básicas del proceso de confección 

y elaboración de las estadísticas que precisa la formulación, ejecución y control 
de Plan Nacional de Desarrollo Económico y Social;

c) Requerir a los jefes de los servicios que participen en la confección de 
estadísticas, información sobre los métodos y procedimientos utilizados en su 
recopilación y elaboración;

d) Proponer al Director del Instituto y demás Jefes de Servicios que 
participen en la confección de estadísticas, medidas tendientes a mejorar los 
procedimientos para su recopilación y elaboración;

e) Proponer al Director Nacional y demás Jefes de Servicios que participen 

materia, y
f) Las demás que le señalen esta ley y el reglamento.
Artículo 11. Créase el Comité Consultivo Técnico de Estadística, que 

Estado con las del Instituto.
Artículo 12.
a) Por el Director del Instituto de Estadística, que lo presidirá, y
b) Por un Representante técnico de cada uno de los siguientes 

organismos:
– Subsecretaría de transporte.
– Subsecretaría de obras públicas.
– Superintendencia de Educación.
– Superintendencia de Seguridad Social.
– Superintendencia de Aduanas.
– Corporación de fomento y producción.
– Banco de la República.
– Servicio Nacional de Salud.

– Superintendencia de Registro Civil.
– Dirección de Presupuesto.
– Universidad Nacional.
– Agustín Codazzi.
– Instituto Internacional de Estadística.
– Centro Latinoamericano de demografía.
– Unesco.
Los miembros del Comité serán nombrados por decreto.
Artículo 13.
– Asesorar al Director en la preparación del Plan Nacional de Recopilación 

Estadística.

obtener coordinación en las políticas estadísticas.
– Impulsar la formación profesional de expertos en los distintos campos de 

la estadística nacional.
– Propiciar la celebración de acuerdos con organizaciones nacionales 

y extranjeras y promover el intercambio de informaciones estadísticas y 
experiencias técnicas con organismos similares de otros países.

– Informar al Gobierno sobre la reorganización, fusión o supresión de 

– Asesorar al Director en todos los asuntos relacionados con el Instituto en 
que se solicitare su colaboración.

– Solicitar la designación de delegados especiales de los organismos e 
instituciones que estimen necesarios para que integren transitoriamente el 
Comité. Los delegados tendrán derecho a voz en sus deliberaciones. 

– Preparar y proponer el Reglamento Interno del Comité que deberá ser 
aprobado por el Presidente de la República.

Planeación Nacional.

Director en la resolución que las establezca.
CAPITULO III

Estructura y funciones de sus dependencias
Artículo 15. Estructura. La estructura del Instituto Nacional de Estadística, 

será la siguiente: 
1. Dirección del Instituto. 

1.4 Dirección Administrativa y Financiera. 
2. Subdirección del Instituto. 

2.2 Dirección de Coordinación y Regulación del Sistema Nacional de 
Información Estadística. 

2.3 Dirección de Metodología y Producción Estadística. 
2.4 Dirección de Síntesis y Cuentas Nacionales. 
2.5 Dirección de Censos y Demografía. 
2.6 Dirección de Información Geoestadística. 
2.7 Dirección de Mercadeo y Ediciones. 
2.8 Direcciones Regionales. 
3. Organos de Asesoría y Coordinación. 
3.1 Comité de Coordinación del Sistema de Control Interno. 
3.2 Comisión de Personal. 
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Artículo 16. Dirección. La Dirección del Instituto Nacional de Estadística 
estará a cargo del Director del Instituto, quien la ejercerá con la inmediata 
colaboración del Subdirector, quien cumplirá además de las previstas en la 
Constitución y la ley, las siguientes funciones: 

1. Dirigir, controlar y coordinar la acción y la gestión misional del 
Instituto.

nivel nacional, sectorial y territorial. 
3. Dirigir y orientar el cumplimiento de las funciones asignadas al Instituto, 

coordinar la gestión de sus dependencias y de los organismos adscritos. 
4. Presentar al Conpes el Plan Estadístico Nacional para su aprobación. 

6. Autorizar las publicaciones del Instituto y orientar los programas de 
divulgación.

según las necesidades del mismo y determinar los funcionarios que ejercerán 
las funciones de Secretaría Técnica de los mismos. 

8. Presentar los informes de labores del Instituto al Presidente de la 
República y al Congreso Nacional. 

9. Asistir, de conformidad con las normas vigentes sobre la materia, a las 
juntas o consejos directivos que deba presidir el Director del Instituto o de los 
cuales sea miembro, así como designar los funcionarios que deban asistir a 
otros consejos, comités o eventos. 

10. Aprobar el plan anual de actividades relacionado con el manejo de los 
medios masivos de comunicación. 

11. Organizar al interior del Instituto el funcionamiento de la acción 
disciplinaria prevista por la Ley y garantizar el cabal ejercicio del control 
interno disciplinario. 

12. Las demás que le sean asignadas por el Presidente de la República y 
por la ley. 

Artículo 17.
Planeación del Instituto tendrá las siguientes funciones: 

1. Asesorar a la Dirección del Instituto en la formulación de políticas y 
estrategias encaminadas a lograr los objetivos institucionales en consonancia 
con el Plan Nacional de Desarrollo. 

los planes de acción y ofrecer los elementos necesarios para su articulación y 
correspondencia en el marco del Plan Indicativo. 

3. Asesorar a las dependencias del Instituto en la elaboración de sus 
programas de trabajo, efectuar el seguimiento y evaluación de sus resultados 

4. Elaborar en coordinación con las demás dependencias del Instituto, el 
Plan de Desarrollo del Instituto, la programación y consolidación del Plan de 
Inversiones y realizar su evaluación y seguimiento. 

5. Conceptuar sobre los proyectos que presenten las Direcciones y las 
Direcciones Regionales, y demás dependencias y entidades adscritas al Instituto, 
sobre su viabilidad e inclusión en el Plan de Desarrollo Institucional. 

6. Dirigir, controlar y evaluar la organización y operación del Banco de 
Proyectos del Instituto, así como la promoción e inscripción de los mismos en 
el Banco de Programas y Proyectos de Inversión Nacional. 

7. Elaborar, en coordinación con las dependencias competentes del Instituto, 
el anteproyecto del presupuesto de inversión y funcionamiento y adelantar 
las acciones requeridas para su incorporación en el presupuesto general de la 
Nación.

8. Preparar el programa anual de caja mensualizado, para su presentación 
ante los organismos competentes. 

9. Conceptuar, proponer y sustentar los traslados presupuestales a que haya 
lugar dentro del Plan de Desarrollo Institucional. 

10. Consolidar y preparar los informes que el Instituto deba suministrar en 
forma periódica a otras entidades. 

que el Instituto deba presentar ante los organismos competentes, de acuerdo 
con las políticas de la Dirección y Subdirección. 

12. Preparar y actualizar los manuales de procedimientos para someterlos a 
consideración del Director del Instituto, para su implementación. 

13. Proponer los presupuestos y hacer el seguimiento a la ejecución 
presupuestal de los convenios del Instituto y Fondane. 

14. Diseñar indicadores de gestión de programas y proyectos de acuerdo 
con los lineamientos trazados, a través del Sistema Nacional de Evaluación y 
Gestión de Resultados, Sinergia. 

15. Las que reciba por delegación, aquellas inherentes a las funciones que 
desarrolle y las demás que le asigne el Director del Instituto. 

Artículo 18.
Jurídica del Instituto, las siguientes: 

1. Asesorar a la Dirección en todos los asuntos jurídicos y legales propios 
del Instituto y Fondane. 

2. Conceptuar sobre aquellos asuntos del Instituto y del Fondo Rotatorio, 
dentro de las normas inherentes a su misión institucional, requeridos por la 
Dirección o cualquiera de sus dependencias o de las diferentes entidades 
públicas o privadas. 

3. Estudiar y conceptuar sobre los decretos, resoluciones y demás normas 
que se requieran para el cumplimiento de los objetivos del Instituto y del Fondo 
Rotatorio, teniendo en cuenta los fundamentos constitucionales y legales. 

4. Instaurar y adelantar los procesos judiciales del Instituto y Fondane, 
mediante la representación de los mismos, ejerciendo las acciones 
correspondientes ante las diferentes jurisdicciones, de conformidad con las 
decisiones que tome el Comité de Defensa Judicial y Conciliación, en cabeza 
del Director del Instituto. 

5. Vigilar periódicamente las acciones judiciales, realizadas dentro de los 
procesos que le son encomendados a abogados externos, de conformidad con 
las decisiones que tome el Comité de Defensa Judicial y Conciliación, en 
cabeza del Director del Instituto. 

6. Llevar los procesos para hacer efectivos los cobros a favor del Instituto 
y Fondane, por Jurisdicción Coactiva. 

7. Suministrar a las autoridades competentes, en los juicios en que sea 
parte la Nación, toda la información y documentos necesarios para la defensa 
de los bienes del Estado y de los actos del Gobierno, informando al Comité 
sobre el curso de los mismos. 

8. Dirigir y coordinar las actividades relacionadas con el proceso de 
jurisdicción coactiva y velar porque este se desarrolle en los términos 
contemplados en la norma. 

enviados, teniendo en cuenta sus procedimientos legales. 
10. Elaborar y revisar los contratos estatales, actuaciones contractuales y 

demás documentos que se deriven de ellos, que les compete suscribir a las 
directivas del Instituto y Fondane. 

11. Llevar el archivo de los procesos judiciales, de los contratos y demás 

normas legales relacionadas con el Instituto y el Fondo Rotatorio, y demás 
documentos jurídicos y legales de la entidad. 

12. Preparar y presentar los informes que sean requeridos por los 
Organismos de Control. 

13. Las que reciba por delegación, aquellas inherentes a las funciones que 
desarrolla y las demás que le asigne el Director del Instituto. 

Artículo 19. .
del Instituto, las siguientes: 

1. Establecer, coordinar y hacer seguimiento a los planes estratégicos de 
Sistemas del Instituto. 

2. Asesorar al Instituto y demás instituciones integrantes del Sistema 
Nacional de Información Estadística, en la implantación de sistemas de 
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información disponibles y que se adapten para su consolidación. 
3. Realizar o propiciar investigaciones sobre metodologías de Sistemas 

de Información, que deban ser adaptados y utilizados por el Instituto y las 
instituciones integrantes del Sistema Nacional de Información Estadística. 

4. Participar, aportar y propiciar la investigación en normas y estándares 
informáticos que deben ser adoptados y utilizados por el Instituto y los 
integrantes del Sistema Nacional de Información Estadística, para permitir 
y facilitar la armonización de la información estadística dentro del Sistema 
Nacional de Información Estadística. 

5. Investigar e incorporar las tecnologías de la información que requiere el 
Instituto y las instituciones que integran el Sistema Nacional de Información 
Estadística para facilitar los procesos estadísticos. 

6. Servir de garante para que se cumplan los lineamientos, normas y 
estándares que deben utilizar el Instituto y los integrantes del Sistema Nacional 
de Información Estadística. 

7. Propiciar la generación y adaptación de una cultura de calidad en los 
procesos para el tratamiento de la información estadística en el Instituto. 

8. Diseñar planes de seguridad y calidad que deban ser adoptados en los 
diferentes procesos informáticos del Instituto. 

9. Diseñar, ejecutar e implantar planes de contingencia, para los diferentes 
procesos informáticos del Instituto. 

10. Gestionar la tecnología de la información utilizada y por utilizar en el 
Instituto.

11. Apoyar los planes de capacitación que el Instituto diseñe, para la 
culturización informática, tanto interna como externa a la Entidad. 

12. Las que reciba por delegación, aquellas inherentes a las funciones que 
desarrolle y las demás que le asigne el Director o el Subdirector del Instituto. 

Artículo 20. Son funciones de la 
Dirección Administrativa y Financiera del Instituto las siguientes: 

2. Asistir al Director en el ejercicio de sus funciones de coordinación, 
control y administración del Instituto. 

3. Planear, coordinar, controlar y administrar, a través de los grupos, que 

del Instituto. 
4. Coordinar, planear y controlar las políticas sobre los programas de 

selección, desarrollo, bienestar y capacitación del recurso humano. 
5. Coordinar el correcto funcionamiento del sistema de Quejas y Reclamos 

del Instituto. 
6. Velar por la correcta aplicación de los criterios jurídicos, normas 

presupuestales, de personal y de la contratación administrativa. 

logística del Instituto. 
8. Desarrollar los procesos y actividades referentes a la comisión de 

personal y atender las funciones propias de la misma. 

de presentarlos ante el Director del Instituto. 

y de control y a las dependencias internas del Instituto, los informes que le 
sean solicitados con ocasión de sus funciones. 

11. Las que reciba por delegación, aquellas inherentes a las funciones que 
desarrolle y las demás que le asigne el Director del Instituto. 

Artículo 21. Subdirección del Instituto. Son funciones de la Subdirección 
del Instituto, las siguientes: 

1. Coordinar la elaboración y presentar al Director el Plan de Desarrollo 
Institucional.

2. Orientar el seguimiento y evaluación del Plan de Desarrollo Institucional 

3. Asistir al Director del Instituto en el ejercicio de sus funciones de 
dirección, coordinación y control. 

4. Proponer al Director del Instituto la política estadística del país. 

6. Coordinar la formulación de la política de mercadeo y comunicaciones 
de la Entidad. 

7. Coordinar la elaboración y desarrollo del Plan Estratégico de Mercadeo 
y Comunicaciones del Instituto. 

8. Velar por el cumplimiento de los programas de trabajo de las direcciones 
de Coordinación y Regulación del Sistema Nacional de Información 
Estadística, Metodología y Producción Estadística, Síntesis y Cuentas 
Nacionales, Información Geoestadística, Censos y Demografía y Direcciones 
Regionales del Instituto, Mercadeo y Ediciones. 

Sistema Nacional de Información Estadística que deben ser generadas en el 
ámbito nacional, sectorial y territorial. 

11. Presidir aquellos Comités que le designe o delegue el Director. 
12. Preparar para el Director, en colaboración con las dependencias 

pertinentes del Instituto, los informes y estudios que este solicite. 
13. Dirigir la elaboración de los informes periódicos que compete presentar 

al Instituto. 
14. Asistir a los consejos, juntas y en general, a las reuniones de carácter 

15. Promover y coordinar los programas y proyectos de cooperación 
técnica internacional y de crédito externo, que en cumplimiento de su misión 
institucional, requiera el Instituto. 

16. Coordinar la celebración y ejecución de los Convenios del Instituto y 
Fondane, con las diferentes entidades del orden nacional e internacional. 

17. Las que reciba por delegación del Director y aquellas inherentes a su 
condición de Subdirector del Instituto Nacional de Estadística. 

Artículo 22. 
Control Interno del Instituto, las siguientes: 

1. Asesorar a la Dirección, en el diseño y mantenimiento de un Sistema 

gerencia, acorde con las políticas institucionales y los cambios y tendencias 
que surjan. 

2. Velar porque el Sistema de Control Interno esté plenamente establecido 
en el Instituto y que su ejercicio sea intrínseco al desarrollo de las funciones 
de todos los cargos y en particular de aquellos que tengan responsabilidad de 
mando.

3. Velar por el cumplimiento de las normas orgánicas del Instituto y demás 
disposiciones que regulen los procedimientos y trámites administrativos 
internos.

4. Evaluar los procesos misionales y de apoyo adoptados y utilizados por el 

comunes e inherentes a la misión institucional. 

documentales y tecnológicos, a través de la adopción de mecanismos que 
garanticen la documentación y conservación de la memoria institucional. 

6. Propender por la formulación de propuestas para el diseño, adopción y 
mejoramiento de mecanismos de comunicación e información. 

de controles en los procesos y procedimientos, para garantizar la adecuada 
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8. Desarrollar a nivel del Instituto las directrices emanadas por el Sistema 
Nacional de Control Interno. 

9. Fomentar en la Entidad, una verdadera cultura de control y autocontrol, 
que contribuya al mejoramiento continuo, en cumplimiento de la Misión 
Institucional.

10. Coordinar el diseño e implementación del control de gestión, a partir de 

responsabilidad y que todas las acciones desarrolladas por el Instituto, se 
enmarquen dentro de este contexto. 

12. Garantizar la funcionalidad de los Comités y Subcomités de 
Coordinación del Sistema de Control Interno en el Instituto. 

13. Participar activamente en las actividades organizadas por los Comités 
Interinstitucionales en materia de Control Interno. 

14. Preparar y remitir informes a los organismos de control que los requieran 
y los demás que se establezcan en la ley. 

15. Las que reciba por delegación, aquellas inherentes a las funciones que 
desarrolle y las demás que le asigne el Director o el Subdirector del Instituto. 

Artículo 23. Dirección de Coordinación y Regulación del Sistema Nacional 
Son funciones generales de la Dirección de 

Coordinación y Regulación del Sistema Nacional de información Estadística 
las siguientes: 

generarse a nivel nacional, sectorial y territorial, en coordinación con las 
demás Direcciones Técnicas de la Entidad y con los demás componentes del 
Sistema.

2. Coordinar y asesorar la formulación, ejecución, seguimiento y evaluación 
del Plan Estadístico Nacional. 

3. Diseñar las estrategias para la integración, desarrollo e implementación del 
Sistema Nacional de información Estadística, reglamentar su funcionamiento 
y coordinar la actividad de sus integrantes. 

4. Coordinar, regular y evaluar la actividad estadística del país, bajo 
los principios, normas, procesos y procedimientos establecidos por el Plan 
Estadístico Nacional, en el marco del Sistema Nacional de información 
Estadística.

5. Proponer a la Subdirección del Instituto los Convenios y Acuerdos de 
Cooperación Técnica entre los Componentes del Sistema y la Entidad. 

6. Proponer a la Dirección del Instituto la implementación de las medidas 
técnicas y administrativas necesarias para garantizar la generación, difusión y 
uso de las estadísticas del país. 

7. Las que reciba por delegación, aquellas inherentes a las funciones que 
desarrolle y las demás que le asigne el Subdirector o el Director del Instituto. 

Artículo 24. Dirección de Metodología y Producción Estadística.  Son 
funciones generales de la Dirección de Metodología y Producción Estadística 
del Instituto las siguientes: 

1. Coordinar el desarrollo de nuevas investigaciones o proyectos 

de información Estadística. 

económicas y sociales del Instituto. 
3. Dirigir el análisis de sus resultados y los documentos para su 

divulgación.
4. Promover y coordinar la realización de estudios y monografías de 

carácter estadístico. 
5. Coordinar técnicamente los procesos de producción, recolección, crítica, 

procesamiento y control de calidad de las investigaciones. 
6. Coordinar con la Dirección Técnica de Síntesis y Cuentas Nacionales, 

la implementación de nuevas metodologías o la adaptación y ajuste de las 
existentes, para mejorar la calidad de las cuentas nacionales en sus diferentes 

componentes y acoger las recomendaciones emanadas de los organismos 
internacionales.

7. Promover y coordinar reuniones interinstitucionales que permitan 

mutuos para las entidades. 

8. Orientar y solicitar a la Dirección Técnica de Coordinación y Regulación 
del Sistema Nacional de Información Estadística, la adaptación de las 

conceptual que requiere el desarrollo de las estadísticas económicas y sociales 
que son responsabilidad del Instituto. 

9. Realizar los requerimientos técnicos de directorios a la Dirección 
Técnica de Coordinación y Regulación del Sistema Nacional de información 
Estadística, para el desarrollo de las encuestas, y reportar las novedades que 

10. Velar por la coherencia y calidad estadística de los diferentes resultados 
que producen las investigaciones a cargo de esta Dirección Técnica. 

11. Promover seminarios para la divulgación de las metodologías y 
resultados que se producen. 

12. Asistir y promover la realización de eventos, nacionales e internacionales, 
que permitan mejorar las metodologías y actualizar los métodos. 

13. Las que reciba por delegación, aquellas inherentes a las funciones que 
desarrolle las demás que le asigne el Subdirector o el Director del Instituto. 

Artículo 25. Dirección de Síntesis y Cuentas Nacionales. Son funciones 
generales de la Dirección de Síntesis y Cuentas Nacionales del Instituto las 
siguientes:

1. Elaborar y asegurar la coherencia entre Cuentas Anuales, Cuentas 
Trimestrales, Cuentas Regionales y Cuentas Ambientales. 

2. Promover el análisis metodológico interrelacionado, entre las diferentes 
investigaciones del área económica producidas por el Instituto para lograr 
coherencia en los conceptos básicos de los grandes agregados. 

metodologías de síntesis y Cuentas Nacionales. 

4. Realizar análisis comparativos entre las investigaciones del área 

producidas por otras entidades públicas o privadas. Presentar en seminarios el 
resultado de estos análisis con el objeto de promover los ajustes metodológicos 
correspondientes.

5. Presentar a las autoridades económicas y estadísticas del país propuestas 

existentes.

6. Divulgar los resultados económicos generales tanto trimestrales, anuales, 
regionales y ambientales. 

7. Promover seminarios para la divulgación y capacitación del Sistema de 
Síntesis y Cuentas Nacionales tanto para productores como para usuarios de 
estadísticas macroeconómicas. 

8. Asistir y promover seminarios y demás foros, nacionales e internacionales, 

relacionados con el quehacer de esta Dirección. 

9. Asegurar el suministro de información macroeconómica a los organismos 
internacionales en especial al Fondo Monetario Internacional, CEPAL y 
Naciones Unidas.

10. Elaborar publicaciones con análisis anuales e infraanuales, con base en 
los resultados de las cuentas anuales y trimestrales. 

11. Las que recibe por delegación, aquellas inherentes a las funciones que 
desarrolle y las demás que le asigne el Subdirector o el Director del Instituto. 

Artículo 26. Son funciones generales 
de la Dirección de Censos y Demografía del Instituto las siguientes: 
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de decisiones. 
2. Diseñar y articular los métodos, las técnicas y los instrumentos de registro, 

aprovechamiento en todos los niveles territoriales y sectoriales. 
4. Coordinar y promover la producción, normalización y difusión de la 

5. Apropiar, adaptar y generar la transformación y mejoramiento de la 

6. Contribuir a lograr los cambios institucionales, de acuerdo con las 
transformaciones permanentes de la sociedad y de la tecnología. 

7. Conformar, normalizar, consolidar y mantener las bases de datos y series 

8. Diseñar mecanismos que fomenten el uso de la información censal y 

lograr la cultura estadística en el país. 
9. Participar en la elaboración, diseño y seguimiento de las políticas de 

población que realice el país. 
10. Las que reciba por delegación, aquellas inherentes a las funciones que 

desarrolle y las demás que le asigne el Subdirector o el Director del Instituto. 
Artículo 27. . Son funciones 

generales de la Dirección de Información Geoestadística del Instituto las 
siguientes:

marco geoestadístico nacional en torno al Sistema Nacional de Información 
Estadística.

2. Garantizar la actualización y disponibilidad del marco geoestadístico 
nacional conforme a los requerimientos del Sistema Nacional de Información 

Agustín Codazzi, o de la que suministren otras entidades cuando este no la 
hubiere producido. 

3. Garantizar el cumplimiento de los aspectos técnicos, de los procesos 
de funcionamiento, difusión, utilización, aprovechamiento, procesamiento y 
mantenimiento del Sistema de Información Geoestadística. 

4. Promover el uso y aprovechamiento del Sistema de Información 
Geoestadística en el ámbito sectorial y territorial. 

5. Capacitar y dar soporte a los usuarios del Sistema de Información 
Geoestadística.

6. Liderar proyectos que requieran del manejo, administración e integración 
de información espacial y estadística. 

7. Participar en el diseño y montaje de las bases de datos espaciales y 
estadísticas.

8. Generar estándares para el manejo de la información que integrará 
el Sistema de Información Geoestadística, para facilitar la búsqueda, el 
intercambio, la interpretación y la integración de los datos. 

9. Las que reciba por delegación, aquellas inherentes a las funciones que 
desarrolle y las demás que le asigne el Subdirector o el Director del Instituto. 

Artículo 28. Dirección de Mercadeo y Ediciones. Son funciones de la 
Dirección de Mercadeo y Ediciones del Instituto las siguientes: 

1. Formular la política de mercadeo y comunicaciones de la Entidad. 
2. Elaborar y desarrollar el Plan Estratégico de Mercadeo y Comunicaciones 

del Instituto. 
3. Establecer, manejar y difundir la imagen corporativa del Instituto. 
4. Administrar y comercializar la página de Internet del Instituto. 
5. Establecer y coordinar las políticas de comercialización de los productos 

del Instituto. 

6. Elaborar en coordinación con la Dirección Técnica de Coordinación y 
Regulación del Sistema Nacional de Información Estadística, las estrategias 
necesarias para el fomento y desarrollo de la cultura estadística en el marco 
del Sistema. 

7. Preparar y controlar el programa de impresión editorial de las 
publicaciones del Instituto y las solicitadas por usuarios externos. 

8. Las que recibe por delegación, aquellas inherentes a las funciones que 
desarrolle y las demás que le asigne el Director o el Subdirector del Instituto. 

Artículo 29. Direcciones Regionales. El Instituto tendrá seis (6) Direcciones 
Regionales a saber: la Dirección Regional Central con sede en Santa Fe de 
Bogotá, la Regional Suroccidental con sede en Cali, la Dirección Regional 
Centroriental con sede en Bucaramanga, la Dirección Regional Norte con sede 
en Barranquilla, la Dirección Regional Centroccidental con sede en Manizales 
y la Dirección Regional Noroccidental, con sede en Medellín. 

económica y social que establezca la ley. 
Artículo 30. Funciones de las Direcciones Regionales. Son funciones de 

las Direcciones Regionales: 
1. Apoyar el proceso de descentralización de la actividad estadística, 

mediante el impulso a los Comités de Estadística Departamentales y 
Municipales.

dentro del marco del Sistema, a nivel territorial y proponer a la Subdirección 
del Instituto su inclusión dentro del Plan Estadístico Nacional. 

3. Coordinar y asesorar la ejecución del Plan Estadístico Nacional a 
nivel regional, realizar su seguimiento y evaluación y proponer los ajustes o 

4. Promover el desarrollo del Sistema de Información Geoestadística a 
nivel regional y realizar la actualización periódica del marco geoestadístico 

5. Realizar, directamente o a través de terceros, las actividades de 
recolección y procesamiento de las encuestas que realiza el Instituto, aplicando 
los estándares de calidad requeridos. 

6. Promover, previa aprobación de la Subdirección del Instituto, la 
elaboración de publicaciones especiales con la información producida por el 
Sistema de Información Estadística nivel regional. 

7. Promover la divulgación en las respectivas regionales de la información 
estadística y geoestadística producida por el Sistema Nacional de Información 

y apruebe la Dirección y Subdirección del Instituto. 
8. Impulsar y asesorar la creación de instancias estadísticas en las 

gobernaciones y alcaldías. 
9. Asesorar y dar capacitación a los componentes del Sistema Nacional 

de Información Estadística, que así lo requieran en la implementación y 
desarrollo del mismo. 

10. Las que reciba por delegación, aquellas inherentes a las funciones 
que desarrolle y las demás que les asigne el Director o el Subdirector del 
Instituto.

Artículo 31.  La Comisión de Personal 
y el Comité de Coordinación del Sistema de Control Interno y demás órganos 
de asesoría y coordinación que se organicen y se integren, cumplirán sus 
funciones de conformidad con las disposiciones legales y reglamentaciones.

CAPITULO IV
Disposiciones Varias

Artículo 32. De conformidad con la estructura prevista el Gobierno 
Nacional procederá a adoptar la planta de personal del Instituto. 

Artículo 33. Los servidores públicos de la Planta de Personal actual 
continuarán ejerciendo las atribuciones a ellos asignadas, hasta tanto sea 
adoptada la nueva planta de personal del Instituto.
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siguientes recursos:
– Las sumas que le sean otorgadas anualmente en la Ley de Presupuesto
– El producto de las ventas de las publicaciones que realice.
– Los aportes y erogaciones de instituciones nacionales, extranjeras o 

internacionales con las que celebre convenios.
– Las sumas que perciba por concepto de prestación de servicios a entidades 

públicas o privadas, nacionales o extranjeras.
Artículo 35. Esta ley rige a partir de su sanción y deroga todas disposiciones 

que le sean contrarias.
Camilo Sánchez Ortega,
Senador de la República.

EXPOSICION DE MOTIVOS

que contribuyan al desarrollo de sistemas estadísticos se concentra en la ca-
pacidad estadística de un país. Lo que es evidente con las renuncias sucesivas 
de los dos últimos directores del DANE, César Caballero y Ernesto Rojas, es 
que el país enfrenta una aguda crisis en el manejo de sus estadísticas, lo cual 
resulta de suma gravedad  ya que no sabemos cómo estamos ni para dónde 
vamos.

A Colombia le urge introducir cambios estructurales al Departamento Ad-
ministrativo Nacional de Estadística, y debe comenzar por una reforma cons-

Presidencia de la República para garantizar la total autonomía e independencia 
que requiere el máximo Instituto que a nivel nacional maneje las estadísticas 
y los indicadores públicos de un país. De la independencia del DANE depen-
derán las políticas de desarrollo económico, de seguridad y social de un país.  

nacional, comportamiento del PIB, comercio exterior y tantas otras emanadas 
del Departamento de Estadísticas.

El cambio que requiere el DANE es estructural, porque al continuar como 
Departamento Administrativo su presupuesto para el funcionamiento sigue 
adscrito a la Presidencia de la República y desde ese mismo momento su auto-
nomía e independencia está amenazada. Por lo mismo, se requiere un cambio 
estructural, transformando este Departamento Administrativo a Instituto Na-
cional de Estadística, como establecimiento público de orden nacional, fun-
cionalmente descentralizado con personería jurídica propia, autonomía admi-

Ejemplo de la dependencia presupuestal y la falta de autonomía del Depar-
tamento Nacional de Estadística se evidencia con la reciente congelación de 
14 mil millones de pesos al DANE por parte del Departamento Administrativo 
de Planeación Nacional, “decisión que respondería al no reporte de las bases 
de las encuestas y censos con microdatos desde julio de 2006 y a los cambios 

La República el día 11 de 
septiembre de 2007, con ocasión de la disputa presentada entre el Director del 
DANE y Planeación Nacional.

Por estos hechos atípicos, que perjudican no solo la seriedad de la infor-
mación estadística del país, sino en general todos los sectores que requieren 
información veraz y oportuna presento el proyecto de ley, cuyo objetivo es el 
fortalecimiento de las capacidades estadísticas para responder a la explosión 
de la demanda de indicadores que permitan medir los progresos realizados en 
los objetivos de desarrollo.

La economía Colombiana y aún más las soluciones que requiere el país 
de orden socio-económico exigen datos concretos que le den transparencia, 
responsabilidad y calidad a la gestión pública. Retomamos la frase de Cla-
res Shortde 1999 “Al carecer de estadísticas de buena calidad, los países no 

desarrollo. Las decisiones mal informadas ocasionan un despilfarro de recur-
sos, ya escasos, y afectan sobre todo a los pueblos pobres que son los que se 
encuentran en peores condiciones para hacer frente a su situación.

Esta misma frase encaja perfectamente con la historia estadística de nues-
tro país: No hay peor ciego que el no quiere ver, y para iniciar a darle solución 
a una crisis que cada día toma mayores dimensiones es necesario darle la 
seriedad y la ponderación que merece una entidad como el centro nacional de 
estadísticas de nuestro país y por lo mismo empezar por darle la autonomía 
presupuestal que este merece. Nada ganamos invirtiendo lo mejor en tecno-

continúa dependiendo presupuestalmente de la Presidencia de la República.
Por lo mismo, todos los países de la Unión Europea y la mayoría de nues-

tros vecinos tomaron el camino de la autonomía desde un principio para evitar 
la manipulación de las cifras por parte del ejecutivo. De hecho el DANE hizo 
su aparición en la vida jurídica, a través del Decreto 2666 del 14 de octubre 
de 1953 como entidad autónoma, en el Gobierno del General Gustavo Rojas 
Pinilla. Sin embargo, la historia institucional de este departamento involu-
cionó dejándolo como organismo vinculado a la Presidencia, en torno a su 
presupuesto, situación que puede prestarse a manipulaciones del Gobierno de 
turno en su estructura organizacional pregone la autonomía que las normas le 
otorgan.

Estos cambios normativos buscan principalmente la autonomía y transpa-
rencia del Departamento Estadístico Nacional, sin embargo esto debe ir de la 
mano con un seguimiento de las políticas, los planes, programas y proyectos 
dirigidos a reducir la pobreza. El aprovechamiento de la experiencia de países 
de la región que han aprovechado la autonomía y de expertos internacionales 
para analizar las prácticas propuestas en la generación de estadísticas indepen-
dientes. Fortalecer las capacidades de generación de estadísticas encaminadas 
a orientar las estrategias de reducción de la pobreza, entre otros.

Del lado del Gobierno, igual se requiere su cooperación para servir de 
puente con distintos órganos de cooperación internacional, usuarios y pro-
ductores de estadísticas para posibilitar el fortalecimiento de los sistemas es-
tadísticos nacionales que permitan el mejoramiento de las capacidades en la 
generación de estadísticas.

La división de estadísticas de las Naciones Unidas en la esfera de los indi-
cadores estadísticos estuvo orientada por la Resolución 2000-2007 del Con-
sejo Económico y Social sobre indicadores básicos para la aplicación y el 
seguimiento integrados y coordinados de las decisiones adoptadas en las prin-
cipales conferencias y cumbres de las Naciones Unidas en todos los niveles. 
En la resolución se abordan cuatro amplios temas: A. La necesidad de fomen-
tar la capacidad estadística; B. El examen técnico de los indicadores existentes 

limitado de dichos indicadores; C. La necesidad de indicadores llamados de 

D. La promoción de establecimiento de redes.
El DANE debe ser, como su nombre lo indica, una entidad de carácter 

social y económico del país. Después de la renuncia del exdirector del DANE 
César Caballero, se vio en entredicho la autonomía del DANE en razón de 
la censura y presiones de Presidencia.  Esto  resultó ser un hecho gravísimo, 

-

el desarrollo de la vida nacional. Hoy se pone nuevamente en evidencia la 
fragilidad de esta institución con la renuncia de su sucesor, doctor Ernesto 
Rojas, quien argumentó su renuncia diciendo:  “estrellar contra el termómetro 

Nacional, entre otros el anterior subdirector Mauricio Santamaría, quienes no 
han podido aceptar que las cifras de desempleo marcan un nivel alto, preci-
samente en un período en que el Producto Interno Bruto registra sus mejores 

No es con maquillajes estadísticos como se trata de sacar adelante un país, 
-
-

cedimiento no divulgar información relacionada con el tema de seguridad a la 
opinión pública, antes de ser conocida y analizada por el consejo de Seguridad 
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De este panorama diferentes organismos técnicos y académicos criticaron 
la pérdida de independencia del organismo que maneja las estadísticas en el 
país: el Presidente de la Asociación de Instituciones Financieras (ANIF), Ser-
gio Clavijo, aboga por un presupuesto y autonomía para el DANE, al igual 
que para la Superintendencia Financiera.

-
sen por una especie de censura previa desde Palacio.

Frente a la renuncia del ex Director del DANE César Caballero, la Casa de 
Nariño informó a los medios de comunicación lo siguiente: 

“1. Que desde el comienzo de su mandato, el Gobierno Nacional adoptó 
como procedimiento no divulgar información relacionada con el tema de se-
guridad a la opinión pública, antes de ser conocida y analizada por el Consejo 
de Seguridad que dirige el Presidente de la República y en el que participan 
el Ministro de Defensa, los comandantes de las Fuerzas Armadas, la Policía 
Nacional y el Director del DAS.

2. Que una vez recolectados los datos de la encuesta, el Gobierno consi-
deró necesario seguir el procedimiento establecido y llevar las conclusiones 
ante el Consejo de Seguridad para su conocimiento y análisis y para la toma 
de decisiones de la política que sean necesarias.

3. Que solicitó al director del DANE, respetar el procedimiento estable-
cido y abstenerse de hacer públicos los resultados hasta que los datos fueran 
conocidos y analizados por el Presidente y los demás miembros del Consejo 
de Seguridad.

4. Que ante esa solicitud el Director del DANE presentó renuncia a su car-
go, la cual fue aceptada y designado en su reemplazo el doctor Ernesto Rojas 

5. Que el Gobierno Nacional divulgará la información una vez se haya 

Este procedimiento que la misma casa de Nariño hizo pública era  prueba 
fehaciente de la censura de la información y la manipulación de los datos esta-
dísticos de carácter nacional.  Como lo vemos continúa la dependencia de esta 
entidad, que ahora está más pérdida que nunca, y tratándose del DANE las 
consecuencias trascienden a todo el funcionamiento del sistema democrático 
porque se trata del manejo de la información que se requiere sea oportuno, 
veraz y transparente.

Por lo mismo el problema de autonomía y de independencia del DANE 
no perjudica a un gobierno determinado, sino al funcionamiento general de 
un país y sus instituciones.  La crisis que presenta hoy en día esta institu-
ción es una clara demostración de la preponderancia que ha adquirido en 
este gobierno el manejo de la imagen y la manipulación de la información, 
como ejemplos citemos los siguientes sucesos acaecidos con los Directores 
salientes de la entidad quienes en los diferentes medios de comunicación 
exponen los procedimientos atípicos que ordenan desde Palacio para la pu-
blicación de encuestas.  Caballero lo explicó de la siguiente forma: “si las 
cifras eran positivas se publicarían el jueves y fueran negativas el domingo 

Por las razones anteriormente expuestas, se hace inminente darle autono-
mía e independencia al Departamento Nacional que maneja las estadísticas 
del país.

Camilo Sánchez Ortega,

Senador de la República.

SENADO DE LA REPUBLICA

Sección de Leyes

Bogotá, D. C., 18 de septiembre de 2007

Señora Presidenta:

2007 Senado, por la cual se crea el Instituto Nacional de Estadísticas, me
permito pasar a su despacho el expediente de la mencionada iniciativa que fue 

presentada en el día de hoy ante Secretaría General. La materia de que trata el 
mencionado proyecto de ley, es competencia de la Comisión Primera Consti-
tucional Permanente, de conformidad con las disposiciones reglamentarias y 
de ley.

El Secretario General,

Emilio Otero Dajud.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 17 de septiembre de 2007

De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por repartido el 
proyecto de acto legislativo de la referencia a la Comisión Primera Constitu-

publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.

La Presidenta del honorable Senado de la República.

Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Otero Dajud.
* * *

Bogotá, D. C., 7 de septiembre de 2007

Doctor

EMILIO OTERO DAJUD

Secretario General Senado de la República

Ciudad

En nuestra condición de congresistas y en uso del derecho que consagra el 
artículo 154 de la Constitución Política y 140 de la Ley 5ª de 1992, nos permi-
timos poner a consideración del honorable Congreso, el presente proyecto de 
ley por el cual se expiden normas sobre permisos de uso y tenencia de armas 
y se dictan otras disposiciones.

TEXTO

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 133 DE 2007 SENADO

por la cual se expiden normas sobre permisos de uso y tenencia de armas 
y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

CAPITULO I

Normas rectoras

Artículo 1°. Política de Estado. La presente ley responde al mandato cons-
titucional según el cual el monopolio del empleo de las armas y el uso de la 
fuerza compete de manera exclusiva al Estado.  Es de competencia única y 
exclusiva del Estado la regulación,  control de la tenencia, porte y uso de las 
armas, municiones y explosivos.

Artículo 2°.  La presente ley se aplicará en todo el 
territorio nacional a particulares y entidades del Estado cuyos funcionarios 
estén autorizados para tener o portar armas de fuego, sus componentes y ele-
mentos relacionados, municiones y explosivos, así como los insumos para la 
fabricación de los mismos.

Las armas, sus partes, componentes y elementos relacionados, municiones 
y explosivos, destinados a la Fuerza Pública para el cumplimiento de su mi-
sión constitucional y legal, así como su fabricación y comercialización, no son 
objeto de la presente ley.

Artículo 3°. Objeto. La presente ley tiene por objeto:
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Regular los procedimientos y los requisitos para que proceda, con carácter 
excepcional y bajo los supuestos de estricta necesidad, la autorización a parti-
culares para el porte y tenencia de armas de fuego, municiones, explosivos y 
otros materiales relacionados.

Regular el régimen de autorización de permisos y la utilización de armas.
Señalar las autoridades competentes para el control de la tenencia y porte 

de armas por parte de los particulares.
Ordenar la implementación de programas de desarme en todo el territorio 

número de armas en poder de los particulares.  Así mismo, adoptar programas 
educativos y de difusión dirigidos a generar una conciencia ciudadana sobre 

municiones, explosivos y otros componentes relacionados.
Artículo 4º. Permiso del Gobierno Nacional. Ningún particular podrá po-

seer ni portar armas de fuego, municiones, explosivos y materia primas, sin 
permiso de la autoridad competente. Las autorizaciones administrativas que 
para ello se expidan tendrán alcance restrictivo, y deberán responder a crite-

-
cidos en la presente ley.

Parágrafo. El Gobierno Nacional, a través del Ministerio del Interior, hará 
seguimiento permanente a los permisos expedidos en desarrollo de este artí-

no subsistan las condiciones que dieron origen a la concesión del permiso o se 
hayan producido otras causales de suspensión. 

Artículo 5º. Suspensión temporal de permisos. El Ministro del Interior y 
de la Justicia o su delegado, y el Alcalde Municipal, Alcalde Mayor, en el 
caso de Bogotá,  por motivos de orden público o cuando las circunstancias así 
lo determinen, o mediando solicitud de las autoridades territoriales, podrán 
suspender temporalmente en todo el territorio nacional o parte de él, según el 
caso, la vigencia de los permisos para el porte de armas de fuego.

Parágrafo.  Exceptúase de tal suspensión, a los miembros de la Fuerza 
Pública en servicio activo.

Artículo 6º. Responsabilidad. La autorización concedida a los particulares 
para la tenencia o porte de armas de fuego, municiones, explosivos y otros 
materiales relacionados, se expedirá bajo la responsabilidad del titular del 
permiso.  No obstante, se compromete la responsabilidad del Estado si se 
demuestra, a través de una decisión de autoridad judicial o disciplinaria, que 
la expedición del permiso se efectuó sin el cumplimiento de los requisitos 
contemplados en la presente ley y su respectiva reglamentación.

Artículo 7º. Política de desarme. Con el propósito de reducir el número de 
armas en circulación, la presente ley obliga a las autoridades departamentales 
y municipales a implantar una política de desarme que implica el desarrollo de 
programas para la recolección de armas y municiones en todo el territorio na-
cional, así como su almacenamiento y constante destrucción. La reducción de 
la disponibilidad de armas en manos de particulares implica igualmente una 
valoración más exigente de los requisitos indispensables para la concesión de 
los permisos de porte y tenencia de armas y el monitoreo sobre los mismos.

Artículo 8°. Armas para el uso de entidades estatales y servicios de vigilan-
cia y seguridad privada.

Son aquellas previstas para el uso del DAS, el CTI de la Fiscalía General 
de la Nación, el INPEC y las Empresas de vigilancia y seguridad privadas 
legalmente reconocidas. 

de la Fuerza Pública podrán ser consideradas como armas de uso de entidades 
estatales y servicios de vigilancia y seguridad privada.

podrán ser usadas por los servicios de vigilancia y seguridad privada legal-
mente reconocidos a razón de una por cada tripulante en nómina para el caso 
de escoltas y una por cada cinco integrantes de la patrulla de vigilancia en 
los casos distintos a la modalidad de escoltas. El resto deberá usar armas de 
defensa personal. Solamente en el caso de transporte de valores y en los espe-

estudios de seguridad, se podrá permitir que los servicios de vigilancia y segu-
ridad privados puedan obviar la restricción prescrita en el presente parágrafo.

Parágrafo 3°. Queda prohibido el porte o tenencia de las armas de fuego 
no contempladas en el presente artículo y no reglamentadas en esta ley.  Los 
particulares que no cumplan las disposiciones al entrar en vigencia esta ley 
deberán en un término no mayor a seis meses devolverlas al Estado, y el valor 
que resulte de su avalúo será cancelado siempre y cuando tengan permiso 
vigente.

Artículo 9°.  Son aquellas diseñadas para la de-
fensa individual a corta distancia, que pueden tener o portar de manera excep-
cional los particulares, con la autorización de la entidad competente, previo 
cumplimiento de los requisitos establecidos en la presente ley. 

a) Pistolas y revólveres de calibre menor o igual a 9.652 mm (38 pulga-
das);

b) Escopetas;
c) Carabinas calibre 22 S, 22L, 22LR, no automática.

CAPITULO III
Tenencia, porte, transporte, pérdida o destrucción de armas y municio-

nes
Artículo 10.  Se entiende por tenencia de 

armas su posesión dentro del bien inmueble registrado en el correspondiente 
permiso del arma y sus municiones, para la defensa personal. La tenencia 
solo autoriza el uso de las armas dentro del inmueble, al titular del permiso 
vigente.

Artículo 11. Porte de armas y municiones. Se entiende por porte de armas 
y municiones la acción de llevarlas consigo o a su alcance para la defensa per-
sonal con su correspondiente permiso vigente dependiendo del nivel de riesgo 
emanado del estudio de seguridad. La autoridad competente podrá autorizar el 
porte del arma por todo el territorio nacional. 

Artículo 12.  Las armas con permiso de tenencia po-

caza en sitios autorizados; igualmente, los Servicios de Vigilancia y Seguridad 
Privada llevando consigo el permiso, el arma descargada y la munición en 
diferentes embalajes.

Artículo 13. Pérdida, hurto o destrucción de armas. El titular de un per-
miso para tenencia o porte de armas, que sufra la pérdida, hurto o destrucción 
de la misma, deberá presentar en forma inmediata la denuncia e informar por 
escrito dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la ocurrencia del hecho 
a la Autoridad competente de su jurisdicción cuando suceda en zonas urbanas 
y dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la ocurrencia del hecho a la 
Autoridad Departamental o Municipal de su jurisdicción, cuando ocurra en 
área rural, anexando los siguientes documentos:

a) Copia de la denuncia en caso de pérdida o hurto;
b) Informe del hecho que ocasionó la destrucción;
c) Original del permiso del arma.
Recibido el informe, con el formulario debidamente diligenciado la Au-

toridad competente dispondrá su descargo en el Archivo Unico Nacional de 
Armas.

CAPITULO III
Permisos

Artículo 14. Permiso. Es el documento mediante el cual el Estado concede 
autorización, con base en la potestad reglada de la autoridad competente, a las 
personas naturales o jurídicas para la tenencia o porte de armas y sus muni-
ciones.

Cada una de las armas de fuego existentes en el territorio nacional en ma-
nos de los particulares, debe tener un (1) permiso para tenencia o porte, según 
el uso autorizado.
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Parágrafo. El Ministerio del Interior y de Justicia reglamentará las carac-
terísticas de los permisos, los cuales deberán contener al menos uno de los 

adaptarlos a la nueva tecnología de manera que sea factible la comprobación 
de la identidad, tanto del arma como del titular. Así mismo, implementará un 
mecanismo que permita a los diferentes organismos del Estado consultar, en 

Artículo 15.  Los permisos tienen validez en 

para armas deportivas, paras armas de colección y especiales. Para efectos de 
esta ley, se tendrán en cuenta solo los permisos para tenencia y porte de armas 
de persona natural y de persona jurídica.

Artículo 16. Permiso para tenencia. Es el documento que autoriza a su 
titular para mantener el arma en el inmueble registrado.

Sólo podrá autorizarse la expedición de un (1) permiso para tenencia por 
persona natural. Para personas jurídicas se les podrá autorizar hasta tres (3) 
permisos para tenencia, siempre y cuando se pruebe debidamente la necesidad 
de su uso, de las armas destinadas a inmuebles ubicados en el perímetro urba-
no. El permiso de tenencia tendrá una vigencia de tres (3) años. 

Artículo 17. Permiso para porte. Es el documento que autoriza a su titular 
para llevar consigo el arma cargada y dos (2) cargas de munición como repo-
sición.

Sólo podrá autorizarse la expedición hasta de un (1) permiso para porte por 
persona natural.

El permiso para el porte de armas de defensa personal se expedirá por el 
término de tres (3) años y el permiso para porte de las armas de uso restringido 
tendrá una vigencia de un (1) año. 

En cualquier momento, el Comité de Armas del Ministerio del Interior y de 
Justicia podrá suspender o revocar un permiso para el porte de armas, cuando 
quiera que las condiciones que dieron origen a la concesión original hayan 
desaparecido.

Artículo 18. Permiso especial. Es el documento que se expide para la te-
nencia o porte de armas y sus municiones, destinadas a la protección de mi-
siones diplomáticas, de funcionarios consulares o delegaciones extranjeras 
debidamente acreditados, Ministros de Estado, Generales y Almirantes de la 
República, Congresistas y Altos Dignatarios del Estado.

Cuando la concesión del permiso se haga a nombre de la misión diplomá-
tica o de funcionarios consulares, la vigencia será de cuatro (4) años. Tratán-
dose de permisos concedidos a nombre de un funcionario consular, Ministro 
de Estado, General, Almirante, Congresista o Alto Dignatario del Estado su 
vigencia será hasta por el término de su misión o función.

Parágrafo. El Comité de armas del Ministerio del Interior y de Justicia 
expedirá un permiso especial temporal, para el porte de armas y municiones 

-
cial.

Artículo 19. Los permisos para las armas de Entidades estatales y Servicios 
de Vigilancia y Seguridad Privada deberán responder a los siguientes linea-
mientos:

a) No pueden tratarse de armas de guerra o de uso privativo de la Fuerza 
Pública;

b) Su objetivo no puede ser el de la defensa de una colectividad, sino el de 

servicio;
c) No pueden ser entregadas para ser usadas en situaciones en las cuales 

por medio de las armas;
d) La entrega de armas no debe entenderse como una sustitución  de la 

función de garantizar la seguridad por parte de la Fuerza Pública
e) Los servicios de vigilancia y seguridad privada deberán someter los 

nombres de sus empleados a estudio psicológico, de seguridad y de antece-
dentes judiciales a cargo del Instituto de Medicina Legal quien tendrá la po-

testad de prohibir la vinculación cuando los estudios señalados no arrojen 

CAPITULO IV
Comité de Armas

Artículo 20.  El Comité de Armas estará integrado por:
a) El Ministro del Interior o su delegado;
b) El Procurador General de la Nación o su delegado; 
c) Alcalde Municipal o Mayor en el caso de Bogotá.
Artículo 21. Funciones. Este comité tendrá las siguientes funciones:
1. Autorizar fusiles, que puedan portar los miembros de la Fiscalía General 

de la Nación y la Guardia Penitenciaria o entidad que cumpla esta función, 

armados de carácter permanente creados o autorizados por la ley, con permiso 
para porte por diez (10) años.

2. Autorizar la tenencia o porte de armas y municiones conforme a lo pre-
visto en esta ley.

3. Decidir sobre la suspensión individual de los permisos expedidos para 
porte o tenencia, a personas naturales, jurídicas o poseedoras de inmuebles 
rurales.

4. Efectuar control y seguimiento a la ejecución de los permisos.
5. Las demás que se le asignen en cumplimiento de la presente ley y su 

reglamentación.
CAPITULO V

Competencia, requisitos, pérdida y suspensión de la vigencia de los 
permisos

Artículo 22. Competencia. Son competentes para la expedición y revalida-
ción de permisos para tenencia y porte de armas los lugares y las autoridades 
que determine el Comité de armas del Ministerio del Interior y de Justicia.

Artículo 23. Requisitos para la expedición de permisos de porte y tenen-
cia. Para el estudio de las solicitudes de permisos para porte y tenencia, deben 
acreditarse los siguientes requisitos:

1. Para personas naturales:
a) Formulario adquirido debidamente diligenciado;
b) Fotocopia de la cédula de ciudadanía;

por el Instituto de Medicina Legal; 
d) Autorización escrita para consultar antecedentes judiciales; el solicitan-

te no se podrá encontrar ni haberse encontrado incurso en procesos penales 
sobre delitos que atenten contra la vida e integridad de las personas.

autorizada por la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada donde 
conste la experiencia en el manejo de armas;

f) Para la solicitud del permiso para porte o tenencia de un arma de defensa 

para su integridad personal;
g) La Policía Nacional realizará un estudio de seguridad que determine 

el grado de peligrosidad en el que se encuentre el solicitante. Solo a aquellas 
personas que resulten con alto grado de vulnerabilidad, les será otorgado el 
permiso. El interesado deberá aportar para ello todos los elementos probato-
rios de que dispone, los cuales deberán señalar criterios de estricta necesidad, 
pertinencia y proporcionalidad;

h) Que no haya sido condenado por contravención. 
2. Para personas jurídicas:
a) Formulario adquirido y debidamente diligenciado;

c) El NIT de la persona jurídica;
d) Fotocopia de la cédula de ciudadanía del representante legal;
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e) Concepto favorable de la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad 
para los servicios sometidos a su control;

DAS del representante legal;
-

mias de Capacitación y Entrenamiento debidamente autorizadas por la Super-
intendencia de Vigilancia y Seguridad Privada;

h) Tratándose de los Servicios de Vigilancia y Seguridad Privada, los re-
presentantes legales responderán por la idoneidad, capacitación y experiencia 
del personal operativo a su cargo, en el manejo de las armas.

g) La Policía Nacional realizará un estudio de seguridad que determine 
el grado de peligrosidad en el que se encuentre el solicitante. Solo a aquellas 
personas que resulten con alto grado de vulnerabilidad, les será otorgado el 
permiso. El interesado deberá aportar para ello todos los elementos probato-
rios de que dispone, los cuales deberán señalar criterios de estricta necesidad, 
pertinencia y proporcionalidad.

Parágrafo. La Superintendencia de Vigilancia y Seguridad, determinará los 
requisitos necesarios para la expedición del concepto de que trata el literal e) 
del numeral dos (2) de este artículo.

Artículo 24. Cambio de dirección. El titular de un permiso para tenencia 
o porte de armas de fuego, deberá tramitar o informar el cambio de dirección 
ante la autoridad competente, dentro de los treinta (30) días siguientes a la 
fecha del traslado. Cuando se trate de Permiso de Tenencia deberá solicitar un 
nuevo permiso, dentro de este mismo término.

Artículo 25. Prórroga de los permisos. A la expiración del término de la 
vigencia del permiso, este podrá ser prorrogado, previo cumplimiento de los 
requisitos exigidos en esta ley para obtener el permiso por primera vez. En 
caso contrario, el arma deberá ser devuelta a la autoridad competente y el va-
lor que resulte del avalúo de la misma, le será reintegrado al titular. En caso de 
no presentar deterioro esta podrá ser reasignada en los términos de esta ley. 

Artículo 26. Revalidación. El titular de un permiso para tenencia o porte de 
armas, que desee su revalidación, deberá presentarse personalmente y cumplir 
con los siguientes requisitos:

a) Formulario adquirido debidamente diligenciado;
b) Presentar el permiso vencido;
c) Fotocopia de la cédula de ciudadanía;

Medicina Legal.
e) Presentación del arma a juicio de la Autoridad competente;
f) Copia de la consignación por concepto de multas, cuando sea el caso;
g) Pago por derechos de revalidación;
h) Autorización escrita para consultar antecedentes judiciales; el solicitan-

te no se podrá encontrar, ni haberse encontrado, incurso en procesos penales 
sobre delitos que atenten contra la vida e integridad de las personas.

autorizada por la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada donde 
conste la experiencia en el manejo de armas.

integridad personal.
k) La Policía Nacional realizará un estudio de seguridad que determine 

el grado de peligrosidad en el que se encuentre el solicitante. Solo a aquellas 
personas que resulten con alto grado de vulnerabilidad, les será otorgado el 
permiso. El interesado deberá aportar para ello todos los elementos probato-
rios de que dispone, los cuales deberán señalar criterios de estricta necesidad, 
pertinencia y proporcionalidad.

Parágrafo 1°. En caso de fuerza mayor o caso fortuito debidamente proba-
dos, la revalidación se podrá adelantar mediante poder debidamente conferi-
do. Las personas jurídicas actuarán a través de su representante legal.

Parágrafo 2°. Cuando una persona Jurídica, sea titular de más de un per-
miso de porte o tenencia, la revalidación del segundo o más permisos, incre-

mentará su valor en un 10% respecto del primer permiso. Estos recursos se 
destinarán para programas de reinserción laboral o de formas asociativas de 
trabajo, de aquellos miembros de la Fuerza Pública en situación de discapaci-

-
vo de la Institución. 

Artículo 27. Pérdida de vigencia de permisos. Los permisos perderán su 
vigencia cuando ocurra cualquiera de las siguientes circunstancias:

a) Muerte del titular;
b) Entrega del arma al Estado;
c) Disolución de la persona jurídica o cancelación de la licencia de funcio-

namiento;

e) Decomiso del arma;
f) Condena del titular a pena privativa de la libertad;
g) Consumir licores, encontrarse en estado de embriaguez, o usar sustan-

cias psicotrópicas o estupefacientes, cuando se porte o transporte armas, mu-
niciones, explosivos y sus accesorios con permiso o licencia autorizada, en 
lugar público; 

h) El que habiendo sido multado una vez, reincida en su conducta.
Parágrafo 1°. En el evento previsto en el literal a), el arma debe ser entre-

gada a la autoridad militar dentro de los treinta (30) días siguientes, quedando 
el arma en manos de la autoridad competente.

-
tivo del arma.

Parágrafo 2°. En el evento previsto en el literal f), las autoridades judiciales 
informarán oportunamente a la autoridad competente acerca de la existencia 
de la condena. Las armas deberán ser entregadas a la autoridad militar dentro 
de los treinta (30) días siguientes a la ejecutoria de la sentencia, por conducto 
de la persona que autorice el titular, quedando el arma en manos de la Fuerza 
Pública. En el evento de no cumplir la entrega dentro del término establecido 

Artículo 28. A partir de la vigencia de la presente ley, queda prohibida 
cualquier modalidad de cesión o herencia de los permisos de tenencia o porte 
de armas. 

Artículo 29. Suspensión. Previo concepto favorable del Comité de Armas 
del Ministerio del Interior, las autoridades de que trata el artículo 20 podrán 
ordenar la suspensión de los permisos de manera individual cuando, a juicio 
de las mismas, las condiciones que dieron origen a la concesión han desapa-
recido o si el titular del permiso hace uso indebido del arma debidamente 
comprobado.

Si el titular del permiso respecto del cual se dispuso la suspensión, no de-
vuelve el arma a la autoridad militar competente en un término de cinco (5) 
días contados a partir de la ejecutoria de la disposición que la ordenó, proce-
derá su decomiso, sin perjuicio de las disposiciones legales vigentes sobre la 
materia.

Artículo 30. Suspensión temporal voluntaria. El titular de un permiso po-
drá solicitar la suspensión de la vigencia del mismo, cuando no requiera hacer 
uso del arma. En este caso, las armas deberán ser depositadas temporalmente 
en la Unidad Militar más cercana a su domicilio. La Unidad Militar deberá 
emitir una constancia del tiempo en que el arma permaneció en custodia.

Parágrafo. Durante la suspensión no correrán los términos de la vigencia 
del permiso. No obstante, se le expedirá un nuevo permiso cuando el titular 

para este trámite.
Artículo 31. Extravío de permisos. Cuando por cualquier circunstancia se 

produzca el extravío del permiso, su titular deberá:
a) Formular la denuncia;
b) Informar a la autoridad militar competente dentro de los cinco (5) días 

hábiles siguientes a la ocurrencia del hecho, so pena de incurrir en las sancio-
nes establecidas en esta ley;
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c) Formulario debidamente diligenciado, anexando denuncias y demás re-
quisitos;

Una vez cumplidos los anteriores requisitos la autoridad militar competen-
te podrá expedir un duplicado, por el mismo término del permiso extraviado.

Artículo 32. Multa. El que incurra en cualquiera de las siguientes conduc-
tas será sancionado con multa equivalente a cinco salarios mínimos legales 
mensuales vigentes:

a) No solicitar la revalidación del permiso dentro de los treinta (30) días 
calendario siguiente a la pérdida de su vigencia;

b) No presentar el permiso vigente a la autoridad militar dentro de los diez 
(10) días hábiles siguientes a la fecha en que se presentó la incautación;

 c) No informar a la autoridad militar sobre la pérdida o hurto del arma, 
munición, explosivo, accesorios y materia prima;

d) Transportar armas, municiones, explosivos, accesorios y materias pri-
mas, sin cumplir con los requisitos de seguridad que para el transporte esta-
blezca el Comando General de las Fuerzas Militares;

e) Permitir, en el caso de las personas jurídicas, que las armas, municiones, 
explosivos, accesorios y materias primas, sean portados o utilizados por sus 

-
tado;

 f) Portar, transportar o poseer armas, municiones, explosivos, accesorios 
y materias primas, sin el permiso o licencia correspondiente, a pesar de haber 
sido expedido;

g) No informar a la autoridad militar que concedió el permiso para tenencia 
de armas, el cambio de domicilio, dentro de los treinta (30) días calendario 
siguientes a que este se produzca;

de las sanciones previstas en la ley;
i) Portar un arma cuyo permiso solo autorice la tenencia;
j) Entregar armas para su reparación a talleres de armería que operen sin 

permiso del Departamento de Control Comercio de Armas, Municiones y Ex-
plosivos o las entregue sin fotocopia del permiso de tenencia o porte corres-
pondiente.

Parágrafo 1°. Para el caso de los literales a) a j) del presente artículo, trans-
curridos cuarenta y cinco (45) días calendario contados a partir de la fecha de 
ejecutoria de la resolución que impone la multa, y esta no se hubiere cancela-
do, procederá el decomiso del arma, munición o explosivo. Cancelada la mul-
ta dentro del término legal, en caso de haberse incautado el arma, munición, 
explosivo, accesorio y materia prima, se ordenará su devolución.

Parágrafo 2°. El dinero producto de todas las Multas causadas y recibidas 
en las Unidades Militares, Comandos de Policía y Policías Metropolitanas, 
será trasladado al Fondo Interno de cada una de las Unidades que impuso la 
multa.

Parágrafo 3°. Del total de recursos obtenidos por concepto de multas en 
cada una de las Unidades Militares y de Policía, se destinará el 30% para pro-
gramas y planes especiales para los militares y policías que adquieran algún 
tipo de Discapacidad, por razón y causa del servicio.

CAPITULO VI
Programa de desarme

Artículo 33. Corresponde a los gobernadores y alcaldes en coordinación 
con las autoridades militares y de policía de su jurisdicción adelantar acciones 
conducentes a lograr el desarme de la población civil. Para ello deberán aten-
der los principios rectores de la presente ley. 

Artículo 34. Para los efectos del presente capítulo, se podrán utilizar los 
recursos del Fondo de Seguridad Ciudadana.

Artículo 35. La Presidencia de la República adelantará campañas pedagó-
gicas de desarme con la colaboración de Organizaciones No gubernamentales 
que traten el tema de armas, a lo largo del país. 

Artículo 36. El Gobierno Nacional por intermedio del Ministerio de Edu-
cación Nacional,  incorporará la cátedra de desarme en los colegios públicos 
del país. 

Artículo 37. El comité de que trata el artículo 20 de esta ley, vigilará la 

departamentales y municipales.  Estas, deberán presentar un informe semes-
tral detallado con los logros de las políticas de desarme en su Municipio. El 
comité a su vez, presentará al Presidente de la República un consolidado a 
nivel nacional con los resultados de estos programas. 

 Artículo 38. Destinación de armas y municiones de procedencia ilegal 
recogidas en campañas cívicas de desarme. El material recogido por las 
campañas deberá ser enviado por conducto de las unidades militares de las 
jurisdicciones al Departamento de Control, Comercio Armas, Municiones y 
Explosivos para su destrucción, de la cual se levantará un acta respectiva. La 
autoridad que realizó la campaña se encargará de los costos de la destrucción 
de las armas y municiones y destinará el material resultante a la elaboración 
de herramientas de trabajo rural o a la construcción de monumentos y obras 
alegóricas a la paz y al desarme, directamente o mediante convenios celebra-

CAPITULO VII
Disposiciones varias

Artículo 39.  Se prohíbe la rifa 
de armas y municiones. La inobservancia de esta norma, implica el decomiso 
del arma, sin perjuicio de las acciones legales a que haya lugar.

Artículo 40. Expedición de permisos. Para la expedición de los permisos 
de que trata esta ley, la autoridad competente tendrá un término de treinta (30) 
días, contados a partir de la presentación completa de los requisitos previstos 
para la expedición del permiso.

Artículo 41. Vigencia de los permisos para tenencia y porte. Los permisos 
para tenencia y porte de armas vigentes a la fecha de expedición de la presente 
ley, mantendrán su vigencia hasta la fecha de su vencimiento.

Artículo 42. Dentro de los seis (6) meses siguientes a la publicación de la 
presente ley, los Departamentos de Seguridad deberán revalidar ante la Super-
intendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, las licencias de funcionamien-
to que se encuentren vigentes, so pena de la cancelación de las mismas.

Artículo 43. Seguimiento. La Mesa Directiva del Congreso de la República 
designará una comisión de tres (3) Representantes a la Cámara y tres (3) Se-

de realizar un seguimiento a las medidas adoptadas en desarrollo de esta ley. 
Esta Comisión deberá rendir un informe semestral a la Plenaria de su respec-
tiva Corporación  y al Comité de Armas del Ministerio del Interior sobre los 
avances del proceso. 

Artículo 44. Los particulares que no cumplan las disposiciones al entrar en 
vigencia esta ley deberán en un término no mayor a seis meses, devolverlas 
al Estado y el valor, que resulte su avalúo, será cancelado siempre y cuando 
tengan permiso vigente.

Artículo 45. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su publi-
cación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

De los honorables Congresistas,
y

Simón Gaviria Muñoz, Representantes a la Cámara.
EXPOSICION DE MOTIVOS

La Constitución Política de Colombia consagra como uno de sus Principios 
Fundamentales, la protección por parte de las autoridades de la República, de 
las personas residentes en el territorio nacional, en su vida, honra, bienes, 
creencias, y demás derechos y libertades. Para la consecución de este manda-
to,  el artículo 223 de la misma, consagra el monopolio estatal sobre las armas 
que circulen en el territorio nacional, esto es, la facultad única y exclusiva del 
Gobierno  para la introducción y fabricación de armas, municiones de guerra y 
explosivos, además de la prohibición de su posesión y porte sin los respectivos 
permisos de la autoridad competente.

Es claro que, sólo el Estado puede poseer y portar armas por medio de su 
Fuerza Pública (C. P., artículo 216) y de los miembros de los organismos y 

-
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titucionales muestran que la posibilidad de que los particulares posean armas 
debe derivarse exclusivamente del permiso estatal.

Para el cumplimiento de estos principios constitucionales fundamentales, 

uso de las armas por parte de las autoridades militares y los particulares, que 
controle y limite la necesidad de uso para casos de extrema necesidad y que 
estipule directivas de desarme; directivas que respondan a la situación de vio-
lencia que vive el país y a la observancia de la realidad del porte de armas 
como  uno de los factores de oportunidad que de manera más evidente incide 
en la agudización de la violencia. 

Un estudio en Colombia demuestra que el aumento del homicidio corre 
parejo con un aumento de la utilización de armas de fuego para cometer la 
agresión (Alvaro Camacho y Alvaro Guzmán, La Violencia Urbana). Con este 
estudio se demuestra que la consecuencia social más notoria de la liberaliza-
ción de la tenencia y porte de armas de fuego, es una elevación de la probabili-
dad en el uso de las mismas, lo que se traduce en un alza en las probabilidades 
de la comisión de actos de violencia.

La eliminación de los diversos factores de violencia que se han desencade-
nado a lo largo de las últimas décadas en el país, exige el diseño de mecanis-

prioritarios del Gobierno. Uno de estos mecanismos debe ser precisamente la 
expedición de una reglamentación adecuada para la restricción de las armas 
en circulación; reglamentación que en el caso de la población civil limite su 
porte y tenencia a casos estrictamente necesarios para garantizar la seguridad 
personal.

Ante la situación actual de violencia en Colombia, es claro que el camino 
para lograr la paz es la recuperación por parte del Estado, del monopolio de 
las armas, lo que deja en evidencia la inoperatividad de las políticas públicas 

no recupere la autoridad y el monopolio de la fuerza.
La Corte Constitucional, en  Sentencia C-296 de 1995 consideró que “el 

propósito de la Constitución vigente, en materia de armas, no fue otro que el 
de fortalecer la paz y fomentar una articulación social a través de los valo-
res de la cooperación, la solidaridad y el entendimiento entre las personas. 
La entrega de armas a los particulares es aceptada dentro del ordenamiento 

acuerdo a las estadísticas existentes, es posible sostener que el porte de armas 
promueve la violencia, agrava las consecuencias de los enfrentamientos so-
ciales e introduce un factor de desigualdad en las relaciones entre particulares 
que no pocas veces es utilizado para fortalecer poderes económicos, políticos 
o sociales. Por eso los permisos para el porte de armas sólo pueden tener lugar 
en casos excepcionales. Esto es, cuando se hayan descartado todas las demás 
posibilidades de defensa legítima que el ordenamiento jurídico contempla 

Finalmente, la honorable Corte concluyó que Colombia ha tenido un ré-
gimen laxo en materia de porte de armas; argumentando que: “mientras que 
en el período 1987-1992 la tasa de homicidios fue de 77,5 por cada 100.000
habitantes, en Brasil fue de 24,6, en México de 20,6, en Nicaragua de 16,7, en 

-
ción actual de violencia colombiana es aún más preocupante, “durante el pe-

1,
ubicando a nuestro país en el cuarto lugar de la lista de países con mayores 
índices de homicidios en el mundo. De los pronunciamientos de la honorable 
Corte y de numerosos estudios que sobre la materia se han realizado, se puede 
concluir que la situación de violencia se debe en gran parte a la laxitud de las 
normas que regulan la materia.

El proyecto que presentamos a consideración del honorable Congreso de 
la República es una respuesta a la clara necesidad de establecer una normati-
vidad marco, que propenda por la paz y la seguridad nacional y que se consti-
tuya en la regulación principal que le permita al Estado mantener el control y 
monopolio de las armas en circulación. Por lo anterior, hemos trabajado en un 
proyecto que tiene como principal objetivo promover la restricción de armas 
en manos de la sociedad civil en Colombia, haciendo frente a las aun muy 

1 Fundación Gamma IDEAR. Armas de Fuego en Colombia: su impacto sobre la vida de personas y comunidades.  Marzo de 2005.

elevadas cifras de homicidios en el territorio nacional, donde el uso de armas 
de fuego ocupa un factor predominante.

los años 70, se han efectuado con armas de fuego; más aún, este porcentaje 
se ha incrementado de manera sostenida, de alrededor de 60% en los años 80 
hasta más de 85% en 2002. Para 2005, más del 15% de todas las muertes, tanto 

2.
Según el Ministerio de la Defensa Nacional “En la última década puede 

verse que el homicidio ha mostrado dos tendencias:
i) Se presenta una concentración del crimen alrededor de las grandes ciu-

dades, donde opera la delincuencia organizada, y
ii) Cada vez se encuentra un mayor número de municipios con un creci-

miento de las tasas de homicidio a lo largo del país. Esto explica por qué, aun-
que el número total de estos delitos haya disminuido, la percepción sobre una 
alta presencia del homicidio persiste, ya que hay un mayor número de regio-

3.
-

nencia de armas en los cascos municipales se busca, en el caso de la violencia 
impulsiva, impedir que situaciones que puedan terminar en homicidios por 
la tenencia de armas, no lo hagan, estas medidas tienen un alto valor social 
al prevenir que los ciudadanos no criminales terminen involucrados en he-
chos en los que ellos se convierten en homicidas en determinadas situaciones 

restringir el acceso y porte de armas por parte de los ciudadanos se disminuye 
4.

-

homicidios, cerca de un 87% del total en el año 2000, no están relacionados 
con la confrontación armada de la insurgencia contra el Estado sino que son 
manifestaciones de una violencia relacionada directamente con las organiza-

-
rancia social o el ajuste de cuentas. Una parte importante de este porcentaje 
corresponde a la difusión de tecnología criminal, entendida como:

i) El adiestramiento en prácticas homicidas, y
ii) La disminución de los mecanismos sociales de castigo y rechazo a este 

tipo de conductas criminales, debido a su uso continuado en las zonas de inci-
dencia de las estructuras delictivas organizadas.

Seguir permitiendo que la población civil se arme, sería contribuir al incre-
mento de la Crisis de Seguridad Humana por la que atraviesa nuestro país.

-
cuencia común y la organizada, ha cobrado la vida de más de 475.000 civiles 
y combatientes desde 1979—casi 17.600 por año—es decir, una crisis de se-

5.

de armas y porte y tenencia ilícita se debe concienciar a la población de la ne-
cesidad de la restricción total del porte de armas por parte de la sociedad civil, 
excluyendo por supuesto a la Fuerza Pública.

El desarme puede conllevar al primer paso para el logro de la paz y erra-
dicación de los actos violentos que día a día  toman por su cuenta la vida de 
nuestros niños y compatriotas. “La posesión de un arma de fuego implica me-
nos riesgos de accidentes para el propietario que para su entorno inmediato, 

6 Si abrimos aun más nuestra mente al análisis de las 
consecuencias que acarrea el porte y tenencia de armas en la sociedad, enten-
deríamos que esta se encuentra expuesta a una continua amenaza de violación 
al derecho a la vida.

 “las armas son consideradas armas de destrucción masiva. Quitan la vida a 
cerca de medio millón de personas cada año, producen efectos negativos sobre 

7

2  El desarme debe ser prioridad en la agenda de seguridad humana. REDEPAZ, 27-junio-2006.
3  Ministerio de Defensa Nacional,  Homicidio y Control de Armas en Colombia , Bogotá, julio de 2001
4  Ibíd. 
5  Small Arms Survey 2006, La Hidra De Colombia Las Múltiples Caras de la Violencia Armada Pág. 1.
6  El desarme debe ser prioridad en la agenda de seguridad humana. REDEPAZ, 27-junio-2006.
7  Ibíd.
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Recordemos que “en Colombia el 80 % de las muertes violentas son cau-
8.

Pérdida de vidas productivas “los hombres agrupan más del 90% de las 
muertes por armas de fuego, más de un tercio de las cuales se concentran en 
varones entre 20 y 29 años de edad. Por esta causa se ha presentado una pér-

9.
Importancia, debe atribuírsele al mercado negro de armas en el país, el cual 

10.
En nuestro país se pueden conseguir diferentes tipos de armas, con diver-

sidad de precios y localizadas en las diferentes zonas…en ocasiones se consi-
guen hasta regrabadas en las armas y papeles originales.11

En cuanto a los diferentes tipos de armas, las más demandadas son las:
• 38 largo, por un valor de $400.000(cuatrocientos mil pesos colombia-

nos).
• 7.65, por un valor de $700.000(setecientos mil pesos colombianos).
• 9mm, por un valor de $900.000(novecientos mil pesos colombianos).
• Miniuzi o Miniingrans, las cuales superan los 2.000.000(dos millones de 

pesos colombianos).
El origen de las armas también es variado y a solicitud del demandante. 

mejor tecnología. Las de países Centroamericanos como, El Salvador, Hondu-
ras o Nicaragua, que son en su mayoría residuos armamentistas de las guerras 
civiles vividas en esos países en la década de los 8012.

Igualmente en el mercado negro la población también puede tener acceso 
a armas de uso privativo de la Fuerza Pública, como es el caso de los fusiles 
Galil 5.56.

Estadísticas para el año 2005:
“Cada año se producen mas de 8`000.000 de armas en el mundo y entre 10

13.
“En el 2005 17.700 personas murieron violentamente en Colombia; 900 

-
tado de los enfrentamientos que Bandas Criminales, Narcos y en ocasiones, 
las propias guerrillas protagonizan en las calles de las ciudades colombianas. 

14.
“La mayor parte de las armas que circulan son ilegales y no están registra-

das. El número de armas en manos de los particulares, legal e ilegalmente (sin 
contar las de las fuerza  de seguridad del Estado) está entre 2,3 millones y 3,9 
millones, lo que da una tasa de posesión de armas entre 5,05 y 8,42 por cada 

15.
“Uno de cada diez colombianos muere por arma de fuego, 93% son hom-

16.
17.

18.
19.

-
do ocurren en áreas rurales aisladas y de muy baja densidad poblacional, las 

20.
“la fácil disponibilidad de armas pequeñas en Colombia ha hecho una con-

tribución importante al desencadenamiento, dimensiones y mortalidad, tanto 
21.

8  Ibíd.
9  Ibíd.
10

al 24 de junio de 2006. Pág. 7-A. Judicial.
11  Ibíd.
12  Ibíd.
13

al 24 de junio de 2006. Pág. 7-A. Judicial.
14
15  Ibíd.
16

17  Ibíd.
18  Ibíd.
19  Ibíd.
20 Ibíd.
21 Ibíd.

“Las ciudades colombianas de Bogotá, Medellín y Cali han mostrado re-
ducciones drásticas en las tasas de homicidio en los últimos años, y el control 

22.
“En Colombia hubo 17.000 muertes por armas de fuego en el 2005, de las 

23.
“1.417 personas murieron en promedio mensualmente, 45 eran menores de 

24.
25.

26.
27.

28.
“Anualmente muere una cantidad de población similar a la que habita un 

29.
Según Medicina Legal en el 2005:
“El Valle del Cauca presentó 3.294 muertes, Bogotá 1.671 casos y Antioquia 

30.
“Aunque no se conoce con exactitud el número de armas cortas y ligeras 
circulantes en Colombia, según el periódico El Tiempo: Legalmente se han 

31

“400.000 armas permanecen con permiso de porte o tenencia, es decir, 0.01%
32.

33

“24.000 armas fueron decomisadas por la Policía Metropolitana en el 2005 
en Bogotá. En los dos primeros meses del año 2006, en Bogotá fueron 
decomisadas 3.261 armas, de las cuales 429 no tenían salvoconducto, es 

34.
“Se calcula que en Colombia hay cerca de 3 millones de armas en manos 

35.
Todos estos datos dejan al descubierto la gravedad del porte de armas in-

discriminado que se está presentando en nuestro país, razón por la cual com-
partimos las palabras sabias que emitió el Portavoz del Gobierno de la Ciu-
dad de Pereira, Julio César Gómez, al expresar “Los ciudadanos en el mundo 
y Colombia han desarrollado el paradigma de que las armas son SEGURI-
DAD…Lo  que queremos es llamar la atención a la opinión pública respecto a 

36.
Añadimos a esto que “Colombia ha sido caracterizada por ser uno de los 

37.
Por lo anterior, nos permitimos someter a consideración del Honorable 

Congreso de la República el siguiente articulado: 
De los honorables Congresistas,

y
Simón Gaviria Muñoz, Representantes a la Cámara.

SENADO DE LA REPUBLICA
Secretaría General (art. 139 y ss Ley 5ª de 1992)

El día  18 del mes de septiembre del año 2007 se radicó en la Plenaria del 
Senado el Proyecto de ley número 133 Senado, con todos y cada uno de los 
requisitos constitucionales y legales, por el honorable Representante Guiller-
mo Rivera y otros.

El Secretario,
Emilio Otero Dajud.

22 Ibíd.
23 -

ción en Colombia. REDEPAZ.
24 Ibíd.
25 Ibíd.
26 Ibíd.
27 Ibíd.
28 Ibíd.
29 Ibíd.
30 Ibíd.
31 Ibíd.
32 Ibíd.
33 Ibíd.
34 Ibíd.
35 Ibíd.
36
37



GACETA DEL CONGRESO  460 Jueves 20 de septiembre de 2007 Página 19

SENADO DE LA REPUBLICA
Sección de Leyes

Bogotá, D. C., 18 de septiembre de 2007
Señora Presidenta:

2007 Senado,  por la cual se expiden normas sobre permisos de uso y tenencia 
de armas y se dictan otras disposiciones, me permito pasar a su despacho el 
expediente de la mencionada iniciativa que fue presentada en el día de hoy 
ante Secretaría General. La materia de que trata el mencionado proyecto de 
ley, es competencia de la Comisión Segunda Constitucional Permanente, de 
conformidad con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., 18 de septiembre de 2007
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por repartido 

el proyecto de acto legislativo de la referencia a la Comisión Segunda Cons-

sea publicado en la Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
La Presidenta del honorable Senado de la República.

Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Otero Dajud.
* * *

PROYECTO DE LEY NUMERO 134 DE 2007 SENADO
por medio de la cual se derogan algunos artículos de la Ley 789 de  

2002.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Derógase el artículo 25 con sus numerales 1 y 2, el artículo 
26 y sus numerales 1, 2 y 3 y el parágrafo 1° y el artículo 27, del Capítulo VI 

por la cual se dictan normas para apoyar el empleo y ampliar la protección 

Todo lo anterior basado en el parágrafo único del artículo 46 de la ley antes 
mencionada.

Artículo 2º.  Adiciónese el artículo 6º de la Ley 789 de 2002 con los si-
guientes parágrafos:

Parágrafo 4º. Sin perjuicio de lo dispuesto en el parágrafo anterior, los 
sobrantes que resulten semestralmente de los recursos contemplados en los 
artículos 7º y 12 de la presente ley, para microcrédito y capacitación para in-
serción laboral, no asignados durante el respectivo semestre, se destinarán ini-
cialmente, mediante resolución de la Superintendencia de Subsidio Familiar, 
al pago conjunto de subsidios de desempleo pendientes de pago en las Cajas 
de Compensación Familiar de todo el país en el mismo período, sin discrimi-
nación entre los desempleados con o sin vinculación anterior a una Caja, en 
estricto orden de presentación de las solicitudes de acuerdo con los listados 
que remitan las Cajas a dicha Superintendencia.

Parágrafo 5º.  Se entenderán como desempleados con vinculación anterior 
a las Cajas de Compensación, aquellas personas que hayan estado vinculadas 
a estas cajas bajo alguna de las diferentes modalidades legales, estatutarias 
o reglamentarias vigentes, por lo menos un año, contado desde los últimos 
cinco años anteriores a la vigencia de la Ley 789 de 2002, hasta la fecha de la 
solicitud.

Artículo 3º. Adiciónese el artículo 7º de la Ley 789 de 2002, con el siguien-
te parágrafo:

podrá ser utilizado en créditos con tasas de interés que no supere el DTF + 2 

puntos.  Tanto los rendimientos del fondo como los saldos de cartera no re-
cuperables afectarán positiva o negativamente, según el caso, los recursos del 

distinción entre micro, pequeña y mediana empresa, no solo las empresas ya 
constituidas o creen por primera vez y presenten un plan de negocios viable, 
caso en el cual para el otorgamiento del crédito no serán exigibles las condi-
ciones  señaladas en los literales a) y b) del presente artículo.

Para efectos de que el empresario pueda acreditar los trabajadores adicio-

Jefes Cabeza de Hogar Desempleados, lo cual podrá demostrarse mediante 
declaración juramentada.

Artículo 4º. Adiciónese el siguiente parágrafo al artículo 10 de la Ley 789 
de 2002.

Parágrafo. Los programas de capacitación para inserción laboral mencio-
nados en el presente artículo podrán ser ofrecidos por las Cajas, de acuerdo 

-
tuales tengan la condición de desempleados, Jefes de Cabeza de Hogar.

Artículo 5º. La presente ley rige a partir de su promulgación y se deroga 
todas las disposiciones que le sean contrarias.

Luis Fernando Duque García,
Senador de la República.

EXPOSICION DE MOTIVOS
Por iniciativa de este Gobierno en el año 2002,  presenta a consideración 

del honorable Congreso de la República, al proyecto de ley, por la cual se 
dictan normas para promover empleabilidad y desarrollar la protección so-
cial. En la exposición de motivos se consignó lo siguiente “ Crear 160.000
empleos por año (640.000 en cuatro años) es el resultado que el país obtendría 
en caso de aprobar el presente proyecto de ley.  Esta cifra sería la consecuencia 
directa de la ampliación, solo en el sector formal, de las medidas previstas en 
el proyecto.  La importancia de esta cifra es demostrada en algunos estudios 
adelantados por el Departamento Nacional de Planeación, en los cuales se 

fortalecimiento del Estado Social de Derecho mediante medidas trascenden-
tales aunque no de choque que den impulso al mercado laboral y contribuyan 

la economía colombiana.  Urge dinamizar la vida laboral en aspectos que hoy 
la legislación no facilita y que dentro de márgenes razonables e inspirados en 
la posibilidad de recuperar espacios para el empleo digno, hagan un poco más 
atractiva la posibilidad de generarle e iniciar el camino restaurador de la eco-
nomía, desde la oportunidad básica de tener acceso al trabajo en condiciones 
dignas y justas...

Transcurridos casi tres años de la aprobación de la Ley 789 de 2002, por la 
cual se dictan normas para apoyar el empleo y ampliar la protección social 

, se hace 

por el Gobierno se lograron o si por el contrario la implementación de la mis-
ma profundizó los desequilibrios de las relaciones laborales entre patronos y 
trabajadores y ha contribuido a la deslaboralización del país y al incremento 
de la pobreza.

Particularmente, en materia de empleo se vislumbran cuatro programas 
dentro del plan de desarrollo que son los que aparecen en el proyecto de ley 
que dio origen a la Ley 789 de 2002.  Tales programas son la reforma a la 
empleabilidad que buscan eliminar los recargos laborales, el apoyo directo 
al empleo, que busca establecer excepciones a los empleadores que generan 
empleo, el sistema de protección al cesante que se desarrolla estableciendo un 
subsidio al desempleo y el fortalecimiento de la capacitación.

Uno de los principales propósitos de la Ley 789 de 2002 es la denominada 
-

bajo a favor del capital.
-

ción son ventajosas para el capital, reduce el riesgo de los empresarios, au-
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menta los márgenes de ganancia y de maniobra para adaptarse a las condicio-

Paralelo a este fenómeno, la clase trabajadora se ve ampliamente perjudi-
cada por esta reforma, fundamentalmente porque la mayoría de los hogares 
colombianos dependen de un salario mínimo y máximo hasta tres salarios 
mínimos mensuales vigentes.  Estos ingresos satisfacen las necesidades mí-
nimas de una familia, sumado a esto, tales medidas inducen al aumento de la 
participación laboral de las mujeres e interrumpen la escolaridad en el caso 

sectores, en el caso de las mujeres, la tasa de desempleo llegaba a 20,4% en 
2001 y la ocupación a 39.8%.

A nivel macro, “el deterioro de los salarios y la inestabilidad laboral ero-
sionan los rendimientos de la educación y disminuyen la posibilidad y los 

-
joren su propia capacitación; los efectos adversos a largo plazo son evidentes, 

trabajadores.
La característica del actual modelo económico es asegurar el  precio del 

capital deteriorando el precio del trabajo y aumentar la brecha de ingresos 
entre las clases más pudientes y los más pobres.

Dentro de las estrategias planteadas en la reforma se encontraban:
1. Facilitar cualquier tipo de contratación bajo las nuevas modalidades.
2. Generar un mayor acceso de la oferta laboral al mercado.
3. Dar énfasis en la protección social.
Era necesario establecer diversas acciones para desarrollar las medidas an-

teriores, tales como extender la jornada diurna entre las 6:00 a. m. y las 10:00
p. m., transformar las tablas de indemnizaciones por despido injusto y por 
mora en el pago de salarios y prestaciones, subvencionar a los empleadores 

disminuir la remuneración del recargo por trabajar domingos y festivos.  Ade-
más de ello, y con el objetivo de mejorar la calidad de vida propone extender 
los subsidios de las cajas de compensación familiar en materia de vivienda.   
Finalmente se crea un mecanismo de subsidio al desempleo, entregado en 
efectivo o en capacitación.

Los recursos generados para el sistema de protección frente al desempleo 
-

Familiar y Sena.
Por otra parte, la reducción de la remuneración por el trabajo de dominica-

les y festivos y la pérdida del recargo nocturno entre las 6:00 p. m. y las 10:00
p. m. (ampliación de la jornada nocturna) han tenido impacto negativo sobre 
los salarios de los trabajadores, generando impactos directos sobre el ingreso 
disponible, el consumo y el crecimiento económico.   En términos de mercado 
laboral, lo anterior se traduce en un incremento del desempleo cíclico por el 
pobre comportamiento de la economía.

El impacto de la reforma sobre los ingresos y el consumo de las familias 

74% se destinaron a los bienes básicos del gasto, por lo tanto se observa que la 

recreación y transporte.

artículos 6°, 7° y 12 de la Ley 789 de 2002, dadas las necesidades sociales del 
país y la urgencia de utilizar al máximo los recursos disponibles para la aten-

de los recursos destinados por las Cajas de Compensación a los programas 
de Subsidio al Desempleo, capacitación para reinserción laboral  y micro-
crédito, teniendo en cuenta que a la fecha se tienen más de 80.000 subsidios 
al desempleo pendientes de pago ya que el crecimiento del programa ha sido 
tan exitoso que ha desbordado los recursos disponibles.  Desde su creación se 
han logrado entregar más de 200.000 subsidios.  Los subsidios pendientes a la 
fecha podrían ser atendidos con los recursos no aplicados de los fondos de Mi-
crocrédito y Capacitación para Inserción Laboral, del Fondo para el apoyo al 
empleo y protección al desempleo – FONEDE;  y en caso de resultar sobrantes 

después de este proceso, sí trasladarlos al fondo obligatorio para el Subsidio 
Familiar de Vivienda de Interés Social de las Cajas, FOVIS, de conformidad 
con el parágrafo 3º del artículo 6º de la Ley 789 de 2002, creado por la Ley 
920 de 2004.

El estudio de este proyecto se fundamenta en las recomendaciones dadas 
por la Contraloría General de la República frente a la citada ley, de igual 
manera se estudió el informe del Observatorio de Mercadeo de Trabajo y la 
Seguridad Social, Departamento de Seguridad Social y Mercadeo de Trabajo,  
“Mitos y Realidades de la Reforma Laboral Colombiana la Ley 789 dos años 

la Ley 789 de 2002.
En virtud a las anteriores consideraciones, presento ante el honorable Se-

herramienta legal en pro de los derechos de las personas que de alguna manera 

789 de 2002.
Luis Fernando Duque García,

Senador de la República.
SENADO DE LA REPUBLICA

Secretaría General (art. 139 y ss Ley 5ª de 1992)
El día  18 del mes de septiembre del año 2007 se radicó en la Plenaria del  

Senado el Proyecto de ley número 134 Senado, con todos y cada uno de los 
requisitos constitucionales y legales, por el honorable Senador Luis Fernando 
Duque.

El Secretario,
Emilio Otero Dajud.

SENADO DE LA REPUBLICA
Sección de Leyes

Bogotá, D. C., 18 de septiembre de 2007
Señora Presidenta:

2007 Senado, por medio de la cual se derogan algunos artículos de la Ley 789 
de  2002, me permito pasar a su despacho el expediente de la mencionada ini-
ciativa que fue presentada en el día de hoy ante Secretaría General. La materia 
de que trata el mencionado proyecto de ley, es competencia de la Comisión 
Séptima Constitucional Permanente, de conformidad con las disposiciones re-
glamentarias y de ley.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., 18 de septiembre de 2007
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por repartido el 

proyecto de acto legislativo de la referencia a la Comisión Séptima Constitu-

publicado en la Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
La Presidenta del honorable Senado de la República.

Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Otero Dajud.
* * *

PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO
DE LEY NUMERO 23 DE 2007 SENADO 

por medio de la cual se declara como patrimonio cultural de la Nación

del Cauca y se dictan otras disposiciones.
Honorable Senador
CARLOS EMIRO BARRIGA
Presidente
Comisión Segunda del Senado
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Ref.: Ponencia primer debate
En cumplimiento de la honrosa designación que se me hace como ponente 

en el presente Proyecto de ley por medio de la cual se declara como patrimo-

el departamento del Valle del Cauca, y se dictan otras disposiciones, rindo 
ponencia para primer debate en los términos que siguen:

I. Introducción
Esta iniciativa, cuya autora es la Senadora Dilian Francisca Toro, propende 

a grandes rasgos por la declaración como patrimonio cultural de la Nación a 
la Feria de Cali y a la Feria Taurina de Cali, así como la declaración del mu-
nicipio de Santiago de Cali y sus habitantes como gestores y promotores de la 
gestión taurina, reconociendo todas sus expresiones culturales, artísticas. 

En mi calidad de ponente presento el análisis del proyecto en cuestión bajo 
el siguiente esquema:

• Análisis general.
• Consideraciones sobre la Feria de Cali y la Feria Taurina de Cali.
• Análisis del articulado / Fundamentos jurídicos.
• Proposición.

II. Análisis general
El Estado, a través de su mandato de promover, proteger, fomentar, respe-

tar y garantizar la diversidad cultural y el patrimonio cultural del país, realiza 
gestiones de desarrollo a través de mecanismos de promoción cultural, por 
medio de los cuales algunos bienes (Materiales e Inmateriales) pueden ser 
declarados patrimonio artístico y cultural de la Nación.

El desarrollo de esta política cultural se ejerce a través del Ministerio de 
Cultura como la instancia mediadora entre Estado, entes territoriales y so-
ciedad civil, para formular, coordinar y ejecutar la política del Estado, con 
relación a los derechos y deberes culturales de la población.

El Ministerio de Cultura, con base en el título tercero de la Ley General de 
Cultura, establece el fomento y los estímulos a la creación, a la investigación 
y a la actividad artística y cultural. Esta ley tiene como objetivo principal, la 
participación del Estado Colombiano en la mejora de la infraestructura cultu-
ral, razón por la cual la autora del proyecto pone a consideración de la Comi-
sión II a la Feria de Cali y a la Feria Taurina de Cali como actividad digna de 
exaltación por medio de la declaratoria como patrimonio cultural de nuestra 
Nación.

III. Consideraciones sobre la Feria de Cali y la Feria Taurina de Cali
Las siguientes consideraciones son tomadas de la exposición de motivos 

presentada por la autora del proyecto, y se complementa con el concepto del 
Gerente de la Feria de Cali entre otras fuentes.

El Departamento del Valle del Cauca ha promovido y conservado, a través 
de su Feria de Cali, sin duda alguna uno de los patrimonios culturales más 
importantes del país, con 50 años de celebración ininterrumpida; esta feria 
convoca diversas manifestaciones artísticas del occidente colombiano y de 
América como se verá a continuación:

Orígenes:
Los orígenes de la feria de Cali nos remontan al año de 1957 por parte de la 

Corporación Cortuvalle, bajo el mandato del entonces Gobernador del Valle, 
Absalón Fernández de Soto y el Alcalde de Cali, Carlos Garcés Córdoba, 
quienes a través de sus impulsos darían nacimiento a una de las principales 
ferias de Colombia y del continente. 

40 días, del 6 de diciembre de 1957 al 13 de enero de 1958, como un festival 
popular que recogió y permitió exponer local, nacional e internacionalmente 
arraigadas tradiciones culturales y artísticas, en las que principalmente se des-
taca el baile e interpretación de la salsa, como ritmo que se empezó a desarro-
llar en los años 30 y que, con el paso del tiempo, conllevó a que Santiago de 
Cali, Capital del Valle del Cauca, se convirtiera en una ciudad emblemática 
para la salsa, con profundo arraigo en propios y extraños que acudían a esta 
Ciudad-Región.

tiempo en que se inauguró la Plaza de Toros de Cali, donde se convocó a la 

temporada inaugural 1957-1958 con un cartel que anunciaba: “con el superior 
permiso de la autoridad y si el tiempo no lo impide se celebrarán cinco co-
rridas de todo en los días 28 y 29 de diciembre de 1957 y 1, 5 y 6 de enero de 
1958 a las 3:30 p. m.”, consolidándose una tradición de igual o mayor arraigo 
que similares de otras ciudades de nuestro País, que ha permitido reconocer 
nacional e internacionalmente, no solo a la Feria de Cali sino también a la 
Feria Taurina.

Actualidad:
La Feria de Cali está compuesta por una serie de eventos, actualmente 

suman casi 50, algunos de ellos integrados y desarrollados en un mismo es-
pacio, pero que en su totalidad se encuentran orientados a conservar, prote-
ger y difundir la tradición cultural de Cali, que en forma inmaterial y viva 
se expone en todo el año, acentuándose esta tradición entre el 25 y el 30 de 
diciembre, cuando se registran las vivencias en artes pictóricas, fotografías, 

teatro o escénicas, que se reviven con las actividades como las desarrolladas 
por Barrio Ballet, la Sinfónica del Valle, Escuelas y Academias de Salsa, el In-
tercolegiado de Salsa, los Encuentros de Salsa y Cultura, y cada ocho días en 
diferentes comunas de Cali, a través de las audiciones de salsa en las esquinas 
de los barrios de Cali, vinculando a la juventud caleña.

Es de reconocer que la Ciudad de Santiago de Cali se destaca como la 
CAPITAL MUNDIAL DE LA SALSA, apelativo que nació en los años 80; 

-
beños que se empieza a desarrollar en los años 30, conservándose como una 
tradición durante más de 70 años.

Cali en su feria se presenta como el escenario propicio para rendir tributo 
a la tradición melómana y salsera de la ciudad, siendo los diversos eventos 
feriales como la Calle de la Feria, la Feria Comunera y Rural, el Concurso 
Nacional de Bailarines de Salsa, el Distrito de la Rumba, el Encuentro de Me-
lómanos, Salsotecas y Coleccionistas, el Superconcierto y el Concierto de Jó-
venes, que se convirtieron en semilleros de esta cultura popular, los espacios 
donde se expresa y expone esta tradición cultural de la capital Vallecaucana.

A manera de ilustración exponemos los componentes feriales, donde clara-
mente se observa una variedad de eventos de todo orden:

EVENTO FECHA LUGAR CARACTERISTICAS DEL ESPEC-
TACULO ASISTENCIA

Tascas Dic. 1° al 31.

Hora: de 
10:00 a. m. a 
2:00 a. m.

Parque del 
Amor

Av. 6 y Av. 4 
entre

64 y 70 
- acceso 
gratuito.

7 ambientes, una tarima central 
con orquestas, 10 kioscos de 
comida internacional y muestra 
empresarial. Reúne sectores 
exclusivos de la sociedad en 
torno a la gastronomía interna-
cional, con atractivos artísticos 
y culturales.

150 mil personas

Chiquiferia Dic. 15 al 30 
de 10:00 a. m. 
a 11:00 p. m.

Calle 9 con 
39

Patinódromo

Concursos y juegos mecánicos. 
Convoca a los niños de todas 
las edades, al disfrute de juegos 
mecánicos, actividades recrea-
tivas, orientadas por profesio-
nales.

100 mil personas

Cabalgata Dic. 25 de 
1:00 p. m. a 
7:00 p. m.

Centroem-
presa, Cl. 
52. Av. 3n, 
Av. estación, 
Av. 6n

Espectáculo
que se puede 
observar en 
forma gra-
tuita.

de academias, escuelas de equi-
tación, carabineros y partici-
pantes en general. Es el evento 
más tradicional que reúne gente 
de todas las edades y estratos 
socioeconómicos.

1.000.000 de per-
sonas

Inauguración

 de la Feria

Dic. 25

7:00 p. m. 
-1:00 a. m.

CAM

Espectáculo
gratuito.

Acto de apertura de feria, con 
orquestas nacionales e interna-
cionales y bailarines de salsa, 

-

la música, cultura y turismo.

30 mil personas

Reinado se-
ñorita

 Cali

Dic. 25 al 30

7:00 p. m. a 
12:00 p. m.

Teatro Mu-
nicipal de 
Cali o en 
el sitio que 
establezca la 
organización 
– gratuito.

Presentación artística y con-
curso de belleza. Se muestra la 
belleza de las mujeres caleñas 
con la participación de todos 
los estratos socioeconómicos.

10 mil personas
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Encuentro de 
melómanos y 

Coleccionistas

Dic. 26 al 30

4:00 p. m. a 
1:00 a. m.

Parque de 
la Música 
- espectáculo 
gratuito.

Presentación artística en mo-
dalidad de salsa, con sonido 
central y exposición de música 
de colección y artículos, foto-
grafías, videos, etc., relaciona-
dos con la historia de la salsa. 
Evento en el que interviene 
toda clase de público y expertos 
en el tema de la salsa.

80 mil personas

Feria comunera 
y rural

Dic. 26, 28 
y 30 

8:00 p. m. a 
12:00 p. m.

En todas las 
comunas y 
corregimien-
tos de Cali- 
gratuito.

Presentación de orquestas y 
grupos de bailarines de salsa. 
Evento con el cual se llega a 
todos los sectores populares de 
la ciudad, con exposición de la 
tradición de la salsa.

24 mil personas

Concurso Na-
cional

de Bailarines

Dic. 26, 27 
y 29

4:00 p. m. a 
2:00 a. m.

Parque de 
las Banderas 
o en sitios 
abiertos o 
cerrados que 
determine
la organi-
zación, con 
ingreso libre 
al público 
en general 
– gratuito. 

Se escogen los mejores solistas, 
parejas y grupos expertos en el 
baile de la salsa y sus compo-
nentes.

20 mil personas

Festival de imi-
tadores y buen 
humor

(maratón de 
émulos)

Dic. 28

4:00 p. m. a 
2:00 a. m.

Parque de 
las Banderas 
o en sitios 
abiertos o 
cerrados que 
determine
la organi-
zación, con 
ingreso libre 
al público 
en general 
– gratuito. 

Convoca a los mejores intér-
pretes de la música popular y 
humoristas de toda la región

10 mil personas

Concurso de 
Tango

Dic. 27 Parque de 
las Banderas 
o en sitios 
abiertos o 
cerrados que 
determine
la orga-
nización.
Espectáculo
gratuito

Evento popular dirigido al 
público espectador y a las 
personas que gustan del baile 
del tango

10 mil personas

Cantinazo Dic. 30

4:00 p. m. a 
2:00 a. m.

Parque de 
las Banderas 
o en sitios 
abiertos o 
cerrados que 
determine
la organi-
zación, con 
ingreso libre 
al público 
en general 
– gratuito.

Convoca al público en general 
que gusta de la música guas-
carrilera.

10 mil personas 

Ciudadela de la 
Feria

Dic. 26 al 30

3:00 p. m. a 
2:00 a. m.

Antiguas
instalaciones
de Licores 
del Valle.

Con tarima 
central y 
diversos
ambientes o 
pabellones.
Acceso
gratuito.

En todas las modalidades musi-
cales, es un espacio que integra 
diversos espacios relacionados 
con la salsa:

Pabellones de

- Crossover

- Vallenatos

- Salsa - tropical

- Años 60

- Reggaetón

- Viejo TK

20 mil personas

Superconcierto

(como concierto 
único del 27 de 
diciembre o en 
conjunto con 
el concierto de 
jóvenes del 29 
de dic.) 

Dic. 27

7:00 p. m. a 
3:00 a. m.

Estadio
Pascual
Guerrero

Presentación de los grandes 
exponentes de la salsa y todos 
los géneros musicales.

45 mil personas

Calle de la 
cerveza

Dic. 27 al 30

7:00 p. m. a 
1:00 a. m.

Cl. 25 Cras. 
3 y 5

Tres ambientes con ambientes 
que congregan artistas de salsa 
y vallenato. Participación del 
público, que gusta de la música 
y la cerveza.

20 mil personas

clásicos
Dic. 28

1:00 p. m. a 
5:00 p. m.

Recorrido
por las calles 
de Cali 
- espectáculo 
gratuito

modelos desde 1901, en todas 
las marcas y colores de autos 
clásicos y antiguos

800 mil personas

carnaval de Cali 

y colonias

Dic. 28

2:00 p. m. 

Recorrido en 
las vías de 
Cali:

Av. 3n -con 
52- Monu-
mento de la 
Solidaridad.

Espectáculo

Gratuito

3 mil 500 artistas de Cali en 
escena, exponen manifestacio-
nes artísticas de arraigo en Cali; 
y más de 300 silleteros y repre-
sentación de la cultura paisa

1.000.000 de per-
sonas

Día del Pací-

negras

Dic. 29

10:00 a. m. a 
12:00 p. m.

CAM

Espectáculo
gratuito

Reúne las comunidades 
afrodescendintes, como una 
alternativa de exposición de su 
gastronomía y artesanía propia 
de sus comunidades.

20 mil personas

La FERIA DE CALI, además de pertenecer a una tradición popular y ar-

que manda nuestra Constitución Política de 1991, como son el servir a la co-
munidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los 
principios, derechos y deberes ciudadanos.

Se sirve a la comunidad al brindar espacios que satisfacen las necesida-
des colectivas de sano esparcimiento y diversión pública, dentro de un marco 

resultan fortalecidos con las campañas que se adelantan a través de los espec-
táculos feriales.

También se constituye en un espacio en el que se promueve y fomenta el 
acceso a las manifestaciones culturales de nuestra Ciudad y de la Región Va-
llecaucana, en igualdad de oportunidades para todos los sectores sociales.

Es importante poner en consideración de los Senadores de la Comisión que 
esta Feria imprime una reactivación económica de las pequeñas, medianas y 
grandes empresas, el comercio y la industria hotelera, convirtiéndose en un 
espacio generador de más de 4.000 empleos directos y 10.000 empleos indi-
rectos, sin considerar los que por su parte genera la Feria Taurina.

Feria de Cali, para ofrecer una mirada rápida de la importancia que este evento 
representa.

48ª FERIA DE CALI EN CIFRAS
ACTIVIDAD INDICADOR

EVENTOS PROGRAMADOS EN LA FERIA 45
OCUPACION HOTELERA DIAS DE FERIA APROX. 100%
EMPLEOS DIRECTOS APROX. 8.000
EMPLEOS INDIRECTOS APROX. 40.000
ARTISTAS CALI VIEJO APROX. 3.500
ARTISTAS DESFILE DE FLORES APROX. 1.100
ORQUESTAS 150
INTEGRANTES ORQUESTAS 2.300
BAILARINES DE SALSA 1.300
BAILARINES DE TANGO Y MILONGA 30
IMITADORES (EMULOS) Y CUENTACHISTES 148

ASISTENCIA A EVENTOS APROX.
CABALGATA 1.000.000
INAUGURACION FERIA DE CALI PASEO BOLIVAR 25.000
BAILARINES DE SALSA (3 SESIONES) 25.000
SUPERCONCIERTO 15.000
DISTRITO DE LA RUMBA – CALLE DE LA CERVEZA (4 DIAS) 100.000
CONCIERTO JOVEN 12.000

300.000

EXHIBICION DE TANGO Y MILONGA 4.500
EMULOS 5.000
CUENTACHISTES 5.000
CANTINAZO 10.000
CIUDADELA DE LA FERIA - 5 DIAS 120.000
MELOMANOS Y COLECCIONISTAS (5 DIAS) 60.000
CHIQUIFERIA 8.000
TASCAS 150.000
FERIA COMUNERA Y RURAL 130.000
DIA DEL PACIFICO 15.000
FERIA DEPORTE EXTREMO Y ESPECTACULO 30.000

TOTAL ASISTENCIA 2.014.500
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Por último vale la pena aclarar que estas Ferias cuentan con aceptación y 
buena imagen entre de los caleños, expresando su opinión en diferentes en-
cuestas, resaltando la realizada por el Diario El País, sobre la aceptación del 

día 2 de enero, siendo las 5:30 de la tarde, mostró un resultado del 80% cali-

2006.
IV. Análisis del articulado / Fundamentos jurídicos
El presente proyecto de ley consta de cuatro artículos, los cuales se anali-

zarán jurídicamente a continuación: 
El artículo primero busca la declaración como patrimonio cultural de la 

Nación a la Feria de Cali y la Feria Taurina de Cali que se celebra anualmente 
del 25 al 30 de diciembre en la ciudad de Santiago de Cali, Departamento del 

-
lar, brindándoles a su vez la protección a las diferentes expresiones tradicio-

Este primer artículo, se enmarca dentro de las competencias del Congreso 
de la República, recordemos que la Constitución Política de Colombia en su 
artículo 150 establece la competencia del Congreso de la República para tra-
mitar leyes y honores, destacándose dentro de este marco constitucional el nu-
meral 15 del mencionado artículo el cual ha presentado un extenso desarrollo 
a nivel jurisprudencial para ofrecer al país mayor claridad sobre el tema1.

De igual manera la Ley 397 de 1997, en cuanto al rol que el Estado debe 
cumplir en relación con la cultura dispone en el artículo segundo que “(…)
teniendo en cuenta que el objetivo primordial de la política estatal sobre la 
materia son la preservación del Patrimonio Cultural de la Nación y el apoyo 
y el estímulo a las personas, comunidades e instituciones que desarrollen 
o promuevan las expresiones artísticas y culturales en los ámbitos locales, 
regionales y nacional”.

Se observa claramente, que el interés de la autora en el presente artículo 
es exaltar y rendir un sentido homenaje a la Feria de su Departamento, el cual 

tradicional popular, y a las expresiones reunidas en estos eventos, vemos que 
se abarcarían las dos Ferias, la de Cali y la Feria Taurina, presentando esta 
última un debate nacional respecto de la práctica de las corridas taurinas y la 
legalidad o no de esta actividad. 

Como ponente, resalto que mediante la Ley 916 de 2004, por medio de la cual 
se establece el reglamento Taurino, se decretó que “Los espectáculos taurinos 
son considerados como una expresión artística del ser humano” disposición 
que fue estudiada por la Corte Constitucional mediante la Sentencia C-367-
06 de 16 de mayo de 2006, cuya Magistrada Ponente es la doctora Clara Inés 
Vargas Hernández2, declarando exequible estas expresiones, motivo por el 

de los toros. 
El artículo segundo plantea la declaración al Municipio de Santiago de Cali, 

y sus habitantes como gestores y promotores de la gestión taurina en Colombia 
y el mundo; reconociéndole todas sus expresiones culturales, artísticas como 
parte integral de la identidad Vallecaucana.

Es prudente señalar antes de analizar este artículo, que el tema taurino es 
controversial en el país y en el mundo, encontrando grandes grupos poblacio-
nales que apoyan el tema con pasión y otros que rechazan las corridas de toros 
con la misma vehemencia. 

Esta condición hace que sea difícil vincular a toda una colectividad, a to-
dos los habitantes de un Municipio como gestores y promotores de la gestión 
taurina, ya que al generalizar se desconoce que existen grupos poblacionales 

integral de la identidad Vallecaucana, considero abarca a todos los Vallecauca-
nos, incluso los que no desean la realización de corridas de toros, por lo cual 
propongo a la Comisión II del Senado, con la aprobación previa de la autora, 

1  La sentencia C-057 de 1993, es un ejemplo representativo sobre la jurisprudencia proferida respecto a este tema. 
2   De igual manera la Corte Constitucional ha emitido diferentes sentencias respecto de este tema  como la C-1192-05, y la Sentencia 

“la tauromaquia también ha sido 
categorizada como un espectáculo, en el que las personas se regocijan de un arte y comparten momentos de diversión y esparcimiento. 

-
taciones no corresponden a actos de violencia, crueldad, salvajismo o barbarie, sino a demostraciones artísticas, y si se quiere teatrales, 

se enmarca dentro de los postulados de la Constitución.

Recordemos que “En términos constitucionales, (…), la diversidad cultu-

no totalmente coincidentes con las costumbres de la mayoría en aspectos, 

grupos humanos que por sus características culturales no se ajustan a las 

de los gustos y anhelos de ésta, tienen derecho constitucional al reconocimien-

(Preámbulo y C.P. artículo 1°), pluralismo (C.P. artículo 1°) y protección de 

a la identidad personal y al libre desarrollo de la personalidad (C.P. artículo 
16)”3.

Por tal motivo como legisladores entendemos que en Colombia se permitan 
las corridas de toros, mas no podemos hacer parte a todo el grupo poblacional 

que se desprenden de los toros. 

Debido a lo anterior propongo a la Comisión, con la aceptación previa de 
-

El tercer artículo, se constituye en una solicitud al Gobierno Nacional, a 
través del Ministerio de Cultura y demás entidades estatales relacionadas para 
la realización de acciones de divulgación, promoción, sostenimiento, conser-
vación y desarrollo de la Feria de Cali.

El último artículo, trata de la vigencia de la ley, estableciendo que esta ley 
rige a partir de su promulgación.

Como lo expresé anteriormente soy consciente que existe una diversidad 
de opiniones frente al tema taurino, y en torno a él se han generado debates 
y discusiones que suscitan en la actualidad posiciones en apariencia irrecon-
ciliables; debo aclarar que el articulado de este proyecto no compromete mi 
pensamiento sobre el tema, y por el contrario realiza una exaltación al pueblo 
caleño, a su feria y a los sentimientos que imprimen a todos los colombianos, 
es un simple reconocimiento a esta importante Feria, la cual considero digno 
de exaltar por parte del Congreso.

Considero que la declaratoria como patrimonio cultural de la Nación a es-
tos dos eventos, servirá para preservar su continuidad, y destacar la relevancia 
que esta ostenta. 

V. Proposición

En concordancia con las consideraciones expuestas solicito a esta honora-
ble corporación se dé primer debate al Proyecto de ley número 23 de 2007 
Senado, por medio de la cual se declara como patrimonio cultural de la Na-

Valle del Cauca y se dictan otras disposiciones, contenido en el Pliego de 

Texto a consideración de la honorable Comisión Segunda de Senado 

PLIEGO DE MODIFICACIONES AL PROYECTO

DE LEY NUMERO 23 DE 2007 SENADO 

por medio de la cual se declara como patrimonio cultural de la Nación a 

del Cauca y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Declárese como patrimonio cultural de la Nación a la Feria de 
Cali y la Feria Taurina de Cali, que se celebra anualmente del 25 al 30 de di-
ciembre en la ciudad de Santiago de Cali, Departamento del Valle del Cauca, 

3  Sentencia C-1192-05.
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se le brinda protección a las diferentes expresiones tradicionales y culturales 

Artículo 2°. Declárese al Municipio de Santiago de Cali, como ciudad 
gestora y promotora de la gestión taurina en Colombia y el Mundo, y reconóz-
canse las expresiones culturales y artísticas de los habitantes del Municipio de 
Santiago de Cali como parte integral de la identidad vallecaucana.

Artículo 3°. El Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Cultura y 
demás entidades estatales que creen, desarrollen e implementen proyectos de 
fomento cultural nacional e internacional, realizarán a través de los medios y 
acciones que correspondan la divulgación, promoción, sostenimiento, conser-
vación y desarrollo de la Feria de Cali, evento que tendrá lugar en el munici-
pio de Santiago de Cali.

Artículo 4°. Esta ley rige a partir de su promulgación.
De los Congresistas, 

Luis Humberto Gómez Gallo,
Senador de la República.

* * *
INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE EN SESIONES 

CONJUNTAS, AL PROYECTO DE LEY NUMERO 26 DE 2007 
SENADO, 121 DE 2007 CAMARA

por la cual se adicionan dos incisos al artículo 204 de la Ley 100 de 1993 

2003, de la iniciativa del Gobierno.
Bogotá, D. C., septiembre 18 de 2007.
Señor
PRESIDENTE
Comisiones Séptimas Constitucionales Permanentes - Conjuntas
Honorable Senado de la República
Ciudad.
Cumpliendo la honrosa designación que me fue encomendada, dentro de 

los términos asignados, para ante las Comisiones Séptimas Constitucionales 
Permanentes del honorable Senado de la República y de la honorable Cámara 
de Representantes, me permito presentar el Informe de Ponencia para Primer 
Debate al Proyecto de ley número 26 de 2007 Senado, 121 de 2007 Cáma-
ra, por la cual se adicionan dos incisos al artículo 204 de la Ley 100 de 1993 

, de 
la iniciativa del Gobierno, el cual rindo en los términos siguientes: 

I. REQUISITOS CONSTITUCIONALES DEL PROYECTO
“Artículo 157. Ningún proyecto será ley sin los requisitos siguientes:
1.

(…)
El proyecto de ley objeto de estudio, por la iniciativa del Gobierno (se-

ñor Ministro de la Protección Social y señor Ministro de Hacienda y Crédito 
Público), fue radicado ante la Secretaría General del honorable Senado de la 
República, el día 24 de julio de 2007 y publicado en la Gaceta del Congreso
número 345 de 2007.

II. MENSAJE Y TRÁMITE DE URGENCIA
Con base en el artículo 163 constitucional, reproducido por el artículo 191

de la Ley 5ª de 1992 (Reglamento Interno del Congreso), el día seis (6) de 
septiembre del 2007, el Gobierno Nacional, en cabeza del Señor Presidente de 
la República, ante las Mesas Directivas del honorable Senado de la República 
y de la honorable Cámara de Representantes, presentó “MENSAJE DE UR-
GENCIA”, solicitando en el mismo las sesiones conjuntas de las Comisiones 
competentes para dar Primer debate al citado proyecto de ley, el cual quedó 
radicado en la Cámara de Representantes bajo el número 26 de 2007 Senado, 
121 de 2007 Cámara, por la cual se adicionan dos incisos al artículo 204 de 

Ley 797 de 2003.
La Mesa Directiva del honorable Senado de la República, expidió la Re-

solución número 20 (“por la cual se autoriza sesionar conjuntamente a las 
Comisiones Séptimas Constitucionales Permanentes del Senado de la Repú-
blica y la Cámara de Representantes
Por su parte la Mesa directiva de la honorable Cámara de Representantes, 
expidió la Resolución número 1861 (“por la cual se autoriza Sesión Conjunta 
de las Comisiones Séptimas Constitucionales Permanentes de la Cámara de 
Representantes y del Senado de la República
de 2007.

III. EL IMPERATIVO DEL MENSAJE DE URGENCIA
La norma constitucional establecida en el artículo 163, reproducida en 

el artículo 191 del reglamento Interno del congreso, no precisa a partir de 
cuándo corre el término de los treinta (30) días allí señalados, para que haya 
pronunciamiento de las Comisiones Constitucionales en Sesiones Conjuntas, 
cuando opera la citada solicitud presidencial. Pudiera pensarse que los térmi-
nos cuentan a partir del día siguiente en que el Gobierno eleva el Mensaje de 
Urgencia, pero también es cierto que las Mesas Directivas de ambas Cámaras 
deben expedir actos administrativos autorizando las sesiones conjuntas de las 
Comisiones Constitucionales Permanentes encargadas de dar el primer debate 
al proyecto de ley objeto del Mensaje de Urgencia. 

Sentencia C-374/97 del trece (13) de agosto de mil novecientos noventa 
y siete (1997), con Ponencia del honorable Magistrado doctor José Gregorio 
Hernández Galindo, en la ratio decidendi de dicha sentencia se expresó:

“Proyecto de ley-Mensaje de urgencia es imperativo y perentorio.

de indudable importancia y que abre una valiosa oportunidad de colabora-

del Estado, es imperativo y perentorio; la presentación de un mensaje de 
urgencia por el Presidente de la República
facultad para resolver si atienden o no el llamado gubernamental de trami-
tar con mayor rapidez un proyecto de ley, sino que comporta una obligación 
ineludible, que deben cumplir, so pena de sanción. (Negrillas y subrayas 

Proyecto de ley-Término de mensaje de urgencia no es preclusivo
“El incumplimiento del término no puede constituir un vicio que tenga la 

virtualidad de generar la inexequibilidad de la norma, toda vez que tal plazo 

para los proyectos de ley que, por su importancia, estime el Gobierno que 
deben ser estudiados con mayor prontitud, y no en calidad de término pre-
clusivo para hacer algo que después no pudiera hacerse -aprobar o negar el 
proyecto-, pues el Congreso conserva su atribución legislativa aun después 
de vencido aquél. De tal modo que lo aprobado, así lo haya sido después de 

para hacer tránsito en la comisión o Cámara correspondiente. Pasados los 30 
días, el Congreso no pierde competencia para seguir tramitando el proyecto. 
Su incumplimiento genera responsabilidad para los congresistas que dieron 
lugar a la decisión tardía, -
dad de la norma”

IV. PLIEGO DE MODIFICACIONES
4.1. EN EL TITULO: En el encabezamiento se reemplaza el artículo “el

por el artículo “la
“Por la cual se adicionan dos incisos al artículo 204 de la Ley 100 de 1993 

4.2. LA COTIZACION EN SALUD DE LOS PENSIONADOS: Cuan-
do el Congreso de la República, mediante la expedición de la Ley 1122 de 
2007, aceptó y decidió incrementar la cotización en salud en medio punto 
porcentual, (0.5%) actuó en concordancia con la necesidad de garantizar al 
Sistema de Seguridad Social en Salud los recursos adicionales para hacer más 
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tiempo, una cobertura universal en salud. Igualmente fue justo al no trasladar 
al ingreso de los trabajadores la cotización incrementada. Sin embargo, no 
tuvo en cuenta que en el caso de las personas que reciben una mesada pensio-
nal dicho incremento sí se traslada de manera directa y automática por corres-
ponderles a ellos la carga de esta prestación en su totalidad.

Como es regular dentro de todo universo laboral existen, para el caso de los 
pensionados, un poco más de cuatrocientos cuarenta mil (440.000) colombia-
nos que soportan el sustento propio y de sus familias en una mesada pensional 
que es igual al salario mínimo legal mensual vigente (smlmv). Dicha afecta-
ción de dos mil ciento setenta, ($2.170,00), mensuales, tiene para este sector 

del valor de su mesada y las seguras 
obligaciones que con ella deben cubrir. 

Consciente de esta situación, el Gobierno Nacional ha presentado a consi-
deración del Honorable Congreso de la República, una propuesta legislativa 
para excluir de la cotización adicional a los pensionados con asignación infe-
rior o igual a un salario mínimo legal mensual vigente (smlmv). Igualmente, 
manteniendo el espíritu de la reforma se preocupó por realizar los cálculos 

-
damento en dichos cálculos, propone un tabla de cotización que se incrementa 
gradualmente de acuerdo a la escala de salarios mínimos que ostente quien 
recibe la pensión. En ese orden de ideas propone cotizaciones de doce puntos 
hasta llegar a trece para las mesadas superiores a veinticinco salarios mínimos 
legales mensuales vigentes (smlmv). Aunque el propósito es loable, y clara la 
cuenta que se realiza para mantener las proyecciones de recaudo, considero 
que no resulta práctico, ni muy técnico legalizar una variopinta gama de coti-
zaciones a salud a cargo de los pensionados, y siendo conscientes de que con 

de cualquier concesión que se haga en materia de cotizaciones, proponiendo 
en cambio que la escala tenga solamente dos tarifas : Una del doce (12) por 
ciento para los pensionados que devenguen un salario mínimo legal mensual 
vigente (smlmv) y otra de doce y medio (12,5) por ciento, para los demás, es 
decir, para quienes reciben más de un salario mínimo legal mensual vigente 
(smlmv).

Con esta propuesta aspiramos a corregir la inequidad que se impuso sobre 

a través del aumento vigente y que continuará para los demás, sin caer en la 
tentación de crear una serie de tarifas un tanto arbitrarias y rudas para cargar a 
los pensionados una parte de las contribuciones que se requieren para mejorar 
el sistema de aseguramiento en salud.

4.3. LA COTIZACION EN SALUD Y PENSIONES DE LOS TRABA-
JADORES INDEPENDIENTES.

En el mismo proyecto de ley el Gobierno Nacional ha reconocido: “… se

Contributivo para un grupo de población intermedia que no cuenta con una 
relación laboral ni percibe pensión, que si bien no carecen de ingresos, los 

-
gal mensual vigente; tales ingresos
al citado Régimen Contributivo del Sistema de Seguridad Social en Salud y al 
Sistema General de Pensiones”.

Dicho de otro modo, se acepta que la disposición que obliga a los traba-
jadores independientes a cotizar de manera obligatoria a salud y pensiones 
de manera concurrente no consulta la realidad económica, especialmente de 
quienes declaran recibir un salario mínimo, y por tanto, está afectando la per-
manencia de muchos colombianos en el Régimen Contributivo de Salud, lo 
cual no es consecuente con una política de aseguramiento universal como 
propósito de Estado. Por tanto, se propone retirar de la norma dicha obligación 
y permitir, a los cotizantes, libertad en cuanto al aporte pensional equivalente 
hoy a sesenta y siete mil doscientos veinticuatro mil pesos ($67.224), que no 
es una suma despreciable en relación con un salario mínimo de cuatrocientos 
treinta y tres mil setecientos pesos ($433.700). .

Aunque lo deseable es que todos los colombianos tengamos en perspectiva 
la posibilidad de una pensión que asegure el mínimo vital para nuestro retiro, 
se hace necesario acudir a la realidad económica y aprobar esta disposición ya 
que por buscar una situación ideal no es posible afectar el acceso de miles de 
colombianos al aseguramiento en salud, un bien indispensable para la calidad 

de vida personal y familiar de los más desposeídos económicamente. Por ello, 
se impone aplicar un criterio de la llamada “Justicia distributiva
cual quien tenga más debe contribuir a subsidiar a quienes tienen menos.

4.4. EN LA VIGENCIA: Considero que la vigencia debe hacer claridad 
con respecto a la derogatoria expresa de las normas que sean contrarias a la 
presente ley, para evitar demandas e interpretaciones jurisprudenciales de la 
Corte Constitucional, como la señalada en la Sentencia C-724 del 12 de sep-
tiembre de 2007.

V. PROPOSICIÓN
Honorables Senadores y honorables Representantes de las Comisiones 

Séptimas Constitucionales Permanentes, en sesiones conjuntas: con las consi-
deraciones anteriormente expresadas y con base en el texto propuesto que se 
adjunta a continuación, solicito dar primer debate al Proyecto de ley núme-
ro 26 de 2007 Senado, 121 de 2007 Cámara, por la cual se adicionan dos 

-
, de la Iniciativa del Gobierno.

De los honorables Senadores y Representantes,
Atentamente,

Iván Díaz Matéus,
Senador Ponente.

COMISIONES SEPTIMAS CONSTITUCIONALES PERMANENTES
DEL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA

Y DE LA HONORABLE CAMARA DE REPRESENTANTES
En Sesiones Conjuntas y con mensaje de urgencia, Bogotá, D. C., a los 

dieciocho (18) días del mes de septiembre año dos mil siete (2007). En la 
presente fecha se autoriza la publicación en la Gaceta del Congreso de la 
República, del informe de ponencia para primer debate y texto propuesto para 
primer debate en Sesiones Conjuntas de las Comisiones Séptimas Constitu-
cionales Permanentes al Proyecto de ley número 26 de 2007 Senado, 121 de 
2007 Cámara, por la cual se adicionan dos incisos al artículo 204 de la Ley 

797 de 2003, contentivo en 3 artículos y nueve (9) folios, presentado por el 
honorable Senador Iván Díaz Matéus.

El Secretario, 
Jesús María España Vergara.

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE 
LEY NUMERO 26 DE 2007 SENADO, 121 DE 2007 CAMARA

por la cual se adicionan dos incisos al artículo 204 de la Ley 100 de 1993 
-

2003,
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. Adiciónense los dos siguientes incisos al artículo 204 de la 

Ley 100 de 1993, los cuales se entenderán incluidos a continuación del actual 
inciso primero, así: 

“Artículo 204. Monto y distribución de las cotizaciones. La cotización al 
Régimen Contributivo de Salud será, a partir del primero (1°) de enero del año 
2007, del 12,5% del ingreso o salario base de cotización, el cual no podrá ser 
inferior al salario mínimo. La cotización a cargo del empleador será del 8.5% 
y a cargo del empleado del 4%. Uno punto cinco (1,5) de la cotización serán 

-

tienen para salud los regímenes especiales y de excepción se incrementarán en 
cero punto cinco por ciento (0,5%), a cargo del empleador, que será destinado 
a la subcuenta de solidaridad para completar el uno punto cinco a los que hace 
referencia el presente artículo. El cero punto cinco por ciento (0,5%) adicional 
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reemplaza en parte el incremento del punto en pensiones aprobado en la Ley 
797 de 2003, el cual sólo será incrementado por el Gobierno Nacional en cero 
punto cinco por ciento (0,5%). La cotización que pagan los pensionados al 
Sistema General de Seguridad Social en Salud, a partir del mes siguiente al de 
la publicación de la presente Ley será, así: 

Para las mesadas pensiónales que no superen un (1) Salario Mínimo Legal 
Mensual será del 12,0% del ingreso base de cotización, para mesadas supe-
riores a un (1) Salario Mínimo Legales Mensuales será del 12,5% del ingreso 
base cotización. 

Artículo 2º. Adiciónase un parágrafo al artículo 19 de la Ley 100 de 1993,
así:

“Parágrafo.
ingresos mensuales sean inferiores o iguales a un (1) salario mínimo legal 
mensual vigente (smlmv), que registren dicho ingreso conforme al procedi-
miento que para el efecto determine el Gobierno Nacional, no estarán obliga-
dos a cotizar para el Sistema General de Seguridad Social

Artículo 3º. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su pu-
blicación y deroga de manera expresa toda disposición anterior que le sea 
contraria.

De los honorables Senadores y Representantes,

Atentamente,

Iván Díaz Matéus,
Senador Ponente.

COMISIONES SEPTIMAS CONSTITUCIONALES PERMANENTES

DEL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA

Y DE LA HONORABLE CAMARA DE REPRESENTANTES

En Sesiones Conjuntas y con mensaje de urgencia, Bogotá, D. C., a los 
dieciocho (18) días del mes de septiembre año dos mil siete (2007). En la 
presente fecha se autoriza la publicación en la Gaceta del Congreso de la 
República, del informe de ponencia para primer debate y texto propuesto para 
primer debate DE Sesiones Conjuntas de las Comisiones Séptimas Constitu-
cionales Permanentes al Proyecto de ley número 26 de 2007 Senado, 121 de 
2007 Cámara, por la cual se adicionan dos incisos al artículo 204 de la Ley 

797 de 2003, contentivo en 3 artículos y nueve (9) folios, presentado por el 
honorable Senador Iván Díaz Matéus.

El Secretario, 

Jesús María España Vergara.

***

PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO

DE LEY NUMERO 88 DE 2007 SENADO

-
creto 1791 de 2000.

Bogotá, D. C., septiembre de 2007

Doctora

NANCY PATRICIA GUTIERREZ CASTAÑEDA

Presidenta

Senado de la República

Ciudad

Respetada señora Presidenta:

De conformidad con la honrosa designación que me hiciera la Mesa Di-
rectiva de la Comisión Segunda Constitucional Permanente del Senado, para 
rendir Ponencia para Segundo Debate al Proyecto de ley número 88 de 2007,

1791 de 2000”. Me permito presentar las siguientes consideraciones, con el 
objetivo de rendir ponencia:

I. OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY
El proyecto de ley que nos ocupa en esta Comisión Constitucional de De-

fensa y Seguridad Nacional, presentado por autoría de los Senadores Manuel 
Ramiro Velásquez Arroyave y Luis Humberto Gómez Gallo, tiene por objeto 
subsanar algunas injusticias que en materia de ascensos se están presentando 

actividad altruista encaminada a la defensa de los intereses más nobles de la 
sociedad colombiana.

Policía Nacional, contemplan como uno de los requisitos para ascenso, los 
exámenes de la capacidad psicofísica, los cuales deben ser realizados para 
ingresar a la institución, para permanecer en ella y para proceder a su retiro.

Es importante aclarar, soportados en las normas de carrera de los miembros 
de la Fuerza Pública, que 
en un 75% sin que la persona se considere no apta para el servicio. La inter-
pretación errada de la norma y su no aplicación tácita, en algunas ocasiones 
imposibilita al uniformado ascender dentro de su jerarquía. 

-
tivo, se les debe conceder los ascensos a que tengan derecho, previo el lleno 
de los requisitos exigidos, independientemente si presenta reubicación laboral 
por alguna lesión sufrida en actos del servicio o porque en su labor Policial su-
fran discapacidades no necesariamente en enfrentamientos con grupos al mar-
gen de la ley, sino por ejemplo, en accidente común o enfermedad natural.

de la República para nuestras Fuerzas Militares y la Policía Nacional, no pue-
de desestimarse la trayectoria profesional, las calidades humanas y el conoci-
miento como elementos fundamentales para el ascenso, pues es injusto que a 
cualquier miembro activo de la Policía Nacional se le imposibilite seguir esca-
lando en la Institución, simplemente porque no adquirió lesiones en combate, 
como lo determinan hoy los estatutos de carrera. En cualquier momento puede 
presentar discapacidad por accidente o enfermedad común.

El ser policía no está determinado por portar solo el uniforme para compro-
bar que está en servicio. Sus funciones y compromiso institucional le obligan 
a estar disponibles en cualquier tiempo y lugar. Y su discapacidad psicofísica 
puede presentarse en cualquier momento, así no esté en combate. 

Corte Constitucional y emitido públicamente por Boletín 395 del sábado 27 
de noviembre de 2004, que a la letra expresa:

Los miembros de la Policía Nacional sólo podrán ser retirados de la Ins-

General de la Nación en un concepto en el que solicita a la Corte Constitu-
cional, declarar exequibles las normas relacionadas con la permanencia o no 

De acuerdo con el Ministerio Público, el que se deje como una opción el 
retirar o no a un discapacitado de la Policía Nacional, es discriminatorio y 
viola el principio de dignidad humana, por cuanto el único argumento uti-
lizado para excluir a miembros de esa institución es su discapacidad, “sin 

en la Carta Política y además desconoce el derecho a la igualdad, puesto que 

población discapacitada. 

en la Fuerza Pública para el éxito de su gestión, pues de ésta depende el 
ejercicio de los derechos y libertades públicas de los ciudadanos y el manteni-
miento del orden social, pero señaló que el retiro del servicio activo de los dis-
capacitados, no es el único mecanismo útil para garantizar dicha idoneidad. 
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En este sentido, aclaró el concepto del Ministerio Público, que en lo que 

debe considerarse y valorarse sólo desde su dimensión como miembro de la 
Policía Nacional sino esencialmente como trabajador discapacitado”, lo cual 
implica una protección, reubicación, rehabilitación e integración social por 
parte del Estado, como lo ordena la Constitución y el derecho internacional.

Existe hoy un número determinado de policías que han sufrido alguna dis-
capacidad psicofísica en razón al servicio connatural de sus funciones como 
policía y quienes pueden continuar contribuyendo al engrandecimiento de la 
Policía Nacional en sus diseños y dirección estratégica, táctica y académica 
para el logro de sus metas y resultados, apoyados por policías con una trayec-
toria profesional y transparente destacable, permitiéndoseles la continuidad de 
ascenso en su carrera. 

No es ni será justo que se imposibilite su ascenso afectando emocional, 
social, familiar y profesionalmente a estos ilustres policías, desconociéndose 
además a la Carta Magna en su artículo 131 en el sentido de procurar y velar 
por la igualdad, el desarrollo de la personalidad, el crecimiento personal y 
profesional.

Además de esto, y en busca de la conservación de la igualdad entre las 
fuerzas es necesario tener en cuenta que el Decreto 1790 de 2000, sí contem-
pla este aspecto en el artículo 522 y se cuenta con varios ejemplos de ascensos 
a personas con algún grado de discapacidad dentro de esas Fuerzas Militares 
tal como el Brigadier General Suárez y el Brigadier General Puentes, quienes 
fueron ascendidos por el Congreso de la República en procura de sus capaci-
dades como se mencionó en el primer debate realizado en la Comisión Segun-
da del Senado de la República.

Finalmente, es necesario tener en cuenta que ascender a unos y a otros no, 
simplemente porque no han sido heridos en combate, desconoce el principio 
constitucional de igualdad, afectando gravemente a la persona en su dignidad 

de tener brillantes carreras profesionales y experiencia, queden frustrados en 
su carrera. 

PROPOSICION
Por las anteriores consideraciones, me permito solicitar a la honorable Ple-

naria del Senado de la República, dar Segundo Debate al Proyecto de ley 
número 88 de 2007 Senado.

Cordialmente,

 Senador de la República.
* * *

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN PRIMER DEBATE 
COMISION SEGUNDA CONSTITUCIONAL PERMANENTE AL 

PROYECTO DE LEY NUMERO 88 DE 2007 SENADO

Decreto 1791 de 2000.
El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:
DE LOS ASCENSOS

Artículo 1°. Modifícase el parágrafo 3° del artículo 21 del Decreto 1791
de 2000, el cual quedará así:

Parágrafo 3°. Se exceptúa de lo dispuesto en el numeral 4 de este artículo, 
el personal que hubiere sido declarado no apto para el servicio operativo como 

1 ARTICULO 13. DE LA CONSTITUCION NACIONAL. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma pro-
tección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones 

igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados.  El Estado protegerá especialmente a 

los abusos o maltratos que contra ellas se cometan. 
2 ARTICULO 52. DECRETO 1790 DE 2000. REQUISITOS COMUNES PARA ASCENSO. Para ingresar y ascen-

der en las Fuerzas Militares se requiere acreditar condiciones de conducta, profesionales y sicofísicas como requisitos co-

-

y orden de prelación en que asciendan sus compañeros de curso o promoción, previo cumplimiento de los requisitos establecidos por el 
presente Decreto, a excepción del requisito de mando de tropas en el Ejército, el tiempo de embarco o de mando en la Armada Nacional 
y el tiempo de mando y horas de vuelo en la Fuerza Aérea, Ejército y Armada. 

consecuencia de heridas en actos del servicio, en combate, como consecuen-
-

miento o restablecimiento del orden público o que hubiere sido declarado no 
apto con reubicación laboral por la Junta Médico Laboral o Tribunal Médico 
de Revisión Militar y Policía, sin importar la circunstancia en que haya ad-
quirido su disminución de la capacidad laboral, podrá ser ascendido siempre 
y cuando cumpla con los demás requisitos exigidos y excelente trayectoria 
profesional, salvo que las lesiones o heridas hayan sido ocasionadas con vio-
lación de la ley o los Reglamentos. 

Artículo 2°. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su pro-
mulgación y deroga las demás disposiciones que le sean contrarias. 

 Senador de la República.
COMISION SEGUNDA CONSTITUCIONAL PERMANENTE

SENADO DE LA REPUBLICA
El texto transcrito fue aprobado en primer debate en Sesión Ordinaria de 

la Comisión Segunda del Senado de la República, del día dieciocho (18) de 
septiembre del año dos mil siete (2007).

El Presidente Comisión Segunda del Senado de la República,
Carlos Emiro Barriga Peñaranda.

La Vicepresidenta Comisión Segunda del Senado de la República,

El Secretario Comisión Segunda del Senado de la República,
Felipe Ortiz M.

* * *
INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 079 DE 2006 SENADO

Bogotá, D. C., 5 de septiembre de 2007 
Honorable Senadora
NANCY PATRICIA GUTIERREZ
Presidenta Senado de la República
E. S. D.
Estimada señora Presidenta:
De conformidad con el honroso encargo que me fuera encomendado por 

la Mesa Directiva de la Comisión Séptima del Senado de la República, me 
permito rendir informe de ponencia para segundo debate al Proyecto de ley 
número 079 de 2007 Senado, 

, en 
los siguientes términos:

La iniciativa busca, en aplicación del derecho a la igualdad, hacer exten-

pensión de alto riesgo reconocidos en la Ley 860 de 2003 a los servidores del 
Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, debido a su actividad de 
alto riesgo de Policía Judicial. 

Las autoridades que cumplen funciones permanentes de Policía Judicial, 
según la ley (artículo 201 C.P.P.) son los funcionarios investidos de tal fun-
ción pertenecientes al Cuerpo Técnico de Investigación, el DAS y la Policía 
Nacional. El desarrollo de esta función implica el ejercicio de actividades pe-

para los funcionarios del Cuerpo Técnico de Investigación a pesar de cumplir 
idénticas funciones de Policía Judicial, colocando a estos servidores en con-

objetivo y razonable frente a condiciones de hecho iguales. 
Sobre el particular, es importante resaltar que con el Decreto 1835 del 3 de 

agosto de 1994 se había establecido una pensión de alto riesgo a los funciona-
rios del CTI, la cual fue reconocida hasta la expedición del Decreto 2090 del 
26 de julio de 2003, norma que no contempló a estos servidores, dejándolos a 
partir de ese momento excluidos de dicho régimen, sin embargo se efectuaron 
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las cotizaciones especiales que en su momento ordenó el Decreto 1835 de 
1994.

En el mismo sentido y para reivindicar estas condiciones de igualdad, se 
busca reconocer una prima de alto riesgo a los funcionarios del Cuerpo Téc-
nico de Investigación, de la cual igualmente gozan los funcionarios del DAS 
desde el año 1994, en razón a las actividades de Policía Judicial.

El nivel de riesgo de estas actividades viene en aumento para los servido-
res del CTI, en razón al crecimiento desbordado de las actividades propias de 
investigación en los temas de Justicia y Paz, Derechos Humanos, Extinción 
de Dominio, Lavado de Activos y Administración Pública. Es tan evidente el 
trato desigual de derechos de los funcionarios del CTI que cumplen funciones 
de Policía Judicial frente a otros servidores, que por ejemplo las diligencias 
de exhumación de cadáveres, donde funcionarios del DAS, Sijín y CTI deben 
trasladarse a sitios apartados del país, en condiciones de difícil acceso y pro-
blemas de orden público, los únicos funcionarios de Policía Judicial que no 
se encuentran amparados de prerrogativas especiales de pensión y primas son 
los del Cuerpo Técnico de Investigación, a pesar de estar expuestos a idénticos 
riesgos.
Los autores argumentan su propuesta en la misión Constitucional que ha sido 
otorgado a la Fiscalía General de la Nación, cuya función investigativa ha sido 
asignada al Cuerpo Técnico de Investigaciones (CTI), iniciando sus actuaciones 
desde el mismo lugar de los hechos a través de inspecciones judiciales, 
entrevistas, manejo de indiciados, imputados, labores de agentes encubiertos 
para desvertebrar organizaciones criminales, vigilancias y seguimientos, y en 
general operativos propios de la actividad donde se arriesga la vida de manera 
constante.

establecida como función a través de las Leyes 600 de 2000 y 906 de 2004.
Sostienen como las funciones de Policía Judicial constituyen la piedra an-

gular sobre la que reposa y se apoya el Sistema Penal Oral Acusatorio, lo 
que implica que su ejercicio se realice por un grupo altamente especializado 
de profesionales que ponen sus conocimientos al servicio de la investigación 
criminal exponiendo sus vidas.

Sus funciones exigen, además, el acompañamiento a la fuerza pública en 
-

tos grupos irregulares, en donde han sido objeto de emboscadas, secuestros y 
desapariciones. El CTI es la única institución de Policía Judicial que apoya a 
la justicia penal militar, por convenio suscrito entre la Fiscalía General de la 
Nación y el Comando General de las Fuerzas Militares para adelantar la inves-
tigación criminal y criminalística “con ocasión de las operaciones propias de 
las Fuerzas Militares en los que se presenten situaciones en las que se produ-

artículo 103 del Código Penal”. Actividad que implica el desplazamiento de 
los investigadores a las diferentes zonas del país donde se presenten enfren-
tamientos de la fuerza pública con alzados en armas o personas al margen de 
la ley.

En virtud a lo anterior, estipulan los autores cómo las actividades que des-
empeñan los miembros del CTI, son de alto riesgo “que van desde alteracio-

Relacionan cómo el Ministerio de Hacienda y Crédito Público establece el 
“aquellas actividades que tienen mayor pro-

, en tal 
concepto se enmarcan las funciones que desarrolla el CTI así como el grupo 
de conductores y escoltas que aunque no poseen funciones de Policía Judicial, 
son acompañantes permanentes de las comisiones judiciales prestando seguri-
dad y trasladando a los funcionarios que cumplen estas funciones.

2. Marco Constitucional y Legal
En el tema objeto de la presente iniciativa Congresional, se encuentran las 

siguientes disposiciones constitucionales y legales:
2.1 Constitución Nacional
Artículos 250, 251 y Acto Legislativo 03 de 2002. Funciones de Policía 

Judicial y la introducción al sistema investigativo y enjuiciamiento criminal 
de tendencia acusatoria Fiscalía General de la Nación.

“Artículo 250. La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar 
el ejercicio de la acción penal y realizar la investigación de los hechos que re-
vistan las características de un delito que lleguen a su conocimiento por medio 

En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación deberá:

-
das necesarias que aseguren la comparecencia de los imputados al proceso 
penal, la conservación de la prueba y la protección de la comunidad, en es-
pecial, de las víctimas.

-

proceda la captura...

comunicaciones...

de custodia mientras se ejerce su contradicción...

• Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento la preclu-
sión en de las investigaciones cuando según lo dispuesto en la ley no hubiere 
mérito para acusar.

• Solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de las investigaciones 
cuando según lo dispuesto en la ley no hubiere mérito para acusar.

• Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias 
para la asistencia a las víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento 

• Velar por la protección de las víctimas, los jurados, los testigos y demás 
-

tervenir las víctimas en el proceso penal y los mecanismos de justicia restau-
rativa.

permanente cumple la Policía Nacional y los demás organismos que señale 
la ley.

El Fiscal General y sus delegados tienen competencia en todo el territorio 
nacional. En el evento de presentarse escrito de acusación, el Fiscal General o 
sus delegados deberán suministrar, por conducto del juez de conocimiento, to-
dos los elementos probatorios e informaciones de que tenga noticia, incluidas 
los que le sean favorables al procesado.

Artículo 251. Son funciones especiales del Fiscal General de la Nación:

1. Investigar y acusar, si hubiere lugar, a los altos servidores que gocen de 
fuero constitucional, con las excepciones previstas en la Constitución. 

2. Nombrar y remover, de conformidad con la ley, a los servidores bajo su 
dependencia.

3. Asumir directamente las investigaciones y procesos, cualquiera que sea 
el estado en que se encuentren, lo mismo que asignar y desplazar libremente a 
sus servidores en las investigaciones y procesos. Igualmente, en virtud de los 
principios de unidad de gestión y de jerarquía, determinar el criterio y la posi-

4. Participar en el diseño de la política del Estado en materia criminal y 
presentar proyectos de ley al respecto. 

5. Otorgar, atribuciones transitorias a entes públicos que puedan cumplir 
funciones de Policía Judicial, bajo la responsabilidad y dependencia funcional 
de la Fiscalía General de la Nación. 

6. Suministrar al Gobierno información sobre las investigaciones que se 
estén adelantando, cuando sea necesaria para la preservación del orden pú-
blico.

3. Funciones de policía judicial
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Ley 938 de 2004.
Artículo 29. La Dirección Nacional del Cuerpo Técnico de Investigación 

tiene las siguientes funciones.
-

ciadas con las funciones de Policía Judicial, en los temas de investigación 
criminal, servicios forenses y de genética y en la administración de la infor-
mación técnica y judicial que sea útil para la investigación penal.

2. Planear, dirigir, ejecutar y controlar las funciones de Policía Judicial de 
la Fiscalía General de la Nación.

-
llen las Direcciones Seccionales.

4. Organizar y controlar el cumplimiento de las políticas y estrategias de 
investigación, servicios forenses y de genética, y de administración de la infor-
mación útil para la investigación penal en la Fiscalía General de la Nación.

5. Coordinar los servicios forenses y realizar los programas tendientes a 
mejorar la prestación de los mismos.

6. Organizar la prestación de servicios médicos legales en los casos en 
que no sea posible la intervención del Instituto de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses.

7. Velar por que las políticas de aseguramiento de los elementos materia 
de prueba y la cadena de custodia, se cumplan en su área, de acuerdo con las 
normas que los regulen.

8. Promover el intercambio de información entre los distintos organismos 
de seguridad a nivel nacional e internacional, para la programación y el desa-
rrollo de operaciones contra la delincuencia.

9. Formular y elaborar los proyectos y programas que apoyen la labor mi-

10. Elaborar los planes operativos anuales, de acuerdo con la metodología 

11. Asesorar al Fiscal General de la Nación en el diseño y planeación de 
estrategias y procedimientos, en materia de seguridad y de comunicaciones 
requeridos en la Fiscalía General de la Nación.

12. Llevar el control estadístico sobre los aspectos relativos al desarrollo 
de las investigaciones adelantadas por la policía judicial de la Fiscalía General 
de la Nación.

13. Coordinar con la Dirección Nacional de Fiscalías y con la Dirección 
Nacional Administrativa y Financiera, las acciones tendientes al desarrollo 

14. Participar, en coordinación con las otras Direcciones Nacionales, en 
la elaboración del plan integral de capacitación de la Fiscalía General de la 
Nación.

15. Realizar el seguimiento a las actividades forenses adelantadas a nivel 
nacional.

16. Gestionar ante las dependencias correspondientes los recursos necesa-

17. Dirigir y controlar el funcionamiento de las dependencias que confor-
man la Dirección Nacional del Cuerpo Técnico.

18. Realizar el seguimiento a la gestión de las Direcciones Seccionales en 
lo de su competencia, y tomar las medidas necesarias para su efectivo funcio-
namiento.

19. Las demás funciones que le sean asignadas por el Fiscal General y que 
guarden relación con la naturaleza de la dependencia.

Artículo 30. Dirección Seccional del Cuerpo Técnico de Investigación.
Las Direcciones Seccionales del Cuerpo Técnico de Investigación tienen las 
siguientes funciones:

1. Apoyar a la Dirección Nacional en la formulación de la política del Es-
tado en materia criminal.

2. Planear, dirigir, ejecutar y controlar las funciones de policía judicial, de 
acuerdo con las directrices establecidas por la Dirección Nacional.

3. Hacer cumplir las políticas y estrategias de investigación, servicios fo-
renses y de genética, y de administración de la información útil para la inves-
tigación penal en la Fiscalía General de la Nación.

4. Coordinar las actividades investigativas y servicios forenses y realizar 
los programas tendientes a mejorar la prestación de los mismos.

-
mos de policía judicial, en ausencia del Instituto de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses.

6. Velar por que las políticas del sistema de cadena de custodia se cumplan, 
de acuerdo con las normas que las regulen.

7. Promover el intercambio de información entre los distintos organismos 
de seguridad e inteligencia a nivel nacional e internacional, para la programa-
ción y el desarrollo de operaciones contra la delincuencia.

8. Elaborar los planes operativos anuales, en coordinación con la Dirección 
Seccional de Fiscalías y la Dirección Seccional Administrativa y Financiera, 
de acuerdo con las directrices de las Direcciones Nacionales y con la metodo-

9. Llevar el control estadístico sobre las actividades desarrolladas en su 
jurisdicción y reportar la información a la Dirección Nacional.

10. Coordinar con la Dirección Seccional de Fiscalías y con la Dirección 
Seccional Administrativa y Financiera, las acciones tendientes al desarrollo 

11. Gestionar ante la respectiva Dirección Seccional Administrativa y Fi-
-

renses y de investigación.
12. Dirigir y controlar el funcionamiento de las dependencias que confor-

man la Dirección Seccional del Cuerpo Técnico.
13. Adelantar las investigaciones de los delitos de competencia de la Direc-

ción Seccional de Fiscalías y responder por su desarrollo.
14. Velar por que los servidores del Cuerpo Técnico de Investigación 

cumplan con las normas constitucionales, legales y procedimentales y por el 
respeto de los derechos fundamentales de las personas que intervienen en el 
proceso.

15. Asistir, en representación de la Fiscalía General de la Nación, a los co-
mités, juntas, sesiones y demás reuniones interinstitucionales en su respectivo 
departamento, que tengan que ver con el ejercicio de la función de Policía 
Judicial o relacionadas con la investigación penal.

16. Ejecutar las actividades que le sean ordenadas por el Director Nacional 
del Cuerpo Técnico de Investigación y que guarden relación con la naturaleza 
de la dependencia.

17. Las demás funciones que le sean asignadas por el Fiscal General y que 
guarden relación con la naturaleza de la dependencia.

A partir de las anteriores funciones de investigación, determinadas en la 
Constitución Nacional para la Fiscalía General de la Nación, las Leyes 906 de 

Técnico de Investigación y las Direcciones Seccionales, que asimismo fueron 
creadas mediante Ley 938 de 2004. Estas asumen las funciones de Policía Ju-
dicial, para apoyar la investigación penal en los campos investigativo, técnico, 

o las evidencias físicas que determinen la ocurrencia(s) de hechos punibles, 
responsabilidades y captura de los autores o partícipes.

Las funciones que cumple el Cuerpo Técnico de Investigaciones abarcan 

las denuncias formales realizadas por denuncia formal de un hecho criminal, 
por medio de inspecciones judiciales, entrevistas, manejo de indicios, imputa-
dos, labores a cubierta como seguimientos y vigilancia a personas miembros 
de organizaciones criminales, capturas y allanamientos entre otros.

Las anteriores consideraciones sirven para precisar como el Cuerpo Técni-
co de Investigaciones está llamado a apoyar el Sistema Penal Oral Acusatorio, 
teniendo hombres y mujeres profesionales especializados en diversas áreas 
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del conocimiento que ayudan al cumplimiento de las funciones en donde a 
diario exponen sus vidas para el esclarecimiento de los hechos delictuosos.

Las actividades que generan para este cuerpo especializado riesgos per-
manentes incluyen el desplazamiento a regiones apartadas para llevar a cabo 
exhumaciones, inspecciones a cadáveres, investigación de cultivos ilícitos y 
de laboratorios para producción de drogas controladas, en muchos casos ro-
deados por predios sembrados de minas, entre otros, además del riesgo por 
el control de algunas regiones con presencia permanente de grupos armados 
ilegales.

Igualmente es importante destacar los riesgos resultados de:
• Tener contacto con presos, delincuentes, víctimas, testigos y familiares en 

cumplimiento de la función misional 
• Haber sido víctimas de atentados, secuestros, extorsión, etc.
• Verse abocado al uso de armas de manera cotidiana para su defensa y 

protección
• Participar de actividades operativas que generan niveles altos de estrés
• Intervención y manejo de crisis de víctimas de delitos
4. ¿Qué es la Policía Judicial?
Es el conjunto de autoridades que colaboran con los funcionarios judiciales 

en la investigación de los delitos y en la captura de los delincuentes.
Apoya la investigación penal en los campos investigativo, técnico, cientí-

investigación, para recaudar los elementos materiales de prueba o las eviden-
cias físicas que permitan determinar la ocurrencia de la conducta punible y la 
responsabilidad de los autores o partícipes.

Organos que cumplen funciones de Policía Judicial
Funciones permanentes:
Ejercida por funcionarios investidos de esa función pertenecientes a:
• Cuerpo Técnico de Investigación (CTI)
• Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) 
• Policía Nacional (Dijín, Sijín)
Actividades que desarrolla la Policía Judicial por disposición legal
• Inspección del lugar de los hechos.
• Inspección de cadáver. 
• Entrevistas.
• Interrogatorios.
• Acompañamiento para el examen médico legal a la víctima.
• Aplicación de la cadena de custodia a los elementos materiales probato-

rios.
• Búsqueda selectiva en bases de datos para simple cotejo de informacio-

nes.

• Exhumaciones.
• Registros y allanamientos.
• Interceptación de comunicaciones telefónicas.
• Protección de víctimas y testigos mientras son acogidos por el Programa 

de Protección. 
• Protección de servidores y ex servidores de la Fiscalía General de la Na-

ción por amenazas contra sus vidas.
• Vigilancia y seguimiento de personas.
• Vigilancia de cosas.

• Agentes encubiertos, entrega vigilada.
• Exámenes de ADN que involucran al imputado o sindicado.

• Destrucción de elementos materiales del delito. 
4.1 Factores de riesgo 
4.1.1 Propios del ejercicio de la función del Cuerpo Técnico de Investi-

gación (CTI)
MUESTRA DE 748 EVENTOS 

1989 – a JULIO 2007

26%

52%

16%

6%

HOMICIDIOS AMENAZADOS LESIONADOS SECUESTRADOS

Seccionales más afectadas por homicidios

Seccionales más afectadas por lesiones

4.1.2 Comportamiento de los riesgos anualmente

riesgosas de amenaza, lesiones y muertes para los funcionarios del CTI, donde 
se observa como desde el año 2006 las situaciones de índole político y social 
han impactado este comportamiento.
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4.1.3 Psicosociales año 2003 
Trastorno psiquiátrico 8 %
Alta tensión 41.5%
Alto nivel de estrés 37.2%

Alto nivel agotamiento emocional 30.3%



GACETA DEL CONGRESO  460 Jueves 20 de septiembre de 2007 Página 31

35%

32%

26% 7%

TRASTORNO PSIQUIATRICO

ALTA TENSION

ALTO NIVEL DE  ESTRÈS

ALTO NIVEL DE AGOTAMIENTO EMOCIONAL

4.1.3 Riesgos Biológicos

ACTIVIDAD
AÑOS 2005-2006

REPORTE NACIONAL
Inspecciones a cadáver 37.697
Exhumaciones (zonas rurales de alto riesgo) En 264 diligencias se exhumaron 530 cuerpos

Manipulación de sustancias peligrosas 
Los investigadores del Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía, en 

ejercicio de sus funciones de Policía Judicial, constantemente deben estar ma-
nipulando sustancias peligrosas que atentan contra su vida, salud e integridad 
física dentro de las diferentes diligencias que están obligados a adelantar en 
cumplimiento de sus funciones constitucionales y misionales. Estas sustancias 
que entran en contacto con su cuerpo son: 

Acido clorhídrico, Acido nítrico, ácido cítrico, ácido sulfúrico, cocaína, 
heroína, acetona.

4.1.5 Muertes de miembros del Cuerpo Técnico de Investigación
1. Emboscada la Rochela.
2. Emboscada en San Carlos de Guaroa - Meta.
3. Secuestro y desaparición en La Paz Cesar.
4. En quince años se han dado 146 homicidios en todo el territorio na-

cional, lo que equivale a 1 homicidio mensual.
5. En el año 2005, se presentaron 18 amenazas a servidores, 
6. En lo que va corrido del año 2006 se han presentado 12 amenazas y 3 

asesinatos.
4.1.6 Participación del Cuerpo Técnico de Investigación en algunas 

funciones de Policía Judicial
El Cuerpo Técnico de Investigación asume en gran proporción las activi-

dades de Policía Judicial en relación con los otros organismos que cumplen 
funciones de esta naturaleza. Así por ejemplo frente a su participación en in-

bajo la vigencia de la Ley 600, se observa una participación del CTI en un 

TOTAL NACIONAL

65%
8%

24%

3%

CTI

DAS

SIJIN

DIJIN

Seccional / Unidad
Investigaciones 

activas a la fecha

Nº de investigaciones 
totales con policia 
judicial asignada

CTI DAS SIJIN DIJIN

TOTAL NACIONAL 425593 143371 92039 10959 33540 4109

Otro ejemplo ilustrativo de la alta participación del Cuerpo Técnico de In-

en las inspecciones a cadáver y en las exhumaciones, actividades que com-
prenden altos riegos por el manejo de componentes orgánicos y biológicos, 
como por la operatividad que implica la propia diligencia. 

Inspecciones a Cadáver 
julio 2006 – junio 2007
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4.1.7 Funcionarios con funciones de Policía Judicial en el Cuerpo Téc-
nico de Investigación, escoltas y conductores

de la siguiente manera:
Funcionarios con funciones de Policía Judicial ............... 5.591
Escoltas................................................................................ 433
Conductores......................................................................... 451
Total.................................................................................. 6.475
4.1.8 Del reconocimiento de las actividades de alto riesgo
Decreto 1281 de 1994. Mediante facultades extraordinarias el Gobierno 

Nacional a través del Ministro de Gobierno, precisó las actividades de alto 
riesgo a nivel general y determinó las actividades que se enmarcaban dentro 
de este régimen especial, entre ellas:

• Los trabajos en minería que impliquen prestar el servicio en socavones o 
en subterráneos. 

• Trabajos que impliquen prestar el servicio a altas temperaturas, por enci-
ma de los valores límites permisibles, determinados por las normas técnicas 
de salud ocupacional. 

• Trabajos con exposición a radiaciones ionizantes. 
• Trabajos con exposición a sustancias comprobadamente cancerígenas.
En cuanto a los requisitos para su reconocimiento, determinó una cotiza-

ción continua o discontinua de 500 semanas, en igual sentido las condiciones 
y requisitos para acceder a la pensión especial:

• Haber cumplido cincuenta y cinco (55) años de edad. 
• Haber cotizado un mínimo de mil (1.000) semanas. 
La edad para el reconocimiento de la pensión especial de vejez se dismi-

nuirá un (1) año por cada sesenta (60) semanas de cotización especial, adicio-
nales a las primeras 1.000 semanas, sin que dicha edad pueda ser inferior a 
cincuenta (50) años y un monto de cotización especial de 6 puntos a cargo del 
empleador y como límite del régimen especial se determina el 31 de diciembre 
de 2004.

Decreto 1835 de 1994. A través de este decreto se determinaron con clari-
dad los servidores públicos que se incluyen dentro las actividades peligrosas, 
así como los requisitos y condiciones para el reconocimiento de la pensión de 
vejez por exposición a alto riesgo.
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Entre ellas los miembros del DAS y los del Cuerpo Técnico de Investi-
gación de la Fiscalía, en cuanto a los requisitos, monto de cotización y lí-
mite del régimen especial se mantienen los establecidos en el Decreto 1281 
de 1994, se reconocen los tiempos de servicio en las fuerzas armadas.

Decreto 2646 de 1994. A través de este decreto se reconoce una prima 
especial de riesgo para los empleados del Departamento Administrativo de 
Seguridad, de 35% para cargos de Detective Especializado, Detective Profe-
sional, Detective Agente, Criminalístico Especializado, Criminalístico Profe-
sional, Criminalístico Técnico y los Conductores, para otros funcionarios unos 
porcentajes de 30% y 15%, los cuales no se constituyen como factor salarial.

Decreto 2090 de 2003. El Presidente de la República en uso de facultades 
extraordinarias contenidas en el artículo 17 de la Ley 797 de 2003, para ex-

-
“aquellas en 

las cuales la labor desempeñada implique la disminución de la expectativa de 
-

ta, con ocasión de su trabajo”.
Esta norma derogó las disposiciones contenidas en el Decreto 1835 de 

1994 donde se incluían como actividades de alto riesgo las realizadas por el 
Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, y el Cuerpo Técnico de 
Investigaciones de la Fiscalía General de la Nación. 

En cuanto a los requisitos para acceder a la pensión especial se incrementó 
la cotización a 700 semanas y para el régimen de transición de 500 semanas, 
para acceder a la pensión se mantiene los de 55 años de edad y en cuanto al 
monto de cotización se incrementa a 10 puntos.

Ley 860 de 2003. Teniendo en cuenta que a través del Decreto 2090 de 
2003, se derogó el Decreto 1835 de 1994, el cual incluía como actividades de 
alto riesgo las desempeñadas por el DAS, el Gobierno Nacional presenta ante 
el Congreso de la República el Proyecto de ley 140 de 2003, en donde subsa-
na la exclusión del DAS como actividad de alto riesgo sujeta al otorgamiento 
de la pensión especial que venia reconociéndose durante nueve años y no 
incluyo, de igual manera, al Cuerpo Técnico de Investigaciones de la Fiscalía 
General de la Nación.

En esta ley se reducen las semanas de cotización especial a 650, se recono-
cen dentro del Ingreso Base de Cotización los factores salariales contenidos en 
el Decreto 1158 de 1994 más el 40% de la prima especial de riesgo.

Así mismo, se precisó dentro de un término de 3 meses el traslado de quie-

que se les aplicara el contenido de la ley.
5. Financiación
A continuación se presenta un cuadro que resume el personal que será in-

cluido en el régimen de pensión y prima de alto riesgo y sus costos: 

6. Jurisprudencia en cuanto el derecho a la igualdad
La iniciativa que ha sido presentada en esta oportunidad por los honorable 

-
te a la Cámara Gloria Stella Díaz Ortiz, no tiene más que el de hacer justa apli-
cación del precepto constitucional en cuanto el derecho a la igualdad en donde 
a iguales actividades se aplican iguales derechos, teniendo en cuenta que las 
actividades desplegadas tanto por el DAS como por el CTI, se han convertido 
en el transcurso de los años en funciones de gran peligrosidad y riesgo y que 
deben de igual manera gozar de un trato especial frente a la generalidad de las 
funciones desempeñadas por el resto de funcionarios del Estado.

Sobre este tema es pertinente resaltar jurisprudencia de la Corte Consti-
tucional donde ha expuesto los criterios y principios que permiten analizar 
la aplicación del principio de igualdad. (Sentencia C-576 del 8 de junio de 
2004, Expediente D-5002, Magistrado Ponente: Jaime Araújo Rentería) Sobre 
el particular se extraen los siguientes apartes: 

“…El principio de igualdad
…

clásica, de inspiración aristotélica, según la cual “hay que tratar igual a lo 
igual y desigual a lo desigual”.

-
lítica, todas las personas nacen iguales ante la ley, recibirán la misma protec-
ción y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades 
y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen 

-
criminados o marginados, protegerá especialmente a aquellas personas que 

se cometan”.
“De tal disposición se deduce que la regla general es la igualdad entre 

las personas o grupos de personas y que sólo por excepción puede dárse-
les un trato desigual, por lo cual cuando la ley o la autoridad política les 
dispensa un trato igual no tienen carga alguna de argumentación y, por el 
contrario, cuando les otorga un trato desigual debe sustentar su decisión en 
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discriminación”.
…

“
Constitucional ha aplicado el principio de razonabilidad, en los siguientes 
términos:

-

Muestra de lo anterior es la sorprendente coincidencia de los criterios utiliza-
dos por los distintos tribunales encargados de analizar casos que involucran 
el principio de igualdad. La Corte Suprema de Estados Unidos ha sostenido 

-

o para el tratamiento legal igual no es posible encontrar una razón razona-
-

 “El “test de razonabilidad” es una guía metodológica para dar respuesta 
a la tercera pregunta que debe hacerse en todo problema relacionado con el 

-

razonabilidad; en esta ocasión, completará esos lineamientos e introducirá 
distinciones necesarias para su aplicación al caso objeto de la demanda de 
inexequibilidad”.

-

-
lidad y que intentan determinar:

“a) La existencia de un objetivo perseguido a través del establecimiento 
del trato desigual;

“b) La validez de ese objetivo a la luz de la Constitución;

“c) La razonabilidad del trato desigual, es decir, la relación de proporcio-

“El orden de estas etapas corresponde a necesidades no sólo lógicas sino 
también metodológicas: el test del trato desigual pasa a una etapa subsi-
guiente sólo si dicho trato sorteó con éxito la inmediatamente anterior. El 

cabo a partir del solo examen de los hechos sometidos a la decisión del juez 

la luz de los valores, principios y derechos consignados en este. Si el trato 
desigual persigue un objetivo, y este es constitucionalmente válido, el juez 
constitucional debe proceder al último paso del test, que examina la razona-

-
posición en partes) de su contenido”. 

REGIMEN DE TRANSICION 

El parágrafo 5° de la Ley 860 del 26 de diciembre de 2003, dispuso el 
siguiente régimen de transición: “Los detectives vinculados con anterioridad 
al 3 de agosto de 1994 que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley 
hubieren cotizado 500 semanas le serán reconocida la pensión de vejez en las 
mismas condiciones del régimen de transición contenidas en el Decreto 1835

En el debate realizado en la Comisión Séptima del Senado, se introdujeron 

de ponencia:

7.1 Dentro del debate la Senadora Piedad Córdoba pronunció su apoyo al 
proyecto de ley y en su exposición planteó también la posibilidad de incorporar 
como trabajadores de alto riesgo, a los funcionarios del Instituto de Medicina 
Legal y Ciencias Forenses dentro del proyecto que se está debatiendo para que 

catalogándose, también, como actividad riesgosa.

7.2 En el debate intervinieron los Senadores Gloria Inés Ramírez y Luis 
Carlos Avellaneda para apoyar la propuesta de incluir en el proyecto de ley 
al personal del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses y 
para aclarar las dudas que se puedan tener solicitó que se declarara la sesión 

Instituto de Medicina Legal.

7.3  La Senadora Dilian Francisca Toro propuso a la Comisión que es-
tudiaran de manera detallada la inclusión del Instituto de Medicina Legal y 
Ciencias Forenses en este proyecto de ley, para no incurrir en errores, y en ese 
caso se presentara la proposición para el segundo debate.

7.4 Por insistencia de los Senadores se presentó la proposición en el primer 
debate de fecha 12 de 2007, adicionando a los Empleados del Instituto Nacio-
nal de Medicina Legal y Ciencias Forenses presentado por los Senadores Luis

; aprobándose por votación mayoritaria.

8. -
gundo debate

-
nes al proyecto de ley:

en su contenido; de igual manera del inciso 1º de este artículo se elimina el 
aparte que incluía a los empleados del Instituto Nacional de Medicina Legal 
y Ciencias Forenses, que cumplen funciones médico-legales y forenses; esto 
debido a que con posterior revisión del texto del proyecto de ley, en conjunto 

materia normativa era necesario presentar un proyecto de ley independiente 
para el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses donde se les reconoz-
ca en primera medida como actividad de alto riesgo para así poder acceder a 

-
rios del Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía, CTI.

8.2 El parágrafo 5º conserva el requisito de las 500 semanas de cotización 
ordinaria para acceder al régimen de transición y se elimina los referente al 
tiempo de servicio conservando el contenido que se presenta en la Ley 860 de 
2003.

Proposición

Solicitamos a la plenaria del Senado de la República se dé segundo debate 
al Proyecto de ley número 079 de 2006 Senado, 

Ley 860 de 2003 y se dictan otras disposiciones.

Senadora de la República,

Ponente

COMISION SEPTIMA CONSTITUCIONAL PERMANENTE

DEL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., a los diecinueve (19) días del mes de septiembre año dos mil 
siete (2007). En la presente fecha se autoriza la publicación en la Gaceta del 
Congreso de la República, una corrección en la sustentación en el Informe 
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-
puesta para segundo debate, al Proyecto de ley número 79 de 2006 Senado,

 Proyecto de ley de autoría hono-
rables Congresistas  y Gloria
Stella Díaz Ortiz.

El Secretario, 

Jesús María España Vergara.

9. PLIEGO DE MODIFICACIONES PARA SEGUNDO DEBATE AL 
PROYECTO DE LEY NUMERO 079 DE 2006 DE SENADO, por la cual 

DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 2° de la Ley 860 de 2003 quedará así:

pensiones para el personal del Departamento Administrativo de Seguridad, 
-

de Investigaciones CTI de la Fiscalía General de la Nación que cumplen fun-
ciones de Policía Judicial, escoltas y conductores en esta institución. 

Al personal del Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, y de la 
Fiscalía General de la Nación que labore en las demás áreas o cargos de estas 
entidades, se le aplicará, el régimen del Sistema General de Pensiones estable-

Parágrafo 1°. Pensión de vejez por exposición a alto riesgo. Los servido-
res públicos del Departamento de Seguridad, DAS, en los cargos señalados en 

-
vestigaciones CTI de la Fiscalía General de la Nación, que cumplan funciones 
de Policía Judicial, de escoltas y conductores, dada su actividad de exposición 
a alto riesgo, que efectúen la cotización especial señalada en el artículo 12 del 
Decreto 1835 de 1994, durante por lo menos 650 semanas, sean estas conti-
nuas o discontinuas, tendrán derecho a la pensión de vejez, siempre y cuando 
reúnan los requisitos establecidos en el parágrafo siguiente.

Los servidores públicos del Cuerpo Técnico de Investigación de que trata 
el artículo 2° del Decreto 1835 de 1994 o quienes han desempeñado los cargos 
equivalentes y se les efectuó la cotización especial señalada en el artículo 12
del mencionado decreto, se les reconocerán los aportes efectuados y tendrán 
derecho a la pensión de vejez establecida en la presente ley siempre y cuando 
completen las 650 semanas continuas o discontinuas de cotización de alto 
riesgo.

De igual forma los funcionarios del Cuerpo Técnico de Investigación que 
cumplen funciones de Policía Judicial, escoltas y conductores que efectúen 
la cotización especial señalada en la presente ley durante por lo menos 650 
semanas continuas o discontinuas tendrán derecho a la pensión de vejez esta-
blecida en la presente ley.

Parágrafo 2º. Condiciones y requisitos para tener derecho a la pensión de 
vejez por exposición a alto riesgo, DAS y CTI. La pensión de vejez, se sujeta-
rá a los siguientes requisitos: 

1. Haber cumplido cincuenta y cinco (55) años de edad. 

2. Haber cotizado mínimo 1.000 semanas al Sistema General de Seguridad 
Social en Pensiones.

La edad para el reconocimiento de la pensión especial de vejez se dismi-
nuirá un (1) año por cada sesenta (60) semanas de cotización especial, adicio-
nales a las mínimas requeridas en el Sistema General de Pensiones, sin que 
dicha edad pueda ser inferior a cincuenta (50) años.

Parágrafo 3°. Monto de la cotización especial. El monto de la cotización 
especial para el personal del Departamento Administrativo de Seguridad, 
DAS, y del Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía del que trata la 

de 2003, más diez (10) puntos adicionales a cargo del empleador. 

Parágrafo 4º. Ingreso base de cotización. El ingreso base de cotización 

por los factores incluidos en el Decreto 1158 de 1994, adicionado en un 40% 
-

creto 2646 de 1994 y el inciso tercero de este parágrafo.

El porcentaje del cuarenta por ciento (40%) considerado para el Ingreso 
Base de Cotización se incrementará al cincuenta por ciento (50%) a partir del 
31 de diciembre del 2007. 

Los servidores del Cuerpo Técnico de Investigación que desempeñen fun-
ciones de Policía Judicial, los conductores y escoltas, tendrán derecho a per-
cibir mensualmente y con carácter permanente una prima especial de riesgo 
equivalente al 35% de su asignación básica mensual.

Parágrafo 5°. Régimen de transición. Los detectives del DAS y los fun-
cionarios de Policía Judicial, conductores y escoltas del CTI vinculados con 
anterioridad al 3 de agosto de 1994 que a la fecha de entrada en vigencia de 
la presente ley hubieren efectuado 500 semanas de cotizaciones en fondos 
privados, en el Instituto de Seguro Social o en Cajanal, les será reconocida la 
pensión de vejez en las mismas condiciones del régimen de transición conte-
nidas en el Decreto 1835 de 1994.

Parágrafo 6°. Los servidores públicos de que trata el campo de aplica-
ción de la presente ley, que a la fecha de entrada en vigencia de la misma se 

-

máximo de tres (3) meses, contados a partir de la fecha de su publicación, para 
que les sea aplicado el régimen previsto en la presente ley. En ese caso no será 
necesario que hubieren cumplido el término de permanencia de que trata el 
literal e) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993.

Aquellos servidores públicos que decidan permanecer en el Régimen de 
Ahorro Individual con Solidaridad se les aplicarán en su integralidad lo pre-

de 2003.

Parágrafo 7°. Normas aplicables. En lo no previsto para la pensión de 
vejez establecida en el presente artículo, se aplican las normas generales con-
tenidas en la Ley 100 de 1993 y la Ley 797 de 2003 y sus decretos reglamen-
tarios.

Artículo 2º. La presente ley rige a partir de su promulgación.

Senadora de la República, 

Ponente

COMISION SEPTIMA CONSTITUCIONAL PERMANENTE

DEL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., a los diecinueve (19) días del mes de septiembre año dos mil 
siete (2007). En la presente fecha se autoriza la publicación en la Gaceta del 
Congreso de la República, una corrección en la sustentación en el Informe 

-
puesta para segundo debate, al Proyecto de ley número 79 de 2006 Senado,

 Proyecto de ley de autoría hono-
rables Congresistas  y Gloria
Stella Díaz Ortiz.

El Secretario, 

Jesús María España Vergara.
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TEXTO APROBADO POR LA COMISION SEPTIMA DEL 
SENADO DE LA REPUBLICA AL PROYECTO DE LEY NUMERO 

079 DE 2006 SENADO

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 2° de la Ley 860 de 2003 quedará así:

. El régimen de pensiones para el perso-

o adicionen, y de los funcionarios del Cuerpo Técnico de Investigaciones 
CTI de la Fiscalía General de la Nación que cumplen funciones de Policía 
Judicial, escoltas y conductores en esta institución, así como los emplea-
dos del Instituto Nacional De Medicina Legal y Ciencias Forenses, que 
cumplen funciones médico-legales y forenses, será el que a continuación 

Para el personal del Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, y
para el personal de la Fiscalía General de la Nación que labore en las demás 
áreas o cargos de estas entidades, se les aplicará en su integridad el Sistema 
General de Pensiones establecido en la Ley 100
Ley 797 de 2003.

Parágrafo 1°. Pensión de vejez por exposición a alto riesgo. Los servi-
dores públicos señalados en este artículo, dada su actividad de exposición 
a alto riesgo, que efectúen la cotización especial señalada en el artículo 12

lo menos 650 semanas, sean estas continuas o discontinuas, tendrán derecho 
a la pensión de vejez, siempre y cuando reúnan los requisitos establecidos 
en el parágrafo siguiente como servidores del Departamento de Seguridad, 
DAS en los cargos señalados en los artículos 1° y 2° del Decreto 2646 de 
1994, 
de la Nación, que cumplan funciones de Policía Judicial, de escoltas y con-
ductores. 

Los servidores públicos del Cuerpo Técnico de Investigación de que trata 
el artículo 2° del Decreto 1835 de 1994 o quienes han desempeñado los cargos 
equivalentes y se les efectuó la cotización especial señalada en el artículo 12
del mencionado decreto, se les reconocerán los aportes efectuados y tendrán 
derecho a la pensión de vejez establecida en la presente ley siempre y cuando 
completen las 650 semanas continuas o discontinuas de cotización de alto 
riesgo.

Los funcionarios del Cuerpo Técnico de Investigación que cumplen fun-
ciones de Policía Judicial, escoltas y conductores que efectúen la cotización 
especial señalada en la presente ley durante por lo menos 650 semanas con-
tinuas o discontinuas tendrán derecho a la pensión de vejez establecida en la 
presente ley.

Parágrafo 2°. Condiciones y requisitos para tener derecho a la pensión 
de vejez por exposición a alto riesgo (DAS y CTI). La pensión de vejez, se 
sujetará a los siguientes requisitos: 

1. Haber cumplido cincuenta y cinco (55) años de edad. 

2. Haber cotizado mínimo 1000 semanas al Sistema General de Seguridad 
Social en Pensiones.

La edad para el reconocimiento de la pensión especial de vejez se dismi-
nuirá un (1) año por cada sesenta (60) semanas de cotización especial, adicio-
nales a las mínimas requeridas en el Sistema General de Pensiones, sin que 
dicha edad pueda ser inferior a cincuenta (50) años. 

Parágrafo 3°. Monto de la cotización especial. El monto de la cotización 
especial para el personal del Departamento Administrativo de Seguridad DAS 
y del Cuerpo Técnico de Investigación del que trata la presente Ley, será el 

(10) puntos adicionales a cargo del empleador. 

Parágrafo 4°. Ingreso base de cotización. El ingreso base de cotización 

por los factores incluidos en el Decreto 1158 de 1994, adicionado en un 40% 
-

creto 2646 de 1994.

El porcentaje del cuarenta por ciento (40%) considerado para el Ingreso 
Base de Cotización se incrementará al cincuenta por ciento (50%) a partir del 
31 de diciembre del 2007. 

Los servidores del Cuerpo Técnico de Investigación que desempeñen fun-
ciones de Policía Judicial, los conductores y escoltas, tendrán derecho a per-
cibir mensualmente y con carácter permanente una prima especial de riesgo 
equivalente al 35% de su asignación básica mensual.

Parágrafo 5°. Régimen de transición. Los detectives del DAS y los fun-
cionarios de Policía Judicial, conductores y escoltas del CTI vinculados con 
anterioridad al 3 de agosto de 1994 que a la fecha de entrada en vigencia de 
la presente ley hubieren cotizado 500 semanas de cotizaciones especiales en 
fondos privados, en el Instituto de Seguro Social o en Cajanal cuando cum-
plan 20 años de servicio sin importar la edad, les será reconocida la pensión 
de vejez en las mismas condiciones del régimen de transición contenidas en el 
Decreto 1835 de 1994.

Parágrafo 6°. Los servidores públicos de que trata el campo de aplicación 
del presente artículo, que a la fecha de entrada en vigencia de la misma se 

-

máximo de tres (3) meses, contados a partir de la fecha de su publicación, para 
que les sea aplicado el régimen previsto en la presente ley. En ese caso no será 
necesario que hubieren cumplido el término de permanencia de que trata el 
literal e) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993.

A aquellos servidores públicos que decidan permanecer en el Régimen de 
Ahorro Individual con Solidaridad se les aplicará en su integralidad lo previs-

2003.

Parágrafo 7°. Normas aplicables. En lo no previsto para la pensión de 
vejez establecida en el presente artículo, se aplican las normas generales con-
tenidas en la Ley 100 de 1993 y la Ley 797 de 2003 y sus decretos reglamen-
tarios.

Artículo 2°. La presente ley rige a partir de su promulgación.

Honorable Senadora de la República,

Ponente.

COMISION SEPTIMA CONSTITUCIONAL PERMANENTE

DEL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., a los diecinueve (19) días del mes de septiembre año dos mil 
siete (2007). En la presente fecha se autoriza la publicación en la Gaceta del 
Congreso de la República, una corrección en la sustentación en el Informe 

-
puesta para segundo debate, al Proyecto de ley número 79 de 2006 Senado,

 Proyecto de ley de autoría hono-
rables Congresistas  y Gloria
Stella Díaz Ortiz.

El Secretario, 

Jesús María España Vergara.
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A C T A S  D E  C O N C I L I A C I ON
ACTA DE CONCILIACION AL PROYECTO DE LEY NUMERO 207 

DE 2007 CAMARA, 18 DE 2006 SENADO
por la cual se establecen rebajas en las sanciones  para los remisos del 

servicio militar obligatorio.
La Comisión accidental de conciliación del texto del Proyecto de ley nú-

mero 207 de 2007 Cámara, 18 de 2006 Senado, por la cual se establecen 
rebajas en las sanciones para los remisos del servicio militar obligatorio,
nombrada por las Mesas Directivas del Senado de la República y Cámara 
de Representantes, se permite someter a consideración de las Plenarias el si-
guiente texto articulado:

PROYECTO DE LEY NUMERO 207 DE 2007 CAMARA, 18 DE 2006 
SENADO

TITULO: “por la cual se establecen rebajas en las sanciones para los 
remisos del servicio militar obligatorio

Artículo 1º se acoge texto aprobado en Plenaria de Cámara.
Artículo 2º se acoge texto aprobado en Plenaria de Cámara.
Artículo 3º se acoge texto aprobado en Plenaria de Cámara.
Artículo 4º se acoge texto aprobado en Plenaria de Cámara.
Se anexa texto conciliado.
De los honorables Senadores y Representantes a la Cámara,
Cordialmente,
Senador de la República,

Representante a la Cámara,
Gloria Stella Díaz Ortiz.

TEXTO CONCILIADO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 207 DE 
2007 CAMARA, 18 DE 2006 SENADO

por la cual se establecen rebajas en las sanciones para los remisos del 
servicio militar obligatorio.

Artículo 1°. La Dirección de Reclutamiento y Control Reservas del Ejér-
cito efectuará durante seis (6) meses, las convocatorias necesarias en todo el 

remisos del servicio militar obligatorio mayores de 25 años.
Estos ciudadanos no pagarán cuota de compensación militar, solo pagarán 

el cinco (5%) por ciento del salario mínimo mensual legal vigente por concep-
to de laminación y expedición de la tarjeta militar.

Artículo 2°.
multa equivalente al cinco (5%) por ciento de un (1) salario mínimo mensual 
legal vigente.

Artículo 3°.- La primera convocatoria se realizará el año siguiente a la 
entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga 
todas las disposiciones que le sean contrarias.
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